Comisión de Presupuestos, Versión Taquigráfica que forma 
integrada con la de Hacienda parte del Acta N* 26 


PRESUPUESTO NACIONAL PERÍODO 2005-2009 


Correspondiente a la reunión del día 21 de setiembre de 2005 


(Asisten autoridades del Ministerio de Defensa Nacional) 
SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 17) 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Subsecretario de Defensa Nacional, doctor José 
Bayardi, al Coronel Eduardo Devercelli, al Coronel Gerardo Rosso, al Coronel Gustavo Formento, al 
ingeniero Emilio Freijido, al Capitán de Navío Raúl Rodríguez, al Teniente Coronel Miguel Cabrera, al 
Coronel Mario Reinoso, al Mayor Carlos de Mello, a las contadoras Laura Busto y Jacqueline 
Guerrero, al Coronel Emir Ramírez, al Coronel William Rosi, al Capitán de Navío Oscar Dourrón y al 
contador Uberfil González. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Nuestra intención es abordar tanto el 
articulado del Mensaje enviado por el Poder Ejecutivo como lo contenido en los distintos anexos, en el 
plan estratégico de gestión y en los planes anuales de gestión. 


Como ustedes comprenderán, el presupuesto fue elaborado por un Gobierno que recién asume, con relación a 
un Ministerio que tiene un importante nivel de complejidades. El trabajo realizado ha demandado un enorme 
esfuerzo por parte de las oficinas de planeamiento y presupuesto y financiera contable de cada una de las 
unidades ejecutoras. 


De mi intervención se va a desprender la presentación de este presupuesto. En general, en el marco de las 
restricciones presentes, el presupuesto presenta áreas que se han priorizados, como la educación, la 
seguridad, el plan de emergencia y la infraestructura. 


En el Ministerio de Defensa Nacional hemos trabajado en torno a las pautas que el Gobierno ha definido. 


Nuestra presentación tiene tres partes: primero, la evolución del presupuesto de Defensa en el Período 1985- 
2000; segundo, los lineamientos estratégicos del Gobierno y, tercero, los objetivos estratégicos y los 
generales. Luego, entraré en los tres grandes capítulos que tiene el presupuesto desde el punto de vista 
financiero: gastos de funcionamiento, remuneraciones e inversiones. Ya se ha dicho que en el marco del 
Ministerio de Defensa Nacional las remuneraciones van a estar contenidas en lo que es la disposición del 
Gobierno de lograr un aumento del salario real del orden del 16% para la Administración Central. En cuanto 
al área de funcionamiento, se han mantenido los gastos con respecto a lo que históricamente se venía 
ejecutando. En cuanto a las inversiones, me quiero detener más detalladamente para que los señores 
Diputados tengan una visión de cómo procedió el Ministerio y cuáles son las proyecciones para estos cinco 
años. 


En primer lugar, quiero hacer referencia a la evolución de una relación entre el Ministerio de Defensa 
Nacional y la Administración Central desde 1985 a 2004, o sea, en cuanto al Inciso 03 respecto a los 

Incisos 01 al 27, o sea, al conjunto del Presupuesto. Esto es para que se sepa cómo ha evolucionado en 
términos históricos el presupuesto del Ministerio. Después quizás haya que analizar cuál ha sido la incidencia 
de cada uno de los Incisos en el Presupuesto. Probablemente nuestro Ministerio no sea el único que está en 


esta situación, pero es claro que, teniendo en cuenta la relación con el conjunto de los Incisos que componen 
el Presupuesto de la Administración Central, esta ha sido la evolución del Ministerio de Defensa Nacional 
con relación al Producto Bruto Interno en el mismo Período, es decir, desde 1985 a 2004. 


Me voy a detener en la ejecución de las inversiones tomando el último Período, es decir, desde 2001 a 2004. 
En color celeste se representa el presupuesto que denominamos asignado, es decir, lo que cada uno de 
nosotros votó en 2000 -en ese entonces yo integraba el Parlamento- para el Ministerio de Defensa Nacional. 
En color "bordeaux" tenemos el presupuesto que quedó vigente para la apertura de los créditos en cada uno 
de los años considerados, y en amarillo lo que vendrían a ser los topes que se fueron aplicando cada año para 
la ejecución del presupuesto. Hasta aquí la responsabilidad de las decisiones que tomó el Parlamento. 
Obviamente el Parlamento también resolvió otorgar facultades al Poder Ejecutivo para llevar adelante las 
políticas de restricciones o de topes. Es decir que tenemos en celeste el presupuesto asignado, en "bordeaux" 
el presupuesto vigente, en amarillo el presupuesto topeado y en blanco lo relativo a la ejecución, que es 
responsabilidad interna del propio Ministerio, desde el año 2001 a 2004. Como podrán apreciar, se produce 
una caída en pesos en materia de inversiones. Hemos elaborado un cuadro comparativo de la ejecución de las 
inversiones con relación a los topes, a los créditos vigentes y a los créditos asignados. La estructura es la 
misma que para el cuadro anterior: asignado, vigente, el tope y la expresión de la ejecución en dólares. Como 
a nadie escapa, en materia de inversiones la incidencia es mucho mayor en dólares. Acá se representa en 
pesos constantes a 2001. 


Una vez aclarado cómo va a evolucionar la política en materia de remuneraciones y de gastos de 
funcionamiento, era necesario presentar la evolución de las inversiones desde 2001 a 2004. 


Cuando nos aprestamos a elaborar el Presupuesto se nos explicó que la política salarial -que es la que yo 
expresé- y las remuneraciones iban a estar contenidas en el aumento general que se dispusiera para la 
Administración Central y que se iba a bregar por un incremento, en términos reales, del 16% en el 
quinquenio. En cuanto a los gastos de funcionamiento, se nos dijo que se iban a mantener los que se venían 
ejecutando. En términos de inversiones se nos expresó que podíamos elaborar un presupuesto, que 
denominamos de base cero, que quedaría abierto para incluir lo que entendiéramos necesario. Entonces, 
resolvimos elevar a quienes tomaban las decisiones en el Poder Ejecutivo -conscientes de que ese 
presupuesto base cero no significaba que se nos iba a dar todo lo que pidiéramos- un proyecto que 
contemplara las necesidades del Ministerio. Lo traemos a este ámbito en los mismos términos para que se 
tenga conciencia de cuáles son las necesidades que el Inciso tiene en materia de inversiones. Creemos de 
honestidad intelectual y de respeto a este ámbito -que integré y que sigo considerando el más importante 
desde el punto de vista de la representación institucional- presentar el proyecto en los mismos términos para 
que se tenga conciencia de cuál es el nivel de inversiones que se necesita, teniendo en cuenta que las 
inversiones han caído durante largos períodos, y para que se pueda discutir e intercambiar sobre la misma 
base. 


Nuestro proyecto contiene requerimientos del orden de los $ 1.300:000.000 en materia de inversiones. 
Quienes lo elaboramos somos conscientes de la situación -lo digo en los términos más coloquiales posibles; 
espero que la reunión sea coloquial aunque soy yo quien debería aprender a cuidarse más de hablar en 
términos coloquiales, a raíz de la experiencia reciente-, pero no debería estar alejado de nosotros que todos 
podamos manejar esta información porque hace al proceso de toma de decisiones. Yo vengo a defender el 
Presupuesto y lo voy a hacer, pero creo que el proceso de toma de decisiones debe contar con el mayor nivel 
de información posible. Por eso elevamos un presupuesto del orden de los $ 1.300:000.000 y somos 
conscientes -lo decíamos en el Ministerio cuando lo estábamos elaborando- de que probablemente 
alcanzáramos a escuchar las risas que esto podría ocasionar. Lo central de este Presupuesto base cero -la 
primera columna nos va dando las necesidades de cada una de las unidades ejecutoras- es que el monto total 
asciende a $ 1.300:000.000. Se nos había elevado la pauta de que el criterio de las inversiones consistía en 
tomar lo ejecutado en 2004 e incrementarlo un 10,24% para el primer año y un 4% por año. Esto nos dio un 
resultado para el primer año del orden de los $ 308:000.000, que provienen de considerar los $ 279:000.000 
ejecutados en 2004, que fue un año con complicaciones para la ejecución. A partir de ahí elevamos una 
propuesta que contenía esos $ 308:000.000 adicionales, porque consideramos que debíamos insistir en ellos. 
Esto nos llevó a presentar una propuesta del orden de $ 149:000.000 más sobre los $ 308:000.000 
adicionales; al final conseguimos que se nos autorizara a proyectar inversiones por $ 308:000.000 y 

$ 50:000.000 más. Por eso llegamos a este Presupuesto de distribución de inversiones del orden de los 


$ 360:000.000 en el primer año. Se va a incrementar a los $ 308:000.000 un 4% más por año y a eso se le va 
a sumar $ 50:000.000 anuales, de acuerdo con lo que alcanzamos en este proceso de negociación interna. 


Quiero aclarar que lo que figura en 2005 es la apertura que tenemos, sin tope. Lo que podemos ejecutar son 
$ 290:000.000. 


Me voy a referir a la distribución del Presupuesto en el marco del Inciso para poder colectivizar la 
información, a fin de movernos con las mismas pautas. En la gráfica figura que las retribuciones ascienden a 
64% -pero stricto sensu, son un poco más-, las inversiones a un 6% y los gastos de funcionamiento a un 23% 
que, en realidad, serían un 30%. Lo que sucede es que dentro de los gastos de funcionamiento hay un 7% que 
corresponde a objetos del gasto que están incorporados al Presupuesto por compensaciones que se dan a los 
efectivos y a los funcionarios. Esas compensaciones que ya tenemos de presupuestos anteriores corresponden 
a objetos del gasto, que están marcadas con los números 122 y 234. Todavía estamos discutiendo este tema 
con el Ministerio de Economía y Finanzas, porque alguna parte de los objetos del gasto se pasó al rubro 
remuneraciones, pero otra todavía no. Son compensaciones que se pagan por concepto de gastos de 
funcionamiento. En realidad las compensaciones salariales quedan contenidas en el rubro gastos de 
funcionamiento porque no se incrementan en los mismos términos. Acá hay una incidencia de los objetos 122 
y 234 en funcionamiento en pesos corrientes. En la gráfica figuran en amarillo los objetos del gasto 122 y 
234 y los gastos de funcionamiento figuran en la línea superior. 


Todo lo que me pueda haber equivocado en la presentación va por mi parte, pero traté de plantearlo de la 
manera más panorámica posible, para que se tuviera claro cómo evolucionó el Presupuesto, cómo se 
compone y cuál es la integración, que es el rubro sobre el que más podemos conversar, porque el otro está 
acotado, ya que se ha fijado determinada partida para incrementos salariales y para gastos de funcionamiento. 
Quiero que los legisladores dispongan de la misma información con la que yo cuento. Obviamente, no soy 
especialista en temas presupuestales -quienes me conocen de otros tiempos lo saben-, pero he tratado de 
plantearlo haciendo el mayor esfuerzo posible, de acuerdo con el aporte que me han hecho los distintos 
funcionarios del Ministerio. Hasta aquí va la presentación sobre el devenir histórico del Presupuesto. 


Voy a entrar, ahora, a la parte que tiene que ver con la elaboración de este Presupuesto. Probablemente, ya 
hayan visto esta diapositiva, pero quiero plantear la metodología de elaboración de este Presupuesto, para que 
tengan presente cómo se procedió. El esquema general de los lineamientos, los objetivos y metas surgen a 
partir de la definición del Gobierno, que elabora sus lineamientos estratégicos, que provienen del programa y 
que al principio representaron un número muy importante y después fueron sintetizados. En el marco de esos 
lineamientos estratégicos del Gobierno, el Inciso definió sus objetivos. En ese marco se definieron los 
objetivos prioritarios y los generales. Entre los prioritarios, se planteó a las unidades ejecutoras que 
presentaran sus objetivos prioritarios y generales. Luego se definieron las metas y los indicadores que están 
expresados en la introducción del Anexo VI del Tomo 1. En primer lugar, se trabajó para definir la misión y la 
visión del Ministerio. La misión del Ministerio de Defensa Nacional es proponer, planificar, ejecutar, 
coordinar y evaluar la política de defensa nacional aprobada por el Poder Ejecutivo -de conformidad con el 
inciso segundo del artículo 168 de la Constitución de la República-, ejercer el mando superior de las Fuerzas 
Armadas, correspondiéndole fundamentalmente preservar y asegurar la soberanía, la independencia, la 
integridad territorial y la paz de la República, así como la defensa de sus intereses estratégicos, la protección 
y salvaguarda de sus recursos naturales y de las vidas humanas. Sin detrimento de su misión fundamental, 
proporcionar a través de los organismos especializados los aportes necesarios para generar condiciones de 
bienestar de la población, apoyando los planes de desarrollo y otras actividades de conveniencia pública. 
Estas tareas, en términos generales, se han venido desarrollando históricamente. En la última etapa esto se 
expresa en hechos que el país ha tenido que sufrir y enfrentar. 


En la siguiente transparencia se plantea la visión del Ministerio de Defensa Nacional. Quedó definido como 
proyectado al exterior un poder de disuasión creíble a través de las Fuerzas Armadas y de apoyos 
especializados adecuados que permitan cumplir de manera eficiente y eficaz la misión asignada al Ministerio 
de Defensa Nacional, en un marco de cooperación y de integración con los países del MERCOSUR, 
contribuyendo con sus medios materiales y humanos al bienestar de la sociedad y apoyando al desarrollo del 
país mediante emprendimientos relacionados con el área de la industria militar. 


En la siguiente transparencia se muestran los lineamientos estratégicos del Gobierno. Uno de ellos es la 
promoción en el área de la innovación de la ciencia y la tecnología al servicio del desarrollo nacional y local. 


En lo que refiere al MERCOSUR y la región, se propone fortalecer la relación con los países vecinos y la 
integración latinoamericana e impulsar una política de fuerte apoyo y compromiso como sistema de 
integración y plataforma de inserción en el mundo. Se plantea promover una política de Estado que genere 
una inserción estable del país en el ámbito internacional, que incluya nuevas estrategias de promoción 
comercial y de cooperación, sin menoscabo de la soberanía ni de la identidad nacional. 


Por otra parte, se pretende desarrollar una gestión ambiental de los recursos naturales y de las actividades 
productivas compatible con un modelo de desarrollo democrático sostenible y armónico con las políticas de 
ordenamiento del territorio y de justicia social. 


En cuanto a la emergencia social, se procura atenderla mediante acciones de asistencia y de promoción. 


En lo que refiere a las políticas de defensa, se propone integrarlas a la agenda pública, propiciando amplios 
consensos que permitan la promulgación de una ley de defensa nacional que agrupe y actualice todos los 
temas de defensa. Además, se plantea una ley orgánica militar que reestructure gradual y ordenadamente las 
Fuerzas Armadas para que puedan cumplir mejor su misión y una ley nacional de inteligencia que defina con 
precisión los cometidos y componentes en esta área. 


A través de un proceso de ordenamiento del gasto se procurará dotar a las Fuerzas Armadas de los medios y 
de las capacidades necesarias para el eficaz cumplimiento de sus misiones fundamentales. 


En lo que hace a la formación militar y estratégica, se pretende elevar los niveles de calidad de la formación 
militar, incrementando la coordinación e integración con el sistema nacional de enseñanza en todas sus áreas 
de manera que, sin afectar las especificidades propias de la formación militar, se promueva el acceso a la 
titulación, se potencie el aprovechamiento de las capacidades docentes de los institutos militares, se facilite la 
reinserción civil de todo el personal desafectado y se potencie el análisis estratégico nacional. 


Se promoverá el estudio de las mejores formas para que el Ministerio de Defensa Nacional, cuidando de no 
comprometer la fuente de trabajo del sector privado, participe en emprendimientos dirigidos a desarrollar la 
capacidad de garantizar los abastecimientos estratégicos que el país demande, así como el entrenamiento y el 
desarrollo de las capacidades cooperativas. 


En cuanto a la coordinación de la política exterior, la política de defensa debe guardar estricta sintonía y 
correspondencia con la política exterior del Estado, para lo cual se potenciarán estrechamente los nexos de 
coordinación entre los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional para el análisis, la 
elaboración y la supervisión de las políticas de seguridad regional e internacional buscando, en especial, 
desarrollar una política activa de participación en los procesos del MERCOSUR en el plano de la defensa y 
de las Fuerzas Armadas. 


En la siguiente transparencia vemos el lineamiento del artículo 59, referido a Misiones de Paz, que se basa en 
los principios que rigen su política exterior, en el estricto respeto a la autodeterminación de los pueblos y en 
el principio de no intervención en los asuntos internos de otros Estados. 


Uruguay prestará su cooperación a la paz en el plano internacional, participando con sus Fuerzas Armadas en 
Misiones de Paz, de acuerdo con las posibilidades del país, en un marco de observancia de los tratados 
internacionales y siempre que ello no afecte el cumplimiento de sus misiones fundamentales. 


En el marco de los lineamientos estratégicos, definimos objetivos estratégicos; entre ellos tenemos seis 
prioritarios y uno general. 


El primer objetivo prioritario refiere a potenciar las capacidades de todas las unidades ejecutoras del 
Inciso para el mejor cumplimiento de las misiones fundamentales de defensa. 


El segundo objetivo apunta a promover la investigación y el desarrollo. Es decir, promover los productos 
tecnológicos ya desarrollados en el área militar e impulsar nuevos emprendimientos en este campo, para 
contribuir al desarrollo científico y productivo nacional. 


El tercer objetivo pretende potenciar el desarrollo social y mejorar la calidad de vida de los recursos humanos 
del Inciso y de sus familias. 


El cuarto objetivo plantea apoyar la política exterior del Estado. 

El quinto objetivo refiere a contribuir al bienestar de la comunidad. 

El sexto objetivo apunta a promover en la población una clara conciencia de la defensa nacional. 
Estos son los seis objetivos prioritarios definidos por el Ministerio y bajados a las unidades ejecutoras. 


El objetivo general del Inciso refiere a la ejecución presupuestal, o sea mantener los créditos asignados 
independientemente del nivel de tope planteado; es decir, aprovechar con eficiencia y eficacia el nivel de 
recursos de que se dispone en cada uno de los períodos. 


Por otro lado, quiero referirme a la asignación y a la proyección de las inversiones del Ministerio, en lo que 
tiene que ver con cuenta corriente, tema en el que he estado insistiendo. En esta transparencia tenemos un 
período que establece la composición de la asignación de las inversiones, durante los años 2001, 2002, 2003, 
2004 y 2005. Aquí se muestran las proyecciones en pesos corrientes -porque no podemos hacer futurismo- y 
la comparación de las inversiones que están proyectadas. Como ya dije, el gasto asignado se muestra con 
color celeste y en color amarillo lo que quedó con los topes que se incorporaron en cada uno de los años. 


Con esto quiero demostrar que en el marco de las restricciones presupuestales que había desde el punto de 
partida de la elaboración del Presupuesto, desde el Ministerio peleamos y logramos, por lo menos en el 
marco de lo proyectado, mantener cierto nivel de incremento leve de las inversiones, independientemente de 
las restricciones a las que nos vimos sometidos y que describí con anterioridad en el proceso de esta 
negociación. 


En esta transparencia se puede ver la asignación de inversiones en términos de dólares, que expresa lo 
mismo: lo que estuvo asignado y lo que estuvo en el período en término de dólares. Los señores Diputados 
me podrán decir, con razón, que no puedo ir más allá de esa raya amarilla en términos de proyección de 
dólares. Esperemos que tenga correspondencia con lo expresado en pesos, que se muestra en color celeste. 


Aquí se muestran las inversiones por Unidad Ejecutora -es difícil apreciarlo desde las bancas- y cómo se 
distribuyen las inversiones en términos de Unidad Ejecutora: la Dirección General de Secretaría, la Dirección 
Nacional de Inteligencia del Estado, el Comando General del Ejército, la Armada, la Fuerza Aérea, la 
Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas, la Dirección General de los Servicios de las Fuerzas 
Armadas, el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas, la Dirección Nacional de Meteorología 
y la DINACIA. 


Como los señores Diputados tienen presente, algunas inversiones se enfrentan con recursos de Rentas 
Generales y otras con recursos de afectación especial, es decir, con 1.1 y 1.2. 


Me pareció importante traer este cuadro para intercambiar información. Tal vez falte más elaboración, pero 
sería solo en materia de inversiones; lo cierto es que no nos alcanzó el tiempo y que esta mañana se nos 
trancaban las máquinas; estuvimos preparándolo entre anoche y esta mañana. 


A veces, externamente se tiene una visión del gasto de las Fuerzas Armadas que no necesariamente se 
condice con la realidad de los gastos propiamente dicha, porque dentro del Ministerio tenemos lo siguiente. 
Aquí se muestran las inversiones propias de las Fuerzas Armadas y del resto del Inciso -solo para hablar de 
inversiones, porque si pusiéramos gastos de funcionamiento y otros, habría que manejarlo-, y en esta parte, 
en color más claro, se establecieron las inversiones del Comando General de Ejército, del Comando General 
de la Armada, del Comando General de la Fuerza Aérea, del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas 
Armadas -discutimos dónde ubicarlo, pero finalmente lo establecimos aquí- y de la DINACTE, que es 
Inteligencia de Estado. 


Lo que aparece en color claro expresa el orden de $ 1.273:837.000. 


Del otro lado de la gráfica ubicamos a la Dirección General de Secretaría -que podría estar de un lado u otro, 
aunque la incidencia en el total es baja-, la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas, la 
Dirección General de los Servicios de las Fuerzas Armadas -tutela social, vivienda-, DINACIA -Dirección 
Nacional de Aviación Civil e Infraestructura Aeronáutica-, y la Dirección Nacional de Meteorología. 


En este espacio de color más oscuro hay un montón de otras funciones que se desarrollan en el Ministerio, 
que hacen a salud, a vivienda, a tutela social, y a otras áreas que no necesariamente tienen que ver con las 
Fuerzas Armadas. 


Debo decir que no tuvimos tiempo para traer el resto, y que no haber traído funcionamiento y remuneraciones 
no se debe a deslealtad intelectual. 


En materia de inversiones, cuando hablamos de Fuerzas Armadas, hay un conjunto de trasmisiones que 
tendrían que hacer otras áreas del Estado en materia de salud y de vivienda. 


Esto solo es una presentación para que se tenga en cuenta. 


Con respecto a los artículos, nosotros recibimos más de 100 artículos de parte de todas las unidades 
ejecutoras, y sobre la mesa tengo un documento en el que se estableció cómo procedimos con cada uno de 
ellos. En el Ministerio hubo un proceso de discusión interna que llevó a que eleváramos 79 artículos al Poder 
Ejecutivo, y en realidad terminamos con cinco artículos. Más adelante puedo explicar cómo se procedió con 
cada uno de los artículos y cuál fue el retorno que hubo desde los ámbitos de decisión. Muchas de las 
observaciones que recibimos tenían que ver que los artículos de naturaleza presupuestal, de reestructuras 
escalafonarias, que pasaran el período de consideración del Presupuesto o que fueran parte de Leyes 
Orgánicas y se no dijo que no los incluyéramos en el proyecto de ley presupuestal. 


De esa manera actuamos, y adelanto que una cantidad muy importante de artículos será enviada a diferentes 
comisiones del Parlamento, a través de proyectos de ley independientes. 


En el artículo 86 -que es uno de los primeros correspondientes a nuestro Ministerio- se establece: 
"Transfiérase en todas las unidades ejecutoras del Inciso 03 "Ministerio de Defensa Nacional' los créditos del 
Objeto del Gasto 234.002 con los que se abona al personal subalterno del Escalafón 'K' y al personal civil 
equiparado a dicha categoría, una partida que varía según la constitución del núcleo familiar, al Grupo 0 
'Retribuciones Personales', Objeto del Gasto" -que todavía no está numerado- "Prima Solidaria Familiar”, la 
que tendrá carácter de beneficio social". 


Esta es una parte de lo que se pagaba con el Objeto del Gasto 234. 
Dentro de lo que habíamos pedido, se hizo esta transferencia. 


El artículo 87 es una autorización -es una de las autorizaciones que se nos dio; habíamos solicitado otras, 
pero quedaron para ser evaluadas y ser presentadas en el futuro-, y allí se establece: "Autorízase a la Unidad 
Ejecutora 033 'Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas', del Inciso 03 'Ministerio de Defensa 
Nacional' a percibir por actividades de capacitación profesional en el área de la salud, realizadas en su órbita" 
-en la órbita de la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas-, "las sumas que se generen por tal 
concepto, provenientes de personas físicas o jurídicas ajenas a la misma.-Dichas contraprestaciones estarán 
comprendidas dentro de lo establecido en el artículo 101 de la Ley N* 17.556, de 18 de septiembre de 2002, 
en su carácter de venta de servicios, y serán destinadas a reintegrar y solventar gastos de funcionamiento 
ocasionados por las actividades propias de dicha actividad". 


Esto podría venir por convenios con algunas escuelas de formación de recursos humanos vinculados a la 
salud. Reitero que esta es una de las autorizaciones que solicitamos. Seguramente también estén en la 
conversación las otras autorizaciones que solicitamos, pero que no fueron incorporadas a este proyecto 
presupuestal. 


Con respecto al artículo 88, quiero decir que hay un error, que puede ser subsanado por la Comisión. Allí se 
establece que los cargos del personal militar y civil creados mediante transformación por la presente ley para 
el Inciso 03 "Ministerio de Defensa Nacional", deberán ser provistos a través del sistema de concurso de 
oposición y méritos, en el caso de ingresos y mediante las reglas del ascenso, cuando el personal ya se 
encontrase cumpliendo funciones. 


Nosotros quisiéramos que es estableciera "concurso de oposición y/o méritos". Este es un mecanismo que 
solicitamos porque hay muchas transformaciones de cargos que realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a solicitar al señor Subsecretario de Defensa Nacional que nos deje 
por escrito el nuevo texto del artículo 88, porque no coincide en su totalidad con el que nos hizo llegar 
el Poder Ejecutivo. No solo hay que agregar "o", sino también otros conceptos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- A través del artículo 89 se plantea la 
creación de cargos de particular confianza. 


Como saben los señores Diputados, este es un tema que está planteado para discutir en el futuro. Esto ha 
coincidido con algunas iniciativas o ideas de algunos señores legisladores, en el sentido de desarrollar un 
proyecto de debate sobre la defensa nacional. 


En ese sentido, el Gobierno está trabajando con el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, a 
efectos de que financie este proceso de debate -calculamos que puede llevar entre seis y ocho meses-, que 
queremos que se desarrolle de la forma más amplia posible, en el que participen distintos actores de la vida 
política e institucional del país, y que culmine con la elaboración de un proyecto de ley sobre defensa 
nacional. 


Cuando uno entra al Ministerio de Defensa Nacional, encuentra que su organización está prevista en la Ley 
Orgánica de las Fuerzas Armadas. Esto no fue producto de la dictadura, sino que viene de mucho antes, si 
mal no recuerdo, de 1941. Creo que el país debe cambiar esto y la organización del Ministerio debería estar 
prevista en una ley de defensa nacional y no en una ley orgánica de Fuerzas Armadas. 


Además, en el Ministerio hay dos cargos políticos, de particular confianza -tengo la lista de cada uno de los 
Ministerios-, que corresponden a la señora Ministra y al señor Subsecretario. Por otra parte, se plantea que el 
cargo de Director General de Secretaría -hay un proyecto de ley para que pueda transformarse en cargo de 
particular confianza y pueda llenarse-, en una interpretación que a mi entender es extensiva y que se ha hecho 
extensiva en términos históricos -y que creo que debemos saldar-, debe ser ocupado por un Oficial en 
actividad con el grado de Coronel. En mi opinión, conforme a la Ley Orgánica Militar, el Director General de 
Secretaría debe ser un militar en actividad con el grado de Coronel. No obstante, lo que establece la Ley 
Orgánica a este respecto ha funcionado sin violencia. 


Entendemos que este Ministerio maneja una parte importante del Presupuesto Nacional, la mayor cantidad de 
recursos humanos, por lo que es inconcebible que no pueda contar con más cargos de particular confianza. 
Esto no va en desmedro ni en demérito, para nada, de la tarea que desarrollan los oficiales a quienes se 
asignan responsabilidades en muchos de los cargos de responsabilidad del Ministerio. Esta Cartera tiene sus 
particularidades, y así debo plantearlo: el grado de compromiso de los funcionarios militares equiparados, y 
hasta civiles, es muy, muy grande. No estoy comparando con lo que sucede en otros Ministerios, pero debo 
destacar que la vida de los funcionarios militares es la carrera militar, es decir, no existe para ellos, fuera de 
órbita militar, otra carrera, y muchas de las que hacen son secundarias ante su opción castrense, y no van en 
desmedro de quienes hoy ocupan funciones y se aplican desinteresadamente. 


Esto es así a tal grado que cuando elabora el Presupuesto, se deja a los funcionarios de los Incisos 03 y 04 
para que vayan a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto a ingresar datos. El 25 de agosto estuvimos 
trabajando con muchos de ellos y les pregunté por qué estaban ahí. "Esto siempre es así; domingos y feriados 
la Oficina está abierta para nosotros", me contestaron. Quiere decir que el grado de dedicación a la tarea no 
está en cuestión. 


Las decisiones políticas de un Gobierno -del actual o del cualquiera- y las definiciones políticas internas, 
deben ser trasmitidas a través de un cargo de particular confianza, que represente la línea del Gobierno, que 
tenga claro su línea política y que pueda desarrollar las pretensiones del Gobierno en su área de referencia. 
Esto no cuestiona ninguna de las lealtades. Debe quedar claro que estoy extremadamente cómodo trabajando 
con los funcionarios militares equiparados y civiles, pero por más lealtad que haya -que la hay- no tiene por 
qué reflejarse la línea de acción de un programa de Gobierno. 


El otro problema es que en realidad todo termina y todas las decisiones terminan siendo tomadas por los dos 
cargos que tienen responsabilidades políticas, es decir, la señora Ministra y el señor Subsecretario. "Termina" 
quiere decir que si hay que tomar una decisión en un sentido o en otro, por ejemplo, en el área de recursos 
financieros, la responsabilidad la asumen la señora Ministra y el Subsecretario. Hay capacidad para tomarlas, 


pero hay cuestiones que dependen de decisiones y opciones políticas. A veces discutimos cómo se deben 
distribuir los cupos financieros; esperemos que se terminen los cupos y que haya asignación presupuestal y se 
entreguen los créditos todos los meses, porque si no, hay que tomar decisiones políticas para definir a qué 
arma doy recursos y a cuál no. No hablé tan bien de los funcionarios por tener algún compromiso, porque no 
lo tengo, sino porque puedo decir las cosas que siento y quienes me conocen se alarmaron poco por lo que 
dije en su momento. Digo esto porque a veces cada Fuerza tiene su coranzoncito, lo que es natural, por un 
sentido de pertenencia. 


Por lo tanto, en el Presupuesto solicitamos -no seríamos el Ministerio que tendría más- cargos de particular 
confianza que se prevén en el artículo 89: para la Dirección General de Recursos Financieros, para la 
Dirección General de Recursos Humanos y para la Dirección General de Servicios Sociales. Además, 
solicitamos los cargos de Asistente de Sanidad y Asistente Letrado Adjunto, para que asistan a las respectivas 
Direcciones, ya que podrían incorporar un "background" de conocimientos técnicos. 


Asimismo, queremos contar con un Consejero de Institutos de Formación Militar, ya que hay que trabajar 
mucho en la formación militar -puede haber muchas teorías para encaminar la formación en los institutos, 
tanto sea en el liceo o en la escuela-, y un cargo de Subdirector General de Secretaría. Creo que el cargo de 
Director fue previsto en un proyecto recientemente aprobado en el Parlamento. 


En el inciso final se establecen las remuneraciones. 


En la siguiente diapositiva, entre las regularizaciones que pedimos -en este proyecto estamos regularizando 
algunas cosas- está el artículo 90, que establece: "Autorízase a la Unidad Ejecutora 034, 'Dirección General 
de los Servicios de las Fuerzas Armadas', del Programa 07 'Seguridad Social Militar', del Inciso 03 
'Ministerio de Defensa Nacional', a percibir a través de su organismo dependiente, Servicio de Tutela Social 
de las Fuerzas Armadas, recaudaciones por la explotación del Parador Tajes ubicado en el Paraje 'Los 
Cerrillos' [...]". Estamos legalizando lo que se hace. A veces, más vale que el derecho siga la realidad para ir 
ordenando las cosas. 


He terminado mi exposición. 


En todo este proceso de artículos, sobre los que algunos señores legisladores preguntarán, existen otros que 
no fueron tenidos en cuenta en esta etapa y que siguen en proceso de discusión. Enviaremos algunos de ellos 
porque en el Ministerio tenemos algunas ideas de trabajo -para lo cual vamos a necesitar autorización-, 
enmarcados en los objetivos estratégicos que tienen que ver con la posibilidad de llevar adelante algunos 
emprendimientos en el área industrial y productiva. Obviamente hay que contemplarlo para que no sea 
entendido como que existe competencia desleal contra otras áreas de la actividad. Queremos trasmitir que 
estamos analizando un conjunto de iniciativas que tiene que ver con cuestiones propias del área de la 
industria militar que ya se han desarrollado, en las que el país tiene experiencia y los cuadros de las Fuerzas 
Armadas también, relativas a la industria de la vestimenta militar, al software y con proyectos que se están 
conversando con la industria del blindaje militar, con áreas de explosivos y con un montón de áreas que 
desde este Ministerio y desde las Fuerzas se realizan y que se han ido mejorando de manera sustantiva en 
materia de eficiencia y de generación de productos con niveles de competitividad. 


Es un tema acerca del que estamos discutiendo; sé que es preocupación de algunos señores legisladores, de 
las Fuerzas y también del Ministerio. Esperamos poder traer al Parlamento los emprendimientos que se 
puedan desarrollar, para discutirlo con los legisladores. No tenemos intenciones de competir deslealmente 
con la industria privada, pero sí tenemos la suficiente confianza como para que desde el Ministerio se puedan 
desarrollar procesos productivos que aporten a la generación de producto bruto nacional y también a la 
redistribución interna y de recursos para el financiamiento de estas áreas; ya mucho de su financiamiento 
surge de recursos de afectación especial y de bienes que se producen. Lo digo porque sé que es un tema que 
ha sido planteado, pero quiero que tengan la mayor confianza de que es una de las preocupaciones que tienen 
algunos señores legisladores y las Fuerzas, así como también el Ministerio. 


Estoy a la orden para intercambiar ideas; pertenezco a esta Casa. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Vamos a hacer algunas consideraciones generales respecto al 
documento, a la propuesta presupuestal que ha hecho el Ministerio, pero voy a conceder una 


interrupción que me ha solicitado el señor Diputado García Pintos con motivo de que debe abandonar 
el recinto para integrarse a otra Comisión. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- El señor Ministro del Interior está en la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración a solicitud nuestra, por lo que me están esperando. 
Pero no quería dejar pasar la oportunidad para decir que este es un Presupuesto -no por voluntad de 
las autoridades del Ministerio de Defensa Nacional- duro, que golpea duramente a las Fuerzas 
Armadas en los tres rubros; no había visto un Presupuesto que las dejara tan de lado. 


Desde 1985 a la fecha, la participación de las Fuerzas Armadas que el señor Subsecretario mostró en la 
pantalla es una realidad. En la torta del Presupuesto Nacional, esa participación en el producto bruto interno 
ha ido cayendo de manera formidable. Ningún otro Inciso de la Administración ha hecho el esfuerzo 
económico y presupuestal para seguir funcionando con la eficiencia y la profesionalización, como lo han 
hecho las Fuerzas Armadas, a pesar de todos los obstáculos en materia presupuestal, siendo lógicamente el 
núcleo más duro de estos veinte años. 


Nosotros hemos presentado once artículos aditivos que espero reciban apoyo, y como el señor Subsecretario 
dijo con honestidad intelectual que venía con la información del articulado que inicialmente presentó el 
Ministerio de Defensa Nacional al equipo económico, del orden de los ochenta o setenta y nueve, nosotros 
estamos para apoyarlo y vamos a hacer lo posible para tratar de sacar todo lo que se pueda de aquellos que, 
lógicamente, no tengan iniciativa del Poder Ejecutivo y no representen gasto alguno. 


Esperamos que nuestra aspiración se pueda cumplir, repito, en cuanto a aquellas disposiciones que no 
representan gastos y que, por lo tanto, no requieren iniciativa del Poder Ejecutivo. No solamente se trata de 
esos once artículos aditivos que hemos presentado, sino de todos aquellos a los que hizo referencia con 
honestidad intelectual el señor Subsecretario. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Como habíamos dicho, vamos a hacer algunas consideraciones 
generales con relación al Presupuesto del Ministerio de Defensa Nacional, además de dos 
puntualizaciones, a cuenta de las que otros compañeros harán, porque no queremos hablar nosotros de 
todos los temas. 


Estamos ante un modesto Presupuesto -creo que el Subsecretario coincidirá conmigo porque, considerando lo 
que el Ministerio de Defensa Nacional trató de llevar ante la Secretaría de Economía y Finanzas, las 
restricciones han sido importantes- que, salvo la creación de los cargos de confianza, no contiene ninguna 
propuesta removedora para la interna de las Fuerzas Armadas ni del Ministerio. Esa es la tónica de casi todo 
el Presupuesto; en líneas generales, esto es lo mismo que hemos visto en las demás áreas del Presupuesto. 
Pero, desde nuestro punto de vista, esto acarreará problemas que, sin duda, afectarán el funcionamiento 
interno de las Fuerzas Armadas. 


Voy a hablar solo de un área, a cuenta de extenderme en otra oportunidad. Me referiré a la Fuerza Aérea, que 
es un caso típico. En esta órbita estamos ante una situación que, a nuestro juicio, traerá problemas 
importantes, severos, en el adiestramiento de los efectivos y en la capacidad de funcionamiento de la 
mencionada Fuerza. Estamos hablando de que en un futuro no muy lejano tendremos pilotos que no van a 
volar. La Fuerza Aérea uruguaya se va a enfrentar a la situación de que tendrá pilotos sin entrenamiento, con 
una cantidad de horas de vuelo mínima en comparación con las que se necesitan. Tendremos una generación 
de nuevos pilotos que terminará su entrenamiento e irá a Durazno a esperar, a vivir una vida que no es la que 
eligieron cuando optaron por la carrera militar, con todo el desestímulo que ello implica y con todos los 
problemas que trae para la Fuerza Aérea las condiciones económicas a las que se la somete. 


Pongo este ejemplo -podría referirme a otras áreas del Ministerio- porque lo considero importante ya que, si 
las cosas siguen así, la Fuerza Aérea tendrá severos problemas de mantenimiento de la flota que, sin duda, 
tendrá como consecuencia afectaciones muy severas. 


Dije que solo daría algunos pantallazos y voy a cumplir con mi palabra. 


La justificación del señor Subsecretario acerca de la creación de los cargos de confianza puede tener una 
explicación hacia adentro de su Ministerio pero, en definitiva, responde a una política que este Gobierno 
lleva adelante en ese sentido. Este Presupuesto supone un aumento del 30% de los cargos de confianza en el 
Estado; hay una estrategia para crear cargos de confianza donde no los había, y esto impacta también en el 
Ministerio de Defensa Nacional. No se trata de una cuestión coyuntural ni de una necesidad especial de este 
Ministerio, que tenía solo funcionarios militares porque el sistema político no integraba civiles ni políticos. 
Esto responde a una estrategia global del actual Gobierno de incrementar los cargos de confianza. Lo hemos 
estudiado; se aumenta el 30% de los cargos de confianza. Vamos a llegar a tener casi 180 cargos de 
confianza, con salarios del orden de los US$ 14.000 anuales. Entonces, la lectura que tenemos que hacer de 
los cargos de confianza que nos trae el Ministerio, es a la luz de un panorama general, de una estrategia 
creciente de politización y de partidización de las estructuras del Estado, que generará una cantidad de 
estamentos políticos nuevos, mucho mayores que los que ha tenido el Estado. Creo que al señalar que hay un 
aumento del 30% de los cargos de confianza damos muestra cabal del objetivo que se persigue. 


No compartimos esta creación de cargos de confianza; nos parece que, con los funcionarios de carrera, el 
Ministerio de Defensa Nacional perfectamente puede desenvolverse. Además, como dijo el propio señor 
Subsecretario, es un organismo muy profesionalizado. Precisamente ese es el objetivo del que tantas veces se 
habló: se trata de que los organismos tengan funcionarios técnicos, con fuerte entrenamiento para la tarea que 
cumplen. Y si en algún lugar se da esto es, precisamente, en el Ministerio de Defensa Nacional. Entonces, no 
entendemos por qué se incorpora esta importantísima cantidad de cargos de confianza, cuyos titulares, 
obviamente, serán de carácter político y designados por la señora Ministra, como ocurre con cualquier cargo 
de confianza. Esto supone la posibilidad de incorporar agentes partidarios, en este caso, también a la gestión 
del Ministerio de Defensa Nacional. 


El Partido Nacional ha presentado 12 aditivos, a cuenta de otros que propondremos en el futuro. 
Solicitaremos al señor Subsecretario que nos dé alguna opinión al respecto, para ver qué posibilidades 
tenemos de convencer a la bancada de Gobierno de que los haga suyos y podamos incorporarlos al 
Presupuesto. 


SEÑOR GARCÍA.- También seré muy breve, para dar tiempo a que el señor Subsecretario pueda 
contestar algunas preguntas acerca del articulado. 


Estoy de acuerdo con lo que acaba de expresar el señor Diputado José Carlos Cardoso, y me interesa agregar 
algo que hablamos con el doctor Bayardi hace un tiempo, acerca de la necesidad que planteó el Poder 
Ejecutivo -y hoy repitió el señor Subsecretario-, de contar con una ley de defensa nacional. Esto, que 
supondría una modificación de las Cartas Orgánicas de las Fuerzas, queda un poco por el camino, en virtud 
del articulado que se mandó en este Presupuesto. Va a ser difícil iniciar un debate acerca de una nueva ley de 
defensa nacional con un Presupuesto quinquenal en el que -como decía recién nuestro compañero- lo único 
"destacable" -entre comillas- es la creación de estos siete cargos políticos de particular confianza. 


La realidad actual es bien conocida por el Ministerio; hablamos de unas Fuerzas Armadas que tienen 
carencias que las ponen al límite del cumplimiento más modesto de sus funciones. Lo decía recién el señor 
Diputado Cardoso con respecto a la Fuerza Aérea: su operatividad actual es la cuarta parte de la que pueden 
desplegar en materia de navegación aérea. Repito: el plantel de aeronaves de la Fuerza Aérea está 
desarrollando apenas un 25% de su capacidad de vuelo. 


Voy a compartir con ustedes un material que nos proporcionaron en el Comando, cuando asistimos con la 
Comisión de Defensa Nacional hace un par de meses; es bien gráfico en cuanto a la situación y a las 
consecuencias de la carencia de operativa. El Comandante de la Fuerza Aérea, con su Estado Mayor, nos 
marcaba algo que es muy importante tener en cuenta. Nos decía que el nivel óptimo de entrenamiento por 
año es de 24.000 horas de vuelo; el nivel adecuado está en el entorno de las 17.000 horas de vuelo, y el que 
actualmente se registra ronda las 8.500 horas de vuelo. Y hay que tener en cuenta que eso es lo que se 
consolida en este Presupuesto; con esta propuesta que acaba de enviar el Poder Ejecutivo no van a aumentar 
las horas de vuelo. 


Quiero destacar otro aspecto que hay que considerar en este tipo de instancias, para que no aparezcan luego, 
cuando desgraciadamente suceden los eventos a los que me voy a referir. En la gráfica que les estoy 
mostrando se vincula la caída de las horas de vuelo con el aumento de la accidentalidad en la Fuerza Aérea. 


El área que aparece en rojo representa la cantidad de accidentes y de muertes en accidentes de aeronaves; 
pueden apreciar cómo los valles de la gráfica coinciden directamente con el aumento de la accidentalidad y 
de muertes de efectivos de la Fuerza Aérea. Los picos se produjeron en 1993 y 1994; en 2003 y 2004 también 
se registra una caída, vinculada con la crisis de 2002. 


Este Presupuesto enviado por el Poder Ejecutivo no mejora la realidad de la Fuerza Aérea, de la que hay que 
ser conscientes. Tenemos una Fuerza Aérea que no vuela, una Marina que no navega y un Ejército que, en 
diez días, no tendrá más dinero para alimentar a sus efectivos. Precisamente, una de las preguntas que 
queríamos formular al señor Subsecretario no tiene que ver con el articulado, sino con esto último. ¿Cómo se 
piensa resolver esta situación que se planteará a partir del 1” de octubre, que fue señalada a la Comisión de 
Defensa Nacional por el Comando del Ejército? Como decía el señor Diputado José Carlos Cardoso, vamos a 
presentar una serie de iniciativas que tienen costo cero, pero que están en la línea de ayudar al Gobierno y 
van a facilitar el encuentro de soluciones en un presupuesto restrictivo, para que se generen ingresos 
genuinos en las Fuerzas que emanen de la utilización de su capacidad ociosa, y de la inteligencia que pueden 
dar. Al mismo tiempo, esto permitiría agregar profesionalidad al desempeño de sus misiones en cuanto a la 
capacidad de procurar emprendimientos de economía mixta, para poder elaborar raciones para las misiones 
de paz que puedan venderse. Estas cosas no hacen al gasto, pero sí a los ingresos genuinos y podrían 
alivianar la situación planteada en el caso de las Fuerzas. 


Respecto al artículo que prevé la creación de los cargos, queremos preguntar cuál es la situación actual en el 
desempeño de estas funciones. Estos cargos que se está planteando crear, ¿quién los desempeña actualmente 
y en qué condiciones? 


Además, quiero dejar planteada otra inquietud respecto a la creación del cargo de Subdirector de Secretaría; 
el proyecto que ley que tuvo media sanción en el Senado, que es la instancia que ahora está planteada, lo que 
hace es quitar la preceptividad en cuanto a que sea militar. Sin embargo, el cargo está creado por el 

artículo 101 de la Ley N? 16.736. Lo que hace el proyecto de ley que envió el Poder Ejecutivo es quitar - 
reitero- la obligatoriedad de que sea militar. ¿Cómo se interpreta esa voluntad del Poder Ejecutivo, 
manifestada en el proyecto de ley con esta inclusión en la ley presupuestal? 


Por último, quisiera preguntar cuál es el peso que tiene la Secretaría del Ministerio con relación a las tres 
Armas, en lo que tiene que ver con el Inciso. Todos sabemos que allí hay un volumen muy importante y 
según los últimos datos que tenemos, el peso de la Secretaría ronda entre el 10% y el 12%, un porcentaje 
similar al que, por ejemplo, tiene la Fuerza Aérea. Queremos saber cómo quedaría esto planteado en el 
Mensaje Presupuestal del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GANDINLI.- En primer lugar, queremos dar la bienvenida a las jerarquías del Ministerio de 
Defensa Nacional. 


Quisiera hacer algunos comentarios. En un tramo de su exposición, el Subsecretario nos mostraba cómo 
evolucionaron los montos destinados a la inversión para esa Cartera. En columnas de color azul nos indicaba 
la involución de lo proyectado desde el año 2000 hacia acá, en una caída que apenas repunta desde un piso 
muy bajo hacia el año 2009. Luego, como para equilibrar un poco, en las columnas amarillas nos muestra que 
se parecía mucho la ejecución real en el rubro de inversiones del Ministerio con lo proyectado. La verdad es 
que eso surge de comparar lo que no es comparable. 


Está claro que el Gobierno pasado se propuso un monto de inversiones con el que no pudo cumplir, por los 
topes que luego debió imponer. Pero este Gobierno se propone un monto de inversión que ya parte de los 
topes de ejecución del Gobierno pasado, y no podemos comparar lo proyectado con lo ejecutado. Tenemos 
claro que este Gobierno, para mantener la inversión que efectivamente ejecutó el anterior, tendrá que poder 
cumplir con todo lo proyectado. En nuestra evaluación eso parece de difícil concreción, en tanto por una 
norma que el Ministro de Economía y Finanzas denomina de buena administración -visión que compartimos- 
pero que también es una norma precautoria, el artículo 32 incorpora con carácter general al Ministerio de 
Defensa Nacional, entre los que son pasibles de tener topes, los gastos de funcionamiento y de inversión, en 
tanto la proyección de ingresos que el Gobierno hace no coincida con lo recaudado efectivamente. Es decir 
que habrá lo que se dispone que haya, en tanto se recaude lo que se supone que se logrará. 


Entonces, lo máximo que este Ministerio tiene para inversión es lo poco que ejecutó el anterior y veremos si 
puede con eso. Me parece muy preocupante, pero más aún me inquieta la incorporación tardía y correctiva 
del último Consejo de Ministros, que incorpora el artículo 388 -uno de los artículos finales en la Sección 8 de 
"Disposiciones Varias"-, donde se establece que el Poder Ejecutivo está facultado a abatir créditos de 
inversión de todos los planillados anexos del Inciso 02 al 15, en los que está incluido el Ministerio de 
Defensa Nacional, para destinar hasta un 6,5% de lo previsto para inversión en todos esos organismos, a la 
Administración Nacional de Educación Pública y a la Universidad. 


En las columnas celestes que graficaban el monto que el planillado prevé para inversiones en el Ministerio de 
Defensa Nacional, ¿está abatido el 6,5% o hay que prever que para arrimarse al 4,5% del PBI a la enseñanza 
también se va a abatir otro 6,5% en esas ya bastante achicadas columnas de proyectados de inversión? Yo 
creo que debe ser así y, por lo tanto, hay que prever todavía menos. 


Quiere decir que, desde el punto de vista de las cifras, es bastante objetivo que este es un Presupuesto que 
contiene bastante poco en materia de inversión. Y no hablamos en materia salarial porque lo que está previsto 
es la recuperación general que el Poder Ejecutivo envía en su proyecto en el artículo 365. Tampoco estoy 
seguro y por eso lo quiero preguntar. 


En el artículo 365 están incorporadas las partidas destinadas a recuperación salarial, con la excepción del 
Poder Judicial. Por lo tanto, debo suponer que debería estar incorporado el Ministerio de Defensa Nacional. 
Sin embargo, estas partidas están sujetas a la negociación que lleva adelante el Poder Ejecutivo con los 
funcionarios del Estado, quienes en oportunidad de discutir la Rendición de Cuentas nos han hecho conocer 


el convenio al que llegaron con el Poder Ejecutivo, en el que se excluyen explícitamente los escalafones K y 
L, 


Entonces, nos gustaría saber si los escalafones K y L van a quedar comprendidos según esta disposición -que 
aparentemente, al no excluirlos, los incluye— porque las delegaciones sindicales nos hicieron saber otra 
cosa. Asimismo, el Gobierno firmó otra cosa. Queremos saber si se entiende que los escalafones K y L están 
comprendidos en esta recuperación salarial que se prevé será de un 16%, promedialmente, a lo largo del 
quinquenio, para los funcionarios del Estado. 


Respecto a otras consideraciones y, en el mismo tono coloquial que el señor Subsecretario utilizó en su 
intervención, diría que el Ministerio ha tenido una enorme capacidad de síntesis para poder incorporar en 
estos cinco artículos todo lo que nos dijo hace un momento. Muchas de las cosas que expresó no están en este 
modesto articulado. De hecho, quisiera decir que este articulado sí contempla una fuerte intervención del 
poder político en la profesionalidad militar. El Ministerio de Defensa Nacional no puede ser un 
compartimento estanco. Por el contrario, está sujeto a la autoridad política -así debe ser- pero tiene una 
particularidad y una profesionalidad que debemos comprender y respetar. En la medida en que no se 
contemplan en este Presupuesto muchos de los artículos que cada una de las Fuerzas hizo llegar al Ministerio 
-que este Ministerio respaldó en muchos de los casos y que no fueron contemplados por el Ministerio de 
Economía y Finanzas, a pesar de no tener costos- y que sí fueron contempladas las aspiraciones del poder 
político de incorporar a la jerarquía administrativa del Ministerio, funcionarios de particular confianza del 
Partido político que Gobierna en ese momento, hay una manera de intervenir en la gestión que hasta ahora 
nosotros entendíamos que debía ser lo más profesional posible. Hay una preocupación por incorporar cargos 
de particular confianza. De hecho, comentábamos hace un momento con el señor Diputado José Carlos 
Cardoso que en Presupuestos anteriores se eliminó en toda la Administración -y me atrevo a decir que con el 
voto de todos los partidos- el cargo de Subdirector General de Secretaría; en este se crea. Pero se da el 
amontonamiento de la pretensión, en tanto vino por una ley aparte, que está en el Senado, la creación del 
cargo de Director General, a la que se incorporó la creación del cargo de Subdirector General -que también 
vino acá- como si hubiera un apuro para meterlo por varios lados, para que si no sale por uno salga por otro, 
y así hacer llegar allí a personas vinculadas al Partido político de Gobierno, más que a la comprensión del 
modo militar, que debe expresarse en la jerarquía civil, que es la última que decide. 


Y este es el artículo principal. Crea siete cargos de particular confianza, que pueden ser civiles o militares. 
Pero como van a ser elegidos por particular confianza, prefiero que sean civiles. Esos civiles de particular 
confianza política van a manejar los recursos financieros, los recursos humanos -que son militares-, los 
servicios sociales, un consejero de institutos de formación militar. La verdad, yo estoy lejos de esta visión 
que el actual Gobierno tiene de cómo gestionar el Ministerio de Defensa Nacional. Por otra parte, esta, que es 


la principal preocupación, deja fuera a otras que van obligando a las Fuerzas Armadas a transformarse en una 
Fuerza que hace cada vez menos lo que debe hacer y cada vez más aquello que tiene que hacer para obtener 
ingresos y cumplir con su función esencial, que es básicamente social, de tutela al personal. Me refiero a 
generar recursos propios, utilizando la formación y la capacitación que dan los institutos de formación 
militar; el disciplinamiento, el orden, la jerarquización del mando que permite establecer suerte de empresas 
con el objetivo de obtener recursos para volcar a fines que no son los propios de la Fuerza. O, de última, para 
el funcionamiento mínimo profesional. Entonces, tenemos que ir acostumbrándonos a ver unas Fuerzas 
Armadas que van a producir para obtener recursos y de esa manera tapar las caries que el sistema deja afuera 
y no le permiten funcionar. Veremos unas Fuerzas Armadas cada vez menos profesionales en todo sentido. A 
lo mejor hay oficiales militares que van a ser buenos empresarios -y no sé si malos militares-, 
imprescindibles dentro de la Fuerza, para gerenciar el ingreso de recursos indispensables para que otros 
militares puedan hacer su tarea de militar. Eso, sumado a la intervención fuerte del poder civil a través del 
Partido político que Gobierna, porque quienes van a ocupar estos cargos son de particular confianza, nos 
merece reparos de contenidos. 


Hemos presentado una docena de aditivos y compartimos muchos de los que presentaron días atrás colegas 
de la Comisión; seguramente van a resultar familiares al señor Subsecretario porque no tenemos la 
creatividad necesaria para hacerlos sin que se nos haya informado debidamente. No escapará a nadie que 
muchos de estos artículos tienen que ver con aspiraciones profesionales de las propias Fuerzas, que no han 
pasado el Rubicón del Ministerio de Economía y Finanzas, pero que en muchos casos parecen tener la lógica 
de ser sin costo, de buena gestión, de buena administración. Nos gustaría escuchar la opinión al respecto; 
sabemos que puede ser difícil darla hoy, pero la Comisión tiene todavía veinticuatro días para aprobar este 
proyecto en el plenario y para ir recibiendo mensajes. No hemos recibido el Mensaje Complementario -ayer 
venció el plazo constitucional para que ello- y no se nos dio ninguna señal al respecto, aunque tenemos la 
enorme esperanza de que esta iniciativa llegue en la instancia del Senado, donde también habrá veinte días a 
partir del 15 de octubre. Allí el Poder Ejecutivo podrá dar iniciativa a alguno de los artículos que estamos 
presentando -tal vez si afinan el lápiz los necesiten- y también a otros que pueden requerir financiamiento. En 
tal sentido, se requerirá iniciativa del Poder Ejecutivo para poder dar a este Ministerio una apoyatura mejor, y 
al señor Subsecretario otras herramientas para que tenga una feliz gestión al frente de una institución tan 
importante en nuestro país como las Fuerzas Armadas. 


(Ocupa la Presidencia el señor Diputado Casaretto) 


SEÑOR OLANO LLANO.- Antes que nada quiero saludar al señor Subsecretario y demás autoridades 
que nos están visitando en la mañana de hoy. Voy a hacer unos comentarios a fin de compartir con ellos 
algunas preocupaciones que tenemos, con respecto a la situación de las Fuerzas Armadas, a su rol, a su 
probable reestructura y a cómo puede incidir este Presupuesto en las cosas que mencionábamos 
anteriormente. 


Voy a leer la presentación que hizo el Comando General del Ejército a los integrantes de la Comisión de 
Defensa Nacional de esta Cámara, que me parece imprescindible para poder analizar algunos puntos. Se dijo 
allí que el 50% de los hogares del personal subalterno está en situación de pobreza, que el 22% vive en la 
pobreza extrema o la indigencia, que el 20% de los hogares no pobres tiene posibilidad de ingresar en riesgo 
de pobreza, que el 8% de los pobres está en situación de riesgo de indigencia y que el 22% de los hijos del 
personal subalterno ha desertado del sistema educativo formal. 


La estructura familiar del Arma está compuesta por 14.000 hogares, de los cuales el 32% son propietarios, el 
44% son inquilinos, el 10% comparte la vivienda y otro 10% reside en asentamientos. 


Acá hay otro dato preocupante. El 34% de los hogares del personal superior están cercanos a ingresar en la 
zona de riesgo. 


También se dijo que de continuar esta situación se verán afectadas la alimentación, el equipamiento de las 
tropas, el mantenimiento en condiciones operacionales del material militar, el mantenimiento institucional y 
la disponibilidad operacional de la fuerza. La no entrega de recursos imposibilitará la actuación de los 
sistemas militares de movilidad y combate, generará restricciones en el reclutamiento y la retención del 
personal y producirá un resentimiento significativo de la calidad de los recursos humanos disponibles. 


El teniente general Ángel Bertolotti advirtió a los Diputados que de aquí a fin de año necesita US$ 1:000.000 
para la alimentación de la tropa y solo tiene en caja US$ 1.000. Las partidas son para comprar aceite, arroz, 
azúcar, carne, pollo, pescado, leche en polvo y víveres secos. Actualmente, según el informe, el déficit 
alimentario es de alrededor de un 20% por debajo de lo disponible por día. 


Estas cifras son espeluznantes. 


Es como si uno tuviera un "Volkswagen Gol" y al 20 de cada mes no tuviera dinero para la nafta. Tiene dos 
posibilidades: o lo vende y se compra un "Tico", lo reforma o se consigue un trabajo que le permita obtener 
los recursos suficientes. 


La información del señor Diputado García sobre la alimentación es preocupante y lo es también el hecho de 
que las licencias que hoy tienen en estas vacaciones de primavera, no sé si la totalidad pero sí parte de las 
Fuerzas Armadas, pudieran estar vinculadas con la carencia de alimentos; ya contábamos con esos datos. 


Más allá de que tal vez no sea el fin de esta discusión conversar sobre la idea que este Gobierno tiene sobre 
las Fuerzas Armadas que debe tener el Uruguay, a mí me interesa mucho saber cuál es el proyecto que se 
tiene. Uno tiene la impresión que de continuar esta situación, de la que no se está responsabilizando a este 
Gobierno, sino que se están compartiendo las preocupaciones, se produce una reestructura de las Fuerzas 
Armadas de la peor forma: por el agotamiento y el ahorcamiento. 


Creemos que este tipo de situaciones ponen a las Fuerzas Armadas en la imposibilidad de cumplir la función 
para la cual todos las queremos. 


Además, la situación que vive fundamentalmente el personal subalterno nos preocupa, de igual manera que 
nos preocupa la de otros sectores de la población. 


Asimismo, todo lo que se lleve adelante con las Fuerzas Armadas coadyuva a la pacificación nacional y a que 
todos nos sintamos partícipes de un mismo Uruguay. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Días pasados, como integrantes de la Comisión de Defensa Nacional, 
concurrimos al Comando del Ejército y nos sensibilizamos ante el planteo del Arma, formulado por el 
General Bertolotti y los coroneles que explicaron la situación. Obviamente, es una situación de 
degradación desde el punto de vista financiero que, como dijo el señor Subsecretario, se arrastra de 
1985 a esta parte, en el marco de un Presupuesto vigente del anterior Gobierno y con participación en 
el Poder Ejecutivo de los dos partidos tradicionales. Entonces, evidentemente, debemos mirar las 
cuentas hacia atrás porque produjeron esta situación de aparente inequidad y también los accidentes 
planteados por el señor Diputado preopinante en la Fuerza Aérea por falta de adiestramiento, de 
preparación y de mantenimiento. 


Creemos que debemos ser justos y realistas. Asimismo, tenemos que inscribir esta situación en lo que es el 
estado general del país, con un millón de pobres, con cien mil personas por debajo de la línea de indigencia, 
entre las que se encuentran militares, integrantes de este Ejército Nacional, de la Fuerza Aérea y de la 
Marina. 


Por lo tanto, las cosas por su nombre y las responsabilidades a quienes correspondan. 


Pensamos que este Gobierno y este Presupuesto será el inicio de una situación de mayor equidad para la 
población general de nuestro país y también para este sector, como integrante fundamental de él. 


Con este Presupuesto Nacional estamos dando inicio a nuevas políticas y a nuevas formas de acción. 
Obviamente, lo político no se va a meter de una forma tan particular en la administración del Estado. 
Creemos que ese 30% mencionado por el señor Diputado preopinante, en cuanto a aumentar los cargos de 
particular confianza, no tiene nada que ver con la politización de los estamentos del Estado que ha vivido este 
país y que ha determinado que los propios Diputados fueran gestores de una Administración Pública 
politizada hasta la médula. Eso sí es politización. Queremos que los funcionarios públicos sean servidores del 
Estado y este proyecto de Presupuesto marcha en esa dirección. Ese 30% poco dice en cuanto al concepto 


anteriormente mencionado. Creemos que debemos ser respetuosos de un presupuesto serio, austero y que es 
expresión financiera de un programa de Gobierno que se echará a andar de aquí en adelante. 


SEÑOR GANDINI.- No voy a entrar en la polémica. Solo voy a recordar que la última persona que 
renunció para no ser destituida fue el doctor Bonilla, de la Intendencia Municipal de Montevideo, por 
gestionar de forma particular terrenos municipales en favor propio y de terceros. 


Quería dejar esta constancia y recordar lo más fresco que tenemos en cuanto a politización de los organismos 
del Estado. 


(Interrupciones.- Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido a los señores Diputados que se ciñan al tema y no se incluyan aspectos 
que no tienen nada que ver con esta discusión. 


SEÑOR OLANO LLANO.- No sé si le quedó claro al señor Subsecretario, que es a quien más me 
importa que lo tenga claro, qué quería decir. Yo no estaba llamando a responsabilidades a nadie de lo 
que pasó ayer o anteayer; simplemente, estaba expresando mi preocupación por esta situación y 
preguntando a quien es el responsable de aquí en adelante, si tiene pensado cómo va a gestionarse esto 
tan importante que son las Fuerzas Armadas para que, con este Presupuesto, se revierta esta situación. 


Pido al colega que me disculpe si no le contesto; me parece que no es el objeto de esta reunión entrar en 
polémicas que pueden llevar mucho tiempo. Lo que quiero es compartir mi preocupación por lo que me 
parece muy importante, que son las Fuerzas Armadas; cada cual sabe qué Fuerzas Armadas quiere para su 
país. 


Quisiera saber, a los ojos del señor Subsecretario de Defensa Nacional, qué significado tiene lo establecido 
en el artículo 56 en cuanto a la nueva estructura que se da a los servicios de inteligencia, en un vínculo 
diferente con la Presidencia de la República. Más allá de que esto no está entre los cinco artículos que él 
envió, creo que hace a este tema. Me importa mucho saber si esto mejora o empeora las posibilidades de 
otros sectores políticos en cuanto a tener control sobre este tema. En ese sentido, me interesa saber si el señor 
Subsecretario cree que, al depender más directamente de la Presidencia de la República -el Presidente no 
puede ser interpelado-, esto puede empeorar la probabilidad de que el Parlamento obtenga información 
acerca de los servicios de inteligencia situación que, a mi entender, implica una disminución de los controles 
políticos lo que algún día puede terminar en que estos servicios de inteligencia no actúen al servicio del país, 
sino de quien le toque estar en el Gobierno en ese momento. 


También me gustaría conocer la opinión del señor Subsecretario acerca de algo que se establece en el 
artículo 57 y que tiene que ver con la Casa Militar. El artículo 57 establece: "Créase el Servicio de Seguridad 
Presidencial que dependerá directamente de la Prosecretaría de la Presidencia.- Autorízase a la Contaduría 
General de la Nación, a iniciativa de la Presidencia de la República, a transferir a la Unidad Ejecutora 001 
'Servicios de Apoyo de la Presidencia de la República", los créditos presupuestales asignados a la Unidad 
Ejecutora 003 'Casa Militar' de los servicios mencionados". 


Quisiéramos saber qué significación tiene este artículo a los ojos de alguien que naturalmente conoce más 
que nosotros, no solo el tema militar, sino el tema de Gobierno en general, porque tiene mucha más 
experiencia. No sabemos si este artículo representa la desaparición de la Casa Militar, si esta dependencia de 
la Prosecretaría de la Presidencia de la República quiere decir que el General que está a cargo de la Casa 
Militar, en vez de depender del Ministerio de Defensa Nacional pasará a depender de un civil, como el 
Prosecretario de la Presidencia de la República. 


Finalmente quiero hacer una pequeña acotación acerca del artículo 86, que establece: "Transfiérase en todas 
las unidades ejecutoras del Inciso 03 'Ministerio de Defensa Nacional' los créditos del Objeto del Gasto 
234.002 con los que se abona al personal subalterno del Escalafón 'K"", por lo que me informaron, son los 
soldados combatientes, "y al personal civil equiparado a dicha categoría, una partida que varía según la 
constitución del núcleo familiar, al Grupo 0 'Retribuciones Personales', Objeto del Gasto 'Prima Solidaria 
Familiar", la que tendrá carácter de beneficio social". 


Quiero expresar al señor Subsecretario que me parece que cada cual tiene que ganar el salario que se merece 
y que le permita cubrir sus necesidades básicas. Si esto es lo que me imagino, una especie de ayuda a quien 
tiene una situación familiar difícil, es necesario expresar que quiero para los uruguayos el trabajo que 
necesitan y el salario justo, que es lo que todos queremos. Pero no me parece adecuado, hasta moralmente, 
esto de hurgar en la situación familiar de cada uno, con lo difícil que es ser justos en estas cosas, ni que 
reciban de parte del Gobierno una especie de dádiva, de caridad. Creo que esto afecta, inclusive moralmente, 
a quien lo recibe. Esta es mi opinión que, naturalmente, podrá ser discutible, pero la expreso con modestia y 
con respeto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa que a las 17 y 30 será recibido por esta Comisión el señor 
Secretario de la Presidencia de la República, quien va a tratar determinados artículos, entre los que 
hay algunos acerca de los que se formularon preguntas. 


SEÑOR POSADA.- Saludamos al señor Subsecretario de Defensa Nacional y a la delegación de 
asesores que lo acompaña. Nos parece bien importante que en el ámbito del Parlamento los temas que 
hacen a la defensa nacional sean motivo de reflexión, especialmente si tenemos en cuenta que la 
defensa nacional es una cuestión de Estado. Creo que sobre eso no puede haber ningún tipo de 
discusión. Y por cierto que para que el rol de la defensa nacional pueda ser efectivamente cumplido, la 
instancia presupuestal es fundamental para realizar las reflexiones correspondientes y para analizar si 
las funciones que tiene asignadas el Ministerio de Defensa Nacional, como conductor de todas las 
políticas en materia de defensa, pueden ser efectivamente cumplidas, a la luz de los recursos que se le 
asignan. 


En la presentación que ha realizado el señor Subsecretario se advierte una notoria caída de los recursos 
asignados al Ministerio de Defensa Nacional en el Presupuesto Nacional. Quizás alguien pueda decir que el 
punto de partida en 1985 tuvo una cierta sobredimensión del gasto, en función de lo que supuso el período de 
dictadura en el país, pero lo cierto es que la reflexión en cuanto a los recursos asignados debería hacerse hoy 
en función de los cometidos asignados a cada una de las Fuerzas y de la posibilidad de que puedan ser 
cumplidos. Aquí se hacía referencia a las dificultades existentes a nivel del Ejército Nacional para cumplir 
con los gastos de funcionamiento para el mantenimiento de los efectivos y de las que tiene la Fuerza Aérea. 


El señor Subsecretario nos decía muy sinceramente que a nivel del propio Ministerio, cuando se plantea todo 
el tema referente a la formulación del Presupuesto, se hizo el ejercicio de partir de un presupuesto base cero 
para lo relativo a las inversiones. En realidad, todas las Fuerzas hicieron una reflexión en el sentido de 
establecer aquellos aspectos que en materia de inversión aparecen como los fundamentales para que se 
cumplan esos cometidos. Queremos que el señor Subsecretario haga una reflexión en función de lo que se fija 
como criterio por parte del Ministerio de Economía y Finanzas a la hora de establecer las inversiones para el 
Ministerio de Defensa Nacional, que son aproximadamente de $ 1.000:000.000 menos de lo que se había 
planteado. Inclusive, si analizamos las cifras de 2007, aparecía una de $ 1.800:000.000, por lo cual en el año 
siguiente estaríamos hablando de unos $ 1.500:000.000 por debajo de lo que se estimaba por parte del 
Ministerio de Defensa Nacional, que era lo necesario para el cumplimiento de los cometidos. 


Quisiéramos saber, de acuerdo con la visión del señor Subsecretario, cómo afecta el cumplimiento de los 
roles que tiene planteados el Ministerio de Defensa Nacional en el desarrollo de las políticas a las cuales se 
les ha efectuado este recorte tan importante que hay en materia de inversiones que, como bien se señalaba, 
vienen siendo postergadas como consecuencia de la crisis, fundamentalmente a partir de 2001 y de 2002, que 
es cuando se generan los topes de gastos más importantes. 


Esta es la reflexión que queremos que haga el señor Subsecretario. 


SEÑOR GAMOU.- Creo que acá se reflejaba bien la situación en la cual se encuentra el país. Si 
pudiéramos hacer un balance, diríamos que cuando nos hicimos cargo del país el 1” de marzo, nos 
encontramos con una situación social muy complicada. Estamos hablando de que hay 1:000.000 de 
pobres y 100.000 indigentes; por lo tanto, sería extraño -y yo diría sospechosamente extraño- que un 
país en esa situación tuviera unas Fuerzas Armadas sobredimensionadas, o bien dotadas desde el punto 
de vista económico. Eso, sí, sería sospechoso. 


Sin duda, el Presupuesto que se asigna no es suficiente, como tampoco lo es el que se destina a Salud 
Pública, a los organismos comprendidos en el artículo 220 de la Constitución o a los demás Ministerios. 
También es verdad que nosotros, como generación a la que le toca gobernar el país en esta instancia, no 
podemos continuar fomentando la falta de solidaridad intergeneracional que significa gastar todo lo que 
tenemos y lo que no tenemos, endeudarnos y que después paguen nuestros hijos, nietos y bisnietos. Ese es un 
punto en el que debería existir acuerdo político entre quienes integramos el sistema para que no vuelva a 
suceder. Estamos pagando las consecuencias: una deuda externa de US$ 14.000:000.000, que con intereses se 
va a US$ 18.000:000.000, y que por los próximos treinta y tres años mi hija y mis nietos van a tener que 
pagar, porque yo no creo que llegue a pagar todo lo que debo al exterior. 


Se ha hablado del artículo 86. Quiero poner mucho énfasis en que esto no afecta moralmente a nadie. Lo que 
afecta moralmente a las personas son los actos de deshonestidad, no el hecho de percibir una prima cuando 
está en mala situación. De lo contrario, cuántos uruguayos se sentirían afectados moralmente porque los 
tenemos que ayudar entre todos debido a están viviendo una situación dificil. 


En cuanto a los cargos de confianza, quiero decir que dentro de cinco años, por suerte, en este país va a haber 
elecciones y los uruguayos se van a decir: "El Gobierno que asumió el 1? de marzo de 2005 lo hizo con el 
país en determinada situación, se vio el desarrollo al cabo de los cinco años y ahora quisiéramos saber cómo 
nos entrega el país y cómo cumplió con sus funciones y cometidos". Para eso es menester que aquellos que 
están llamados a ejercer los Ministerios, a tomar decisiones que nos afectan a todos, cuenten con la 
herramienta que les permita desarrollar su labor. No quiero que dentro de cinco años un Ministro me diga: 
"Yo no pude hacer nada porque no tuve personal de confianza; me topé con la burocracia y la mar en coche". 
No; yo quiero gobernantes que me respondan por lo que hicieron. Si nuestra Ministra de Defensa Nacional y 
nuestro Subsecretario me dicen que para poder desarrollar su labor precisan los cargos de confianza que 
figuran en el artículo 89, no me va a temblar la mano a la hora de levantarla, porque en definitiva son ellos 
quienes mejor conocen sus necesidades funcionales y el Parlamento debe confiar en quienes fueron elegidos 
por el señor Presidente de la República -electo por los uruguayos- para desempeñarse en el Ministerio. 


Como bien dijo el señor Presidente, sobre los servicios de inteligencia seguramente esta tarde tendremos 
posibilidad de conversar con alguien que se encuentra a nivel de la Presidencia de la República. Lo que 
pediría es que no entremos en una especie de "persecuta", de que hay una confabulación para generar 
servicios de inteligencia centralizados en el Presidente de la República, a fin de ejercer espionaje sobre 
actores del sistema político porque, afortunadamente, esas épocas ya pasaron. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Uno siempre tiene la tentación de deslizarse 
por lo político al responder. Podría decir que muchas intervenciones, sin personalizar ninguna, 
ayudaron al diagnóstico, que todavía no hemos terminado de hacer, del Ministerio de Defensa Nacional 
que nos dejaron. Como la historia no empieza cuando yo llego al Ministerio ni cuando otros partidos 
que tuvieron responsabilidades pasan a la oposición, deberíamos hacer un análisis continuo que nos 
permitiera sacar conclusiones. Creo que el Presupuesto de las Fuerzas Armadas y del Ministerio de 
Defensa Nacional está golpeado desde hace tiempo. El grado de deterioro al que ha llegado la Fuerza 
Aérea data de hace tiempo y no ha llegado con este Gobierno. La capacidad operativa de la Fuerza no 
se transformó el 1” de marzo, pasando del 100% al 22%. No quiero meterme en ese terreno; cada cual 
asume la responsabilidad de los momentos históricos en los que tuvo que tomar la conducción. Creo 
que esta es la mayor colaboración que puedo hacer a la discusión del Presupuesto en el día de hoy. 


Pienso que la intención de todos es contar con una Fuerza Aérea que esté en operaciones al 100%, con una 
Armada que pueda cumplir todas sus misiones y con un Ejército que pueda estar desplegado y cumpliendo 
las misiones asignadas en el marco de su potencialidad. 


Créanme que yo sé lo que es estar en la oposición; lo estuve durante quince años. Quisiera que se leyera la 
versión taquigráfica correspondiente al Inciso Defensa Nacional, en ocasión de tratarse el anterior 
Presupuesto y las intervenciones que yo hice. No voy a contestar ninguna de las otras cuestiones políticas 
aquí planteadas. 


Entiendo perfectamente lo que dijo el señor Diputado Olano Llano en cuanto a que no adjudica 
responsabilidades. Voy a dejar el tema por acá, no porque la tentación no me lleve a entrar en el intercambio 
del debate político. Lo mejor que puedo hacer es decir que se ha colaborado en el diagnóstico del estado en el 


que encontramos al Ministerio y a las Fuerzas Armadas. Es responsabilidad de todos tratar de revertir esta 
situación. Podría mostrar aquí cómo se ha afectado o cómo ha variado el tema relativo a los suministros y los 
gastos de funcionamiento en el caso particular del Ejército, en el Período 2001-2005, pero estaría dilatando la 
reunión. Si hay que plantearlo, no tenemos inconveniente. 


Quiero señalar que, a los efectos del Ministerio y de las Fuerzas Armadas, este es un presupuesto modesto. 
En el marco de las prioridades asignadas por el Gobierno -seguramente el Ministro de Economía y Finanzas 
y quienes me antecedieron deben haberlo expresado-, estos son los recursos con los que tenemos que 
manejarnos. 


Queremos utilizar las mayores capacidades en la ejecución del Presupuesto para poder operativizar cosas que 
nos permitan ir revirtiendo la situación. 


He tratado de plantear con el mayor nivel de honestidad intelectual lo de las barras, a que se hizo referencia. 
En realidad, esto era para demostrar que a veces votamos presupuestos -yo voté tres anteriormente- que 
tienen poco que ver con la realidad. Esto puede producirse por circunstancias eventualmente ajenas a la 
realidad planteada, como sucedió en el año 2000; es cierto. Pero también por determinadas formas de 
conducir el Presupuesto. Lo que traté de hacer es mostrar los recursos que realmente estaban destinados a 
esto. No puedo probar si la ejecución del futuro será mayor o menor, tampoco si va a haber una crisis y 
terminamos rebajándolos. No lo puedo probar; lo iremos analizando en cada una de las Rendiciones de 
Cuentas, porque el objetivo es que en estas instancias se vayan ajustando -lo debe haber dicho aquí el 
Ministro de Economía y Finanzas; es un compromiso del Gobierno-, de acuerdo con un monitoreo, los 
recursos que se vuelcan a cada uno de los Incisos. 


Cuando se asume la función militar es para poder cumplirla. Al piloto le gusta volar, y yo quiero que le 
salgan alas volando; a los marinos les gusta navegar, y yo quiero que le salgan escamas navegando. Pero no 
es una cuestión de querer, sino de ajustar los recursos que tenemos para que se puedan cumplir las misiones. 
Muchas veces la profesión para el que vuela o para el que está en misiones se ve afectada y tenemos que 
reducir enormemente la capacidad de alistamiento de las tripulaciones, perdiéndose esa posibilidad. El 
informe al que hizo referencia el señor Diputado García me fue presentado personalmente en el Comando 
General de la Fuerza Aérea. O sea que todos estamos hablando con el mayor nivel de información y diciendo 
lo que se puede hacer en función de los recursos que existen. Traté de explicar la distribución del Presupuesto 
en función de los recursos existentes. 


Nosotros vinimos aquí y planteamos los cargos de confianza que necesitábamos. Tengo la lista de cargos de 
confianza de todos los Ministerios y podemos ver que el más grande en cuanto a distribución de presupuesto 
y de recursos humanos es el que tiene menos; estamos por debajo de los otros. Pero analicemos los 
presupuestos votados en anteriores oportunidades. No voy a comparar el 30% en cuanto a creación de cargos 
que se mencionó; solo hemos venido a defender la propuesta del Gobierno para este Ministerio. 
Seguramente, para el proceso de discusión de este tema mi bancada debe estar analizando lo que fue la 
creación de cargos no necesariamente de confianza, sino de alta especialización en los años noventa. Hubo 
cantidad de creación de cargos en anteriores presupuestos. Los espejos a veces pueden estar deformando las 
imágenes en las que nos queremos reflejar. Pero no me voy a meter en esta discusión, no voy a comparar las 
creaciones de cargos. Nosotros pedimos lo que entendemos correcto; se está de acuerdo o no; se aprueba o 
no. Tuve la suerte de discutir presupuestos de más de un partido, por lo que podríamos construir tablas y ver 
qué ha sucedido. 


Se dijo aquí que va a ser difícil, con este Presupuesto, aplicar lo que surja del debate sobre el Ministerio de 
Defensa Nacional. Este Presupuesto está planteado en este contexto, el debate determinará hacia dónde 
queremos caminar y habrá transformaciones legales. Vuelvo a repetir que la estructuración del Ministerio 
debe salir del debate en materia de defensa y que debe encararse al comienzo, así como lo relativo a las leyes 
orgánicas, lo que también es un compromiso de este Gobierno definir. Yo no diría que con el Presupuesto 
estamos invalidando todo lo que haya para debatir e intercambiar. La primera reunión en el CEPRE fue en 
abril -estoy metido en el tema del Presupuesto desde el mes y medio que asumí el cargo-, que fue cuando 
recibimos las primeras directivas y empezamos a trabajar intensamente. Así que no creo que esto se invalide 
de entrada. 


Tengo presente las horas de vuelo, el óptimo de calificación a que hacía referencia el señor Diputado García y 
lo que se entiende necesario en la Fuerza Aérea para mantener un nivel de alistamiento más o menos general; 


y también sé lo que se está preparando hoy. 


En cuanto a las medidas que están planteadas a partir del 1%de octubre para cubrir las demandas del Ejército, 
nosotros ya hemos tramitado los expedientes ante el Ministerio de Economía y Finanzas; tenemos los 
números en nuestro poder. Hace tiempo que estamos en esto; atender estas necesidades y requerimientos 
forma parte del trabajo del Ministerio. Estamos detrás del Oficio 77, y lo hemos reiterado para que se logre 
reforzar los rubros a los que hizo referencia el señor Diputado García. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Estimado señor Subsecretario: he seguido su respuesta con 
atención y cabalmente entiendo cuál es el nivel de respuesta que me está dando. 


Cuando en el planteo inicial hice referencia a la Fuerza Aérea, apuntaba a saber si ustedes tienen alguna idea 
de cambio respecto al actual funcionamiento y a la situación de crisis a la que llegamos. Reconozco que 
desde el proceso de apertura democrática a la fecha todo en materia de Fuerzas Armadas ha ido 
retrocediendo. Conozco perfectamente el diagnóstico. 


¿Hay alguna idea innovadora de cambio? Entre los aditivos presentados, que comparto, hay uno que faculta 
al Poder Ejecutivo a comprar un buque de transporte de petróleo. ¿Qué significa esto? ¿Competencia con la 
actividad privada? ¡No! No hay actividad privada en el Uruguay que lo haga ni competimos con otro 
uruguayo, por lo que esto representa entrenamiento. Ahí hay un buque andando y, como dijo el señor 
Subsecretario, ahí habrá marinos a quienes les saldrán escamas navegando. 


Uruguay tiene buenos antecedentes en esto, porque durante treinta años transportó petróleo. ¿Qué significó 
eso? Que los Comandantes de algunos de estos petroleros llegaran a Comandante en Jefe de la Armada. ¡Era 
un entrenamiento; era la capacitación navegando todo el día en el mar! Por ahí hay una idea que sé que el 
Gobierno la comparte, que las Fuerzas Armadas la interpretan y que yo comparto. 


Con respecto a la Fuerza Aérea, ¿tienen idea de cómo salir de esta patética situación con un Pucará andando, 
con los Cessna A37 que no funcionan ni tienen repuestos, con el C130 Hércules al que habrá que hacer una 
reforma a la brevedad porque si no dejará de andar? ¿Hay alguna idea? Si hay alguna idea nosotros estamos 
dispuestos a ayudar porque, además, la intención es colaborar en lo posible, sabiendo que hay restricciones 
presupuestales y dificultades económicas. ¿Hay alguna idea nueva que nos permita decir a los nuevos pilotos: 
"Miren, estamos pensando en una actividad en la que van a volar y tendrán el entrenamiento que necesitan 
tener"? 


A esto apuntaba mi reflexión. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- No le digo al señor Diputado que ideas es lo 
que sobra, porque no es así. 


Uno podría considerar área por área para ver cómo procesar este tema. Hay ideas, conversaciones; también 
hay un problema que quisiera se tuviera presente: la necesidad de inversiones. Los gastos de funcionamiento 
e inversiones en las Fuerzas cambian en función de la incidencia de la tecnología en cada una de ellas. 
Obviamente, la cantidad de recursos que necesita la Fuerza Aérea para el área de inversiones, muchas veces 
termina siendo mayor que los que puedan necesitar las otras Fuerzas. 


Con respecto al incremento de inversiones al que hice referencia -que habíamos logrado cincuenta y dos 
millones por encima de lo que se nos estaba dando-, debo decir que hicimos una distribución preferencial, 
que recayó en la Fuerza Aérea, debido a que cualquier "overhaul" o alistamiento de aeronaves tiene más 
niveles de requerimientos. 


Aparentemente, el señor Diputado José Carlos Cardoso hizo referencia a un capítulo sobre la posibilidad de 
llevar adelante determinado nivel de emprendimientos, y menciona el buque petrolero. Con respecto a esto 
debo decir que hay un grupo de trabajo formado por integrantes de ANCAP y de la Armada Nacional, que 
está analizando la viabilidad económica para llevar adelante un proyecto de estas características que está 
parado, bloqueado o con el que no se cuenta desde 1999. Ahora habría que hacer una inversión, debido al 
nuevo tipo de petroleros que se necesita y, reitero, se está viendo su viabilidad económica. 


Hay algunas ideas -veremos si se transforman en proyectos- que pasan por analizar si tenemos la capacidad. 
Obviamente, para dejar las aeronaves en condiciones hay que realizar inversiones de recursos económicos; 
no las podemos hacer con otro tipo de inversiones. También se ha conversado sobre la posibilidad de rescatar 
un C130 Hércules a fin de dejarlo alistado para atender emprendimientos de emergencias forestales a través 
de la incorporación de un kit hidrante. En definitiva, para rescatar ese otro C130 estamos hablando de 

US$ 1:400.000, y si agregamos el kit hidrante, llegamos a US$ 1:800.000, que hoy no tenemos 


Hay empresas forestales, aseguradoras y algunas otras empresas a las que les interesa que se pueda contener 
la contingencia, por lo que podrían aportar para que esto se lleve adelante. 


Hay ideas y conversaciones -veremos si se concretan- para instalar simuladores a efectos de sustituir las 
horas de vuelo. 


En realidad, todas las ideas han estado planteadas, pero hay algunas que no se presentaron en el proyecto de 
Presupuesto porque no hay posibilidades de concretarlas. 


Con respecto a los emprendimientos productivos, se nos ha solicitado que nos los incluyéramos en el 
Presupuesto y los tramitáramos por banda separada, es decir, mediante proyectos de ley. 


Hay un montón de cosas que se pueden plantear y que luego veré con gusto. Probablemente, las fuentes de 
las que recogemos las ideas -muchas son iniciativas de las propias Fuerzas- están todas presentes y podemos 
intercambiar impresiones acerca de ellas. 


Con respecto a las preguntas del señor Diputado García acerca de las iniciativas para generar ingresos, debo 
decir que en la exposición inicial planteé algunas. No quiero contraponer esto con lo manifestado por el señor 
Diputado Gandini respecto a si nos vamos a dedicar a ser empresarios, pero quiero aclarar que hay militares 
que son buenos empresarios, y desearía que existiera un nivel de militares que pudieran capacitarse más a 
nivel empresarial, a efectos de poder participar en la conducción estratégica de algunos emprendimientos de 
naturaleza militar. 


¿Por qué? Porque la industria militar en el mundo está íntimamente vinculada a las fuerzas armadas de los 
respectivos países. El país más liberal en términos económicos no genera bienes por participación estatal sino 
que le saca a los contribuyentes gran cantidad de recursos en dólares para volcarlos a la industria militar - 
aproximadamente US$ 480.000:000.000-, y luego le transfiere al sector privado enormes cantidades de 
recursos en dólares para poder llevar adelante proyectos de investigación en esa área. 


En algunos países de América Latina hay emprendimientos y organizaciones en los Ministerios de Defensa 
destinados al área industrial militar. Esto ocurre en Chile, y en tal sentido el Ministro chileno presentó un 
proyecto de revisión en los Estados Unidos, tendiente a consolidar este espacio. 


También hay empresas que se incuban en las propias Fuerzas y luego pasan a desarrollarse en el área privada. 


Diría que Chile tiene una empresa para cada Fuerza y que Brasil tiene una empresa por fuerza. Por ejemplo, 
Brasil tiene una empresa naval que fue desarrollada en el marco de la propia Fuerza y luego separada, para 
generar desarrollo industrial. 


Esa es la idea a la que hacía referencia el señor Diputado García, que complemento con alguna duda 
formulada por el señor Diputado Gandini. 


No comprendí un planteamiento -aunque lo he anotado- del señor Diputados García referido a los cargos de 
confianza y a la Dirección General de Secretaría. 


Creo que en la exposición inicial dije cuál era el alcance del Director General de Secretaría como cargo de 
particular confianza. Siempre he interpretado que en caso de que este cargo de particular confianza fuera 
ocupado por algún militar, este debía ser un Coronel. No necesariamente se prefirió presentar un proyecto de 
ley para saldar esta discusión o esa interpretación planteada. 


En el discurso político se puede acusar de que queremos politizar la estructura del Estado, pero nosotros no 
quisiéramos hacerlo. En realidad, esto se verá en la práctica. Yo no quisiera hacerlo porque, en mi 


interpretación de la historia militar, este país tuvo Fuerzas Armadas que estuvieron vinculadas a intereses 
políticos y sectoriales de un partido durante mucho tiempo, y cuando asumió el Gobierno, un Partido que no 
tenía presencia en la estructura -estoy hablando de los dos siglos pasados-, se generaron muchas tensiones 
internas. Todos recordamos las tensiones internas que llevaron, incluso, a episodios de espionaje entre 
Generales del Ejército Nacional; alcanza con esto para que todos sepamos de qué estoy hablando. No quiero 
Fuerzas Armadas politizadas desde el punto de vista partidario. Quienes me acompañan y usan uniforme 
tienen posición política, y si los legisladores se la piden, les dirán que lo suyo es la disciplina y la 
subordinación al mando, pero no olvidemos que también son "homus politicus” en el sentido de que piensan, 
tienen cabeza y posición frente a los temas políticos. Cuando hablamos de politización, nos referimos a 
partidizar, y lejos está de mí pensar que es conveniente para este país y para la profesionalización, partidizar 
la estructura del Estado. Sí creo que en la estructura hay que tener cuadros de conducción política que 
reflejen las opciones que el Gobierno legítimamente quiere hacer para dirigir la administración y gestionar al 
Estado, pero no quiero partidizar ni creo que lo quiera nadie, porque quien se quemó con leche, ve la vaca y 
llora. Tratando de interpretar la historia, me he quemado con leche con el vínculo político que históricamente 
mantuvieron las Fuerzas Armadas en este país. 


Creo que he contestado la pregunta de comparar lo que no es comparable. Analizaremos la proyección de las 
ejecuciones, y ojalá que la macroeconomía logre bastante estabilidad para alcanzar estos objetivos. No quise 
juguetear, sino demostrar lo que se había planteado. Es cierto que para mantener la proyección tendremos que 
cumplir con la ejecución; esto lo tenemos presente y podríamos determinar los niveles de ejecución que 
históricamente ha habido en el Ministerio, que en general fueron altos. En ese sentido, el Ministerio piensa 
generar -conjuntamente con las oficinas respectivas- modelos de seguimiento de la ejecución presupuestal, 
para que las unidades ejecutoras respondan mensualmente cómo van los procesos, aunque debo decir que en 
el Ministerio históricamente han sido muy altos. 


Soy consciente de la facultad, que han tenido todos los Gobiernos para abatir créditos de inversión. La 
recuperación planteada en el artículo 365 y el compromiso asumido por el Gobierno, de recuperar el 16% del 
salario real para los funcionarios de la Administración Central, también incluye a los funcionarios 
pertenecientes al escalafón K. Este fue el compromiso asumido y es el piso para los incrementos salariales, 
salvo en el caso de los priorizados, que tendrán mayores niveles de recuperación. 


En cuanto a la pregunta formulada por el señor Diputado Olano Llano, es necesario reestructurar a las 
Fuerzas Armadas, pero es una discusión que está en el debate general del papel de la defensa nacional. Dicha 
reestructura debería plantearse en función de las misiones, siempre que se pueda asignar a cada una los 
recursos humanos y materiales necesarios para cumplirlas. Repito que a poco de asumir este Gobierno, se 
encontró con que en abril tenía que empezar a discutir el Presupuesto, pero hay un montón de definiciones - 
asumamos que es la dinámica de elaboración del Presupuesto- que necesitan y pretendemos determinarlas en 
el ámbito más amplio posible, para poder decir que en función de las misiones que se tratan de esbozar con 
cierto grado de inercia histórica -admitamos que hemos heredado esta inercia, pero pasa por rediscutir 
todo-,se iniciará un proceso de reestructura, a punto de partida de las definiciones sobre las misiones que se 
tendrán que asignar en el Parlamento, ya deberán ser aprobadas por ley y ser parte del debate parlamentario. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Cuando pregunté sobre la reestructura, no pensaba puntualmente en las 
misiones, sino en otra cosa. Por ejemplo, por ahí se dice que es importante mantener la distribución 
geográfica del Ejército, pero hay quienes afirman que se puede cumplir el mismo objetivo trasladando 
algunas unidades a otros lugares, lo que evidentemente abatiría costos. Se trata de una definición 
técnica, y en principio se podría cumplir la misma misión. 


Por supuesto, cuando alguien asume un cargo tiene proyectos en su mente, pero la realidad siempre es más 
poderosa que la imaginación. 


Yo quería saber qué proyecto pensaba aplicar el señor Subsecretario en el en el ítem relativo a las Fuerzas 
Armadas, en el Programa del Encuentro Progresista, y después no lo pudo lograr. ¿Qué proyecto cree que es 
viable el señor Subsecretario para que las Fuerzas Armadas, además de cumplir un fin social como el que 
desempeñan en Maldonado en este momento -y lo hicieron históricamente-, que no es su cometido esencial, 
puedan defendernos con este Presupuesto, que en definitiva es el que el país puede darles? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Creo que no estamos hablando tanto de 
reestructura sino de redimensionamiento o redespliegue, en este caso, del Ejército. Esto es parte de la 
discusión. 


Si se me preguntara si el despliegue territorial del Ejército se justifica o no, diría que no, que creo que fue 
producto de la evolución histórica de los conflictos de este país -me refiero al Siglo XIX- en el que se 
redesplegaba el Ejército para contener a los orejanos de la divisa blanca y que no generaran muchos 
problemas. Esa es mi interpretación de la historia; podrá haber otra, ya que la historia no se salda de la noche 
a la mañana. En ese sentido, tengo una visión que, además, el señor Diputado García debería compartir. 


De todos modos, hoy ya se está desarrollando una situación de redespliegue, que es uno de los objetivos 
planteados. Esto figura en el plan de acción del Gobierno, en el proceso de modernización de las Fuerzas, en 
la página 225, en los anexos. El objetivo es ejecutar hasta el 25% de la fase uno del proceso de 
modernización de la Fuerza, racionalizando el despliegue de las unidades en el área Montevideo-Canelones, 
para optimizar el empleo de los recursos humanos y materiales. Y ya se han ido realizando despliegues, 
redespliegues o dando unidades de distintas armas en esta etapa de 2005. Quiero que se entienda que una 
cosa es la imagen objetiva a la que queremos ir desde el punto de vista del despliegue territorial, pero todo 
tiene consecuencias. Si hoy retirara algunas unidades de algunos ámbitos geográficos territoriales, en mi 
opinión, el impacto social que tendría sería negativo. Ya nos pasó en lo que tiene que ver con lo social, con la 
dinamización de la economía. Entonces, creo que hay que tener el plan del rediseño del redespliegue en el 
marco de las misiones que sean asignadas para que, a posteriori, cuando se vaya a ejecutar podamos prever 
cómo impacta en la economía local, para poder tener presente la necesidad de desarrollo de otras actividades 
que atemperen estas consecuencias. Es un tema que está planteado, que se va llevando adelante, hay un área 
de Montevideo y de Canelones que ya se va desarrollando -está en los materiales que tienen los integrantes 
de la Comisión-, pero es necesario rediscutir la imagen objetiva de hacia donde queremos ir para después 
adaptarla en función de los contextos en los que nos encontremos. 


Respecto al artículo 56, que crea la figura de un coordinador de los Servicios de Inteligencia, debo decir que 
otro de los objetivos que tiene el Gobierno -que comparto- es discutir una ley de inteligencia nacional que 
permita el marco legal para el desarrollo de una tarea que un país siempre va a tener presente: me refiero a la 
tarea de inteligencia en el sentido estratégico y después bajarlo a lo táctico operacional, en función de esas 
definiciones. Comparto la necesidad de una figura de coordinador de los Servicios de Inteligencia porque hoy 
hay muchísima dispersión, más allá de los celos y de cómo actúa cada cual en su área. Si los señores 
Diputados analizan las propuestas, es decir, las misiones y los objetivos que se han planteado, advertirán que 
la idea es especializar en inteligencia estratégica, no solo a funcionarios que vienen del área militar, sino a 
aquellos que provienen de las áreas civiles y que pueden tener que ver con inteligencia en materia 
informática, económico-financiera porque, necesariamente, la inteligencia en términos estratégicos debe 
operar como una comunidad que integre aportes de distintas áreas. Creo en la figura del coordinador y que 
debe estar en el marco del Presidente, más allá de los mecanismos de la legislación comparada que podamos 
utilizar en cuanto a la organización de la inteligencia nacional. 


Con relación al tema del cambio de la seguridad presidencial, preferiría que como hoy viene la Presidencia de 
la República, sean sus propios representantes quienes expliquen la forma de organización que tienen, que no 
depende del Ministerio de Defensa Nacional. Como la Casa Militar también depende estrictamente de la 
Presidencia de la República, preferiría que sean ellos que se expresen y a quienes les hicieran las preguntas 
pertinentes. A quien habla no le corresponde contestar desde el Ministerio de Defensa Nacional si tiene o no 
Casa Militar; contesto las preguntas desde el punto de vista personal. 


Respecto a la pregunta del objeto del gasto, como ya expliqué, debo decir que había un complemento de 
viático por alimentación dentro de los gastos de funcionamiento y la prima solidaria la estamos llevando al 
rubro cero. Comparto la opinión del señor Diputado respecto a que hay que dignificar las funciones y pagar 
lo que corresponde, pero si tomamos la planilla de sueldo de cualquier funcionario público -en Salud Pública 
es una sábana- y vemos el salario que cobra, lo que nosotros tratamos de hacer con esa norma es, de alguna 
manera, regularizar la situación, y no esperemos que no afecte la dignidad de la persona como trabajador. 


Respecto a la interrogante del señor Diputado García, en la Dirección General de Secretaría la incidencia en 
el total del Presupuesto varía entre el 7% y el 7,9%. Supongamos que es del 7% para 2004; estamos pensando 
en 7,9% para este año. Hay que tener presente que se encuentran el CALEM, los Juzgados Militares, la 


Dirección de Paso de Fronteras -más allá de que en costos hay algunas inversiones que se hacen desde la 
Dirección General de Secretaría, como la implementación de sistema de gestión electrónica- así como las 
agregadurías militares que representa alrededor del 60% del gasto de esa Dirección. Hemos discutido este 
tema con los Comandantes en Jefe de las Fuerzas porque pensamos reducir el número de agregadurías 
militares en el exterior. Alguien me puede preguntar si un país chico lo necesita, pero hay que definirlo a la 
luz de la política exterior y de los compromisos que muchas veces se tienen con otros Estados, que también 
es un tema que a veces incide. Podría decir que hay un destino de agregaduría que debería estar ubicado en la 
zona de Medio Oriente o en otro país, pero muy probablemente la Embajada de ese país me pida que esté en 
él, debido a problemas de relacionamiento político-diplomático y de legitimación, aunque con un Agregado 
en otro país podría entrar mucho mejor a todos los países de la zona, incluido aquel en el que estoy. 


Es una cuestión que estamos discutiendo y digo esto para destacar que ese 7% a 7,9% tienen una incidencia 
del 60% prácticamente en agregadurías militares y, reitero, existe la idea de reducirlas de manera 
significativa, más allá de que en el correr de este año hemos hecho reducciones y hemos transferido algunos 
gastos de funcionamiento a otras unidades que lo necesitaban. 


SEÑOR GARCÍA.- Comparto las últimas expresiones del señor Subsecretario, pero a la iniciativa que 
acaba de plantear, agrego algo que ya habíamos expresado en Sala hace algunos meses. En este caso no 
solo hay que repensar en disminuir los destinos en cuanto a agregadurías militares, sino en qué se 
invierte lo que se ahorra. Sería muy interesante que los fondos que se van a ahorrar por el no envío de 
agregados militares, se utilicen para la formación y la habilitación de militares en el exterior, que 
actualmente no pueden acceder a ello porque no hay cupos. Se deberían utilizar Esos mismos fondos 
que se invertían para cargos diplomáticos se deberían utilizar en la formación de nuevas generaciones 
de militares. Utilizar esos fondos, disminuir esas agregadurías, generar esos recursos y volcarlos en una 
bolsa sin destino, creo que al Ministerio y a la Fuerzas no le va a servir de nada. Lo que le va a servir es 
que, reitero, se reinvierta en la formación de las nuevas generaciones que actualmente no lo pueden 
hacer porque no hay fondos para viajar al exterior a hacer cursos de perfeccionamiento profesional. 


Sugiero un complemento que, como el señor Subsecretario sabe, siempre está destinado a colaborar. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL DEFENSA NACIONAL.- Tenemos una consideración del señor 
Diputado Posada. Si interpreto bien la reflexión que ha hecho, se refería a cómo se afecta el 
cumplimiento de las misiones en función de la realidad que surge del Presupuesto. Las limitaciones del 
Presupuesto restringen de manera sustantiva el cumplimiento de las misiones que están asignadas. A 
veces hay que hacer maravillas para poder cumplirlas. En el diseño de Presupuesto que elaboramos, 
mostramos los lineamientos estratégicos, los objetivos estratégicos, lo prioritario y lo general; 
obviamente las unidades ejecutoras fueron manteniendo lo que entendieron prioritario. Lo que vieron 
en el Presupuesto es lo que entendieron como prioritario. Ahora bien, la mejor manera de cumplir una 
misión es contar con la cantidad de recursos materiales y disponer de los gastos de funcionamiento. 
Digo esto porque los militares están para cumplir con sus funciones y, si tenemos el dinero como para 
mantenerlos navegando, para alimentarlos, para tener alistadas las aeronaves y las plataformas, van a 
desarrollar la tarea que les corresponde. Reconocemos que nuestra flota ha estado amarrada en el 
muelle más días que los que permanece en el mar. Tenemos la misión de custodiar la plataforma 
marítima y, obviamente, lo ideal sería que a nuestro mar territorial no entrara ningún buque que no 
tuviera al lado alguna plataforma naval de nuestro país; también sería ideal que pudiéramos 
sobrevolar la zona, etcétera. 


Sin duda, este tipo de restricciones afecta el cumplimiento de las misiones. El problema es cómo 
organizamos un Presupuesto escaso para cumplir con las misiones; a veces, tenemos que hacer maravillas. Si 
dispusiera de más recursos, dedicaría muchas menos horas al mes a pelear con el Ministerio de Economía y 
Finanzas y con otros organismos, y a atender reclamos; si fuera así, es probable que los integrantes de las 
Fuerzas estuvieran mucho menos preocupados por hacer trámites administrativos y podrían cumplir sus 
misiones. 


En efecto, se afecta el cumplimiento de las misiones. Pero, en función de los objetivos que nos hemos 
planteado, tratamos de concentrar las actividades y de adecuar su cumplimiento a las restricciones que se han 
efectuado. Esta es la realidad de un Presupuesto que, sin duda, tiene limitaciones. 


SEÑOR BOTANA.- Voy a hacer una reflexión que ni siquiera requiere una respuesta del señor 
Subsecretario. 


Varios de los que aquí estamos conocemos al señor Subsecretario, escuchamos con atención su exposición, 
sabemos de sus aspiraciones y de las de las Fuerzas, y por supuesto que cuando analizamos el texto del 
proyecto presentado, en el que los temas centrales pasan a ser la creación de algunos cargos, la remuneración 
por capacitación en el Hospital Militar y algún tema relacionado con la administración de un parador, nos 
damos cuenta de que algo no coincide. Claramente, el Presupuesto está sujeto a muchísimas restricciones 
porque lo que no coincide son los objetivos del Ministerio y de las Fuerzas Armadas con los principales 
objetivos que en materia presupuestal se marca el Gobierno de la República, que no tiene la preocupación por 
el cuidado de la plataforma marítima ni del espacio aéreo -con las consecuencias que ello implica-, pero sí 
está preocupado por crear un nuevo Ministerio -el de Desarrollo Social-, por la ampliación de los atributos de 
la Presidencia o por la remuneración de los inspectores de la Impositiva o de la Aduana. Esta es la realidad. Y 
esperemos -lo digo sinceramente- que Uruguay clasifique en las Eliminatorias para el próximo Mundial y 
podamos llegar al porcentaje comprometido para la educación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor, señor Diputado, centrémonos en el tema. 


SEÑOR BOTANA.- Disculpe, señor Presidente. Lo que ocurre es que he escuchado algunos 
comentarios y, sinceramente, debo decir que el cumplimiento del objetivo planteado en materia 
educativa todavía está muy lejano. Pero, tiene razón; ahora estamos hablando de otro tema y vamos a 
remitirnos a él. 


Lo que hay aquí son objetivos diversos. El Partido Nacional presentó una serie de aditivos que no implican 
aplicación de mayores recursos y que pretenden contribuir al esfuerzo del Ministerio para la ejecución de sus 
tareas. Asimismo, manifestamos la voluntad política de nuestro Partido de que se contemple la totalidad de 
las aspiraciones de las autoridades del Ministerio de Defensa Nacional y de las Fuerzas Armadas. 


SEÑOR CASARETTO.- Con las últimas dos o tres delegaciones que hemos recibido, por la fuerza de 
los hechos, hemos ido cambiando el régimen de trabajo. Habitualmente hacíamos una evaluación 
general del proyecto y después nos dedicábamos a analizar el articulado, pero con las dos últimas 
delegaciones hemos hablado tanto en general que se han contemplado todos los artículos y, cuando uno 
tiene alguna pregunta puntual, queda descolgado del contexto en el que nos estamos manejando. Pero 
no quiero dejar pasar la oportunidad de hacer referencia al artículo 88, en el que se propone el 
concurso de oposición y/o méritos para el ingreso de funcionarios. 


Más allá de que podemos compartir la propuesta, creemos que es utópica frente a la realidad que hoy se vive. 
Queremos saber qué motivación puede tener para concursar un ciudadano que, en el caso del Soldado de 
Segunda, aspira a ganar $ 1.800 si, en caso de quedarse en su casa, cobra lo mismo a través del PANES. 
Reitero que, más allá de que compartamos los mecanismos de ingreso que muchas veces se han discutido - 
como el concurso de oposición y/o méritos, el sorteo, etcétera-, en este caso particular, teniendo en cuenta la 
remuneración y el estímulo que implica el cargo al que se aspira, se podría ver complicado el ingreso a los 
nuevos cuadros. 


Por otra parte, compartimos las expresiones generales de varios señores Diputados. Esperamos ver la 
definición de la visión y la misión de las Fuerzas Armadas tantas veces reclamada por el Partido de Gobierno. 
En este proyecto hoy no la encontramos; además, al no estar definida una misión, tampoco planteamos 
objetivos. Yo escuché con mucha atención e interés lo que expuso el señor Subsecretario al comienzo de la 
sesión, pero de estos cinco artículos no se desprende el gran cambio, la transformación que todos 
esperábamos en esta materia, más allá de que quedamos a la espera de la reforma del Código Militar y de 
todas las normas que, fuera del Presupuesto, puedan ser analizadas. 


Era lo que tenía para decir acerca del artículo 88. Quisiera escuchar alguna reflexión al respecto. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.-- Quisiera hacer un aporte al señor Subsecretario. 


Hay un Plan de Emergencia Social que está atendiendo a las personas en situación de indigencia. Sería 
importante que todos aquellos soldados de las diferentes Armas que están en situación de indigencia, 
automáticamente fueran incluidos. Si bien esta propuesta no está incluida en el tema presupuestal, creo que es 
una linda oportunidad para plantearla. De esta forma, la cuestión se podría resolver con menos burocracia. 
Además, tengo entendido que las Fuerzas están ayudando a hacer los diferentes relevamientos. Me parece 
injusto que estén colaborando con esa tarea y que los efectivos que están en situación de indigencia no 
queden automáticamente incluidos en el PANES. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Me parece importante compartir estos datos en cuanto a que de 1.783 
solicitudes de ingreso al Plan de Atención Nacional a la Emergencia Social realizadas por los soldados, 
fueron incorporadas por parte del Ministerio de Población y Desarrollo Social solo 637, aunque solo 
fueron visitados 38, de los que fueron perceptores del PANES apenas 4. 


Es la información que quería compartir. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Quiero aclarar que no puedo dar respuesta 
a la última pregunta porque corresponde a otro Ministerio, si bien comparto el criterio de que si la 
persona cumple con los requisitos para ingresar, debe hacerlo y que la línea divisoria no está en el 
hecho de ser soldado o no. De todos modos, los legisladores podrán obtener esta información por la vía 
del pedido de informes o preguntar a la señora Ministra de Desarrollo Social. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANL.- La propuesta era para quitarle burocracia a la situación. Me 
parece que si el Ministerio de Defensa Nacional la reconoce, no tiene sentido realizar la visita social al 
hogar, etcétera. Porque el mismo Estado que reconoce la situación es el que le va a dar los recursos. 


Se podrá efectuar un pedido de informes, pero creo que acá lo importante es dar la asistencia en el momento 
en que se necesita y no dentro de tres o cuatro meses. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Me consta que ha existido intercambio 
entre, en este caso, el Ejército -también podría ser con otras Fuerzas- y el Ministerio de Desarrollo 
Social, prácticamente desde el inicio de la gestión de Gobierno. Si bien comparto la preocupación de los 
señores Diputados, no es una información que yo pueda dar. 


Desearía concentrarme en un asunto que me gustaría que pudiéramos discutir cuando la Comisión lo entienda 
conveniente. Para mí, el Presupuesto que se va a votar es mucho más que el articulado. Cuando analizamos el 
articulado tendemos a concentrarnos en los debates, pero en realidad las definiciones sobre misión, sobre 
visión, sobre tareas y sobre actividades están a consideración de ustedes en el trabajo presentado. Se trata de 
un arduo trabajo realizado por las Fuerzas y los responsables de la planificación y el presupuesto. 


Hoy, hablando de otro tema, decía que me gustaría que estuviéramos en el mar los trescientos sesenta y cinco 
días. En realidad, la meta con los actuales recursos presupuestales es de doscientos veinte días. Esta meta 
consta en la página 238 del Programa de Acción. 


Reitero que hay un conjunto de definiciones que están contempladas y que tienen que ver con la visión, con 
la misión, con los objetivos estratégicos, con los objetivos prioritarios y con las metas que se han planteado 
en función de los recursos, más allá de cuánto cuesta, de cuánto costará y de cuánto vamos a dedicar a cada 
uno de los recursos. 


Expresé - como mostré en el sistema PEC- todo lo que tenía que ver con las visiones y con las misiones del 
Inciso. Luego mostramos las visiones y las misiones de cada una de las Fuerzas y a continuación se pudieron 
observar los objetivos estratégicos, las metas y hasta los indicadores con los que en la mayoría de los casos 
vamos a cuantificarlas. 


Digo esto porque cuando uno ve solo el articulado, está obviando lo contenido en otros materiales, que 
seguramente serán aprobados. Ayer comentaba con el ingeniero Freigido, que trabajó en este asunto desde el 
CEPRE, que íbamos a tener que hacer una especie de fe de erratas, porque cuando se establecieron los 


objetivos, algunas de las tareas que faltaba desarrollar no ligaban con el objetivo. Este es un trabajo que 
consta en los anexos presentados. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Quisiera dejar una pequeña constancia. 


En esta reunión se ha sugerido que el PANES debería ser asignado inmediatamente y en forma directa a los 
soldados que lo solicitan y que, inclusive, participan en los relevamientos; quiero decir que no comparto lo 
planteado por el señor Diputado Hackenbruch Legnani en cuanto a que los soldados vayan al Ministerio 
Desarrollo Social a conseguir una mejora de sus ingresos por esa vía. 


Pienso que si el Ministerio de Defensa Nacional -como ha expresado el General Bertolotti- identifica una 
realidad social tan grave y dolorosa de nuestros soldados, debe resolverse por la vía de esa Cartera. Y deberá 
ser el Ministerio de Defensa Nacional quien solicite al Ministerio Desarrollo Social que le haga una 
transferencia igual a tantos montos. 


Considero que la relación del soldado debe ser con su Ministerio, porque no es cuestión de que los soldados 
anden golpeando puertas en los distintos Ministerios para conseguir mejoras en sus ingresos o una canasta. 


(Apoyados) 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Respecto al artículo 88 y a su ajuste, 
acercaremos a la Comisión su redacción. 


En realidad, se dan transformaciones de cargos y no solo de ingresos. Obviamente, nosotros estamos 
reglamentando la forma de ingreso en las distintas unidades ejecutoras. Hace tiempo que la Dirección 
Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas nos lo está pidiendo porque tiene que ingresar personal y, 
eventualmente, tenía que llevar adelante transformaciones que ahora han quedado postergadas. 


Nosotros queremos que, donde corresponda la realización de concursos, tanto de oposición como de méritos, 
el ingreso se realice por esa vía. Obviamente, habrá funciones para las cuales deberemos encontrar otro 
mecanismo de ingreso. Para estos casos -en los que no son aplicables los concursos- el proyecto prevé la 
provisión de esos cargos por vía de sorteo. Lo que deseamos evitar al máximo es la discrecionalidad, porque 
termina haciendo mucho daño desde el punto de vista de la confianza del administrado en el administrador y 
obliga a tener que recostarse o acercarse a alguien para tener más posibilidades de éxito. 


Compartimos la preocupación del señor Diputado Casaretto en cuanto a que hay cargos para los que no 
podemos llamar a concurso, aunque sí podríamos exigir cierto nivel de aptitud, por ejemplo, física, de 
acuerdo con el desarrollo de la tarea. 


SEÑOR CASARETTO.- De votarse este artículo, ¿no estaríamos cerrando las puertas a la posibilidad 
-que entiendo y comparto con el señor Subsecretario- de buscar otras vías para algunas situaciones? El 
artículo dice que los cargos de personal militar y civil deberán ser provistos a través del sistema de 
concurso de oposición y/o mérito. Por lo tanto, después de votar este artículo no cabe otra forma de 
acción que no sea la que en él está establecida. 


Comparto lo que se dijo acerca del sorteo, así como los argumentos acerca de la discrecionalidad, pero me 
parece que con este artículo quedaríamos presos, porque no permite otra vía de ingreso que el concurso de 
oposición y/o méritos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- El sentido del artículo no era limitar. 


Además, creemos que hay otras cosas que podrían ser consideradas como meritorias para ingresar como 
soldado, por ejemplo, la escolaridad o la capacidad de correr 200 metros. Reitero: este artículo no pretende 
ser limitativo y utilizar el concurso para acceder a ámbitos en los que no se justifica. Creo que esa era la 
preocupación del señor Diputado Casaretto. 


No sé si me resta algo más. 


(Interrupciones). 


Sí. Hay una serie de artículos aditivos que me alcanzaron. Yo los estaba mirando por arriba y 
debo decir que a alguno lo conozco. 


El contenido del aditivo que figura en la Hoja N* 1 lo conozco tanto porque lo redactamos en el Ministerio; ni 
siquiera vino de las Fuerzas y seguramente lo mandaremos como proyecto aparte. La mayoría de los artículos 
que he visto, seguramente vengan como proyectos aparte. 


Con respecto a la autorización para la conformación de sociedades mixtas, el propio Poder Ejecutivo quiere 
que venga como proyecto aparte y hay cosas que deben ser discutidas. 


En lo que tiene que ver con la presentación del proyecto al amparo del artículo 188 de la Constitución, 
deberíamos discutirlo en sí y darle la autorización caso por caso, criterio que yo he defendido acá, en alguna 
oportunidad. Estamos viendo cómo ajustarlo para plantear esa posibilidad. 


El aditivo que figura en la Hoja N* 4, que dice: "Autorízase al Poder Ejecutivo a disponer la salida de buques 
de la Armada Nacional fuera de las aguas jurisdiccionales [...]' es para ir a la Antártida. Que sea el Poder 
Ejecutivo el que autorice y no que diga que va a venir una ley. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿Qué sentido tiene que el Poder Ejecutivo los remita si los tiene el señor 
Subsecretario en la mano? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- El sentido es el de la primera norma que ya 
dije. No va nada que no pueda ser considerado como de carácter extrapresupuestal. No va nada que 
pueda ser planteado como reestructura porque iría en la Rendición de Cuentas del año que viene; no 
va nada que implique incremento salarial fuera de las pautas del Poder Ejecutivo; no va nada hasta la 
reestructura relativa a la transformación de cargos con costo. Esos fueron los criterios. En lo que tiene 
que ver con el SCRA -Servicio de Construcciones y Reparaciones de la Armada-, compartimos -figura 
en el aditivo de la Hoja N” 6, seguramente se les mande- una norma que queremos reinstalar, que 
dispone cierto grado de consulta preceptiva a este Servicio, en lo referente a los buques pertenecientes 
al Estado. Esta norma se había eliminado y valdría la pena buscar en qué Gobierno anterior; yo la 
tengo casi presente. Con relación al tema de los buques, ya expliqué que se está trabajando con 
ANCAP y va a depender de la viabilidad que tenga el reintegro de la compra del petrolero. Va a venir 
el aditivo que figura en la Hoja N* 8, que trata de las autorizaciones al SOHMA para comercializar 
cartas. Se nos planteaba que se quería postergar la redistribución de las vacantes a la Fuerza Aérea 
porque quieren analizar reestructuras que vendrían el año que viene en la Rendición de Cuentas. Por 
eso no lo mandamos, pero compartimos en cierto grado la redistribución de vacantes porque hay 
tareas que desarrollar. 


El otro aditivo, el que refiere a la transformación en la Armada de dos cargos Marinero de Primera en dos 
cargos de Asesor VI y VII, Escribano, creo que lo mandamos. La sacaron también porque sacaron todas las 
transformaciones. 


El aditivo que figura en la Hoja N* 15 está vinculado a un dique que está en el de la Hoja N* 8. Nosotros 
mandamos el que estaba antes sobre el SCRA. 


(Interrupciones) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando el señor Subsecretario termine de analizar los artículos, se harán las 
preguntas pertinentes. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- Tendría que ver un poco más este artículo, 
que hace referencia a la derogación del artículo 108 de la Ley_N” 17.296 de 21 de febrero de 2001; creo 
que queda contenido en el otro. El objetivo que se buscaba era que se pudiera tener preceptivamente la 
consulta a los diques nacionales. Lo compartimos y seguramente venga. 


El pago de las retribuciones generadas se limitó a la pauta que venía a nuestro Ministerio y está contenido en 
el aditivo de la Hoja N* 16. Todo lo que fuera retribuciones salariales, incrementos salariales o se 
interpretaran como incrementos salariales se sacó en su momento; lo habíamos enviado nosotros. 


En el aditivo de la Hoja N* 17 mandamos un artículo que se sacó por el mismo concepto que el anterior, y era 
un estímulo a embarcar. En realidad, nosotros volvimos a insistir y se nos volvió a decir que lo que 
representara incrementos salariales, no iba. Comparto absolutamente el espíritu porque mientras haya 
retribuciones salariales bajas y se tenga que trabajar en otros empleos, el estar obligado a embarcar muchas 
veces significa la pérdida de ingresos en la otra actividad que se realiza estando en tierra. 


El aditivo de la Hoja N* 18, que trata de la autorización a comercializar cartas, está en otro anterior, que tiene 
que ver con el SOHMA y va a venir por separado. 


El aditivo de la Hoja N* 19 autoriza al Programa 002 del Ejército Nacional del Ministerio de Defensa 
Nacional a utilizar la totalidad del producido de la enajenación de aquellos bienes inmuebles de su propiedad. 
En realidad, hay una norma presupuestal general que autoriza a utilizar el 95%, porque hasta ahora se podía 
utilizar solamente el 80%, cuando estaba la definición aquella de bienes bélicos. Ahora se podrá utilizar el 
95%. 


El aditivo de la Hoja N* 20 implica el valor unitario de la hora vigente. En realidad, afecta de manera distinta 
a los valores. Debemos verlo más; nosotros mandamos cierta organización pero había situaciones distintas en 
cada una de las Fuerzas. La derogación del Decreto N* 146 de febrero de 1975 afecta solo al Ejército y lo 
perjudicaría significativamente, por lo que me dice el Coronel Devercelli, frente a la situación eventual del 
mando. 


En el aditivo de la Hoja N* 21 existen exoneraciones que compartimos, pero que trasmitimos al Ministerio de 
Economía y Finanzas para que las maneje. 


El aditivo de la Hoja N* 22 lo contestaría después; creo que se refiere a las modificaciones orgánicas, me lo 
llevo y mandaría por escrito las valoraciones que se tengan. 


En cuanto al aditivo de la Hoja N* 23, queremos enviarlo por separado porque estamos de acuerdo con el 
fondo, pero habría que reglamentarlo y regularlo más. 


En definitiva, vamos a enviar la respuesta más analizada que figuran en los aditivos de las Hojas Nos. 22, 23, 
24 y 25. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero ser muy práctico. Hay 24 artículos aditivos o sustitutivos presentados. No 
los vamos a tratar ahora. Quienes los hemos presentado tenemos la disposición de votarlos, pero no 
alcanza solo con ello. El señor Subsecretario pasó rápidamente por cada artículo y en algún caso dijo: 
"Lo vamos a mandar". No sabemos si quiere decir que será enviado en una ley aparte o durante la 
etapa presupuestal. Preferiríamos que alguno de estos artículos estuviera incluido en el Presupuesto. 
Pero resulta que el plazo para que el Poder Ejecutivo envíe iniciativas acaba de expirar; ahora, solo 
depende de los Diputados. 


Entonces, si el Ministro nos hace saber su opinión acerca de estos artículos, quizás haya mayoría cuando los 
votemos. Si no modifican cosas importantes, en algunos que no tienen costo ni están dentro de las 
restricciones que el Poder Ejecutivo marcó al momento de elaborar el Presupuesto y que por esas cosas que 
pasan dentro de la comunicación del Estado no fueron enviados pero no tienen oposición, quizá podamos 
conformar las mayorías necesarias para sacarlos ya. Los que no se aprueben quedarán allí en carpeta y se 
verá. Pero tengo la esperanza de que a alguno de estos los podamos votar antes de fin de mes, con la señal 
que el señor Subsecretario mande a la Comisión. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Respecto a la información que manejábamos conjuntamente con el señor 
Diputado García, si bien no está relacionada con el Presupuesto, su confirmación o conocimiento hace 
a nuestra responsabilidad como Representantes Nacionales. Me refiero a las licencias en el Ejército que 
coinciden con las vacaciones de primavera de los escolares y los liceales. Naturalmente, me imagino 
que las razones de esas vacaciones no deben ser las mismas. Pero, sin entrar al tema de las 


responsabilidades, se trata de una información importante, que es extraoficial, y deseamos saber si 
entre las razones por las que se ha licenciado al personal está la relacionada con los rubros para 
alimentación en los cuarteles. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- En primer lugar, en este caso, coincide la 
primavera con las carencias de rubros para alimentación. 


Aclaremos que este mecanismo ha sido instrumentado en anteriores oportunidades por los Comandantes, en 
cuanto Jefes de unidades ejecutoras. En los últimos tres años, no ha habido año en que se haya utilizado este 
mecanismo. 


En este caso en particular, coincide en algunas unidades Ejecutoras con las vacaciones de primavera. Me 
acotan que también sucede en las vacaciones de julio. 


Además, no es novedoso que frente a la escasez del rubro alimentación, se licencien efectivos. Esto se viene 
realizando desde el año 2000. 


SEÑOR CASARETTO.- Compartimos la posición de no tener la flota parada y de tratar que la gente 
salga a navegar. Por eso, esperamos que en los próximos días, cuando se trate lo relacionado con las 
maniobras UNITAS, todas las manos se levanten para hacer efectivo el anhelo del señor Subsecretario 
y el nuestro. 

SEÑOR SUBSECRETARIO DE DEFENSA NACIONAL.- En todo caso, este Subsecretario no llevaría 
la posición de su fuerza política a la discusión sobre la participación en las maniobras UNITAS, en 
función de la necesidad de navegar. Ahora, esto lo resolverán los legisladores con el Poder Ejecutivo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Subsecretario y al conjunto de la delegación. 

Se pasa a intermedio. 

(Es la hora 12 y 36) 

———Continúa la sesión. 


(Es la hora 14 y 27) 


(Ingresa a Sala el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, Eduardo Bonomi, y asesores) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida al señor Eduardo 
Bonomi, Ministro de Trabajo y Seguridad Social; al señor Gabriel Castellá, Director General de 
Secretaría; a la señora María Narducci, Inspectora General del Trabajo y de la Seguridad Social; a la 
doctora Rosario Lagarmilla, Directora Nacional de Coordinación en el Interior; a la técnica 
administrativa Teresa Belvedere, de la Dirección Asesoría Técnica, y a la contadora Cristina Dotta, 
Directora de la División Financiero Contable. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creo que nuestro planteamiento no es 
muy complicado. 


Para elaborar el presupuesto del Ministerio hemos fijado tres prioridades. Una de ellas es la negociación 
colectiva, como objetivo político, el Consejo de Salarios y la herramienta dentro del Ministerio: la Dirección 
Nacional de Trabajo, que por eso fue prorizada. 


Otra prioridad fue la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social en el entendido de que se han 
producido situaciones graves y de que ha habido importantes accidentes de trabajo durante los años 2003 y 
2004, manteniéndose en 2005 el grado de importancia de los años anteriores. Entonces, se priorizó mejorar la 
estructura de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social para poder enfrentar esa situación. 


En conversaciones con trabajadores y empresarios ambas partes nos manifestaron desde su punto de vista la 
gravedad que tiene la informalidad en el mundo del trabajo y las consecuencias que genera por la 
competencia desleal y por la falta de atención a la salud y seguridad de los trabajadores, provocando muertes 
que podrían ser evitables. Tanto los empresarios como los trabajadores nos planteaban su voluntad de 
colaborar, de participar en el diseño de las políticas inspectivas que, reitero, es uno de los aspectos 
priorizados. 


El tercer elemento priorizado es el empleo. Consideramos que ha habido una política que en los hechos ha 
conducido a la financiación del desempleo y que, por lo tanto, tenemos que desarrollar políticas activas 
contra el desempleo, estableciendo una prioridad en tal sentido. 


Sobre la base de estas prioridades, mencionadas en general, elaboramos el presupuesto. 


Nos encontramos con carencias en la Dirección Nacional de Trabajo para emprender la etapa de negociación 
colectiva y de Consejos de Salarios. En esta Dirección había dieciséis abogados, la mayoría provenientes del 
Banco de Previsión Social, pero con el reiterado pedido de este Banco respecto a que los abogados deberían 

volver a su lugar de origen, escalonadamente comenzamos a devolverlos y nos quedamos con doce de estos 

profesionales para emprender esa tarea. 


Recibimos ayuda de la OIT, que contrató cinco asesores, dos para la DINATRA, y del PNUD, que contrató a 
treinta negociadores entre abogados -la mayoría-, contadores y peritos en relacionamiento laboral. Estos 
contratos son hasta fin de año, lo cual implica que a partir del 1% de enero tengamos que incorporar a estos 
negociadores al Presupuesto para que puedan seguir trabajando en esa prioridad. Esto fue claramente 
marcado en la elaboración del Presupuesto. 


En cuanto a la inspección, desde hace mucho tiempo el país viene siendo observado por la OIT en lo que 
tiene que ver con el sueldo de los inspectores, el tiempo que están a la orden, su exclusividad, cantidad, 
capacitación técnica y con los instrumentos que tienen para inspeccionar, me refiero a vehículos y demás. 


Nos fijamos como meta la posibilidad de aumentar la cantidad de inspectores o adjuntos a la inspección, 
como abogados, químicos u otros profesionales vinculados con esta tarea. 


Nos planteamos la necesidad de mejorar la flota de vehículos destinada a la inspección, fundamentalmente 
camionetas adecuadas para llegar al campo: todoterreno o cuatro por cuatro, que no hay. Hasta el momento 
hemos trabajado con unidades que nos proporcionaron los Ministerios del Interior, de Ganadería, Agricultura 
y Pesca y de Transporte y Obras Públicas. 


Asimismo, nos planteamos incorporar la exclusividad, por lo menos como régimen, y luego analizaremos la 
posibilidad de reglamentarlo, para establecerla como tal en un proceso que no será corto. 


Todo lo concerniente al empleo no está relacionado tanto con el Presupuesto, sino con la reestructuración de 
las políticas. 


A pesar de que muchos de los artículos que presentamos no fueron aprobados, se contemplaron los aspectos 
centrales de nuestra propuesta, fundamentalmente los que tienen que ver con la inversión. Para invertir en los 
cuatros años solicitamos $ 32:000.000 y se nos aprobaron $ 30:000.000, es decir, casi todo lo que pedimos; la 
única diferencia estriba en que solicitamos que este monto estuviera más concentrado en el primer año de 
gestión y en realidad fue distribuido a lo largo de los cuatro años. Pero en este sentido no tenemos problemas. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Formularemos algunas preguntas vinculadas con el 
articulado, pero antes preferimos que el señor Ministro avance más en la explicación del planillado 
porque tenemos algunas dudas al respecto. Queremos saber si él podría hacer algunas consideraciones 
generales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El orden que se ha mantenido hasta ahora es que los invitados hagan una 
exposición general, luego se refieran al articulado y, por último, al planillado. 


Si la pregunta del señor Diputado es sobre el planillado podrá formularla en su oportunidad. 


Me gustaría que el señor Ministro explicara cada uno de los artículos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Para tal fin, cedo la palabra a la 
contadora Dotta. 


SEÑORA DOTTA.- En primer lugar, debo decir que existe un grupo de artículos que, como dijo el 
señor Ministro, sufrió una poda importante. 


El primer artículo de este grupo es el 275. En la Ley N* 17.296 de 21 de febrero de 2001 se dispuso la 
supresión del Instituto Nacional de Abastecimiento y se derogaron todas las disposiciones que establecían 
funciones, deberes y facultades para el Instituto. Las referidas normas establecieron que el Poder Ejecutivo, a 
propuesta del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social designaría al liquidador de INA y reglamentaría el 
proceso de liquidación del patrimonio para determinar el pasivo y su cancelación, establecer sus créditos y su 
efectiva realización, enajenar los bienes, etcétera. 


El artículo 18 del Decreto reglamentario N* 459 del 2001 dice que el liquidador es quien debe gestionar la 
enajenación de sus bienes muebles e inmuebles destinando los recursos obtenidos para cubrir los costos 
generados por las tareas de liquidación y debe hacer el pago del pasivo pendiente, como corresponde. 


El 15 de marzo del 2001 fue nombrado por el Poder Ejecutivo el señor Rodrigo Goñi y del informe 
preliminar presentado por el liquidador surge que los procedimientos empleados, el llamado público a 
oferentes, no dieron los resultados esperados, especialmente por los hechos económicos ocurridos en el país 
que motivaron el desistimiento de los interesados. Esto mismo lo están haciendo actualmente importantes 
reparticiones estatales. Eso lleva a concluir que lo más conveniente resulte su enajenación al propio Estado. 
Es decir, se recomienda que los bienes inmuebles que quedaron del Instituto Nacional de Abastecimiento se 
enajenen al propio Estado. 


El 31 de agosto del 2004 se dio el cese al nombramiento del liquidador y no ha quedado un representante 
hábil. Como consecuencia, en principio se entiende que dichos inmuebles, al no ser enajenados en la forma 
prevista por la ley, se encuentran en una situación jurídica indefinida, ocupados por diferentes reparticiones 
estatales. 


Por eso es que proponemos este artículo por el que solicitamos que la transferencia de los bienes del ex 
Instituto Nacional de Abastecimiento sea hecha a favor del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y opere 
de pleno derecho con la vigencia de esta iniciativa. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Agradecemos la presencia del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social que, con generosidad, ha venido en forma puntual a esta cita. 


Me sorprendió que el señor Ministro dijera que tenía una cantidad de artículos que le hubiera gustado incluir 
en este Presupuesto y que no se lo dejaron hacer. Me gustaría que nos hiciera llegar esos artículos para 
valorar aún más la creatividad de este Ministerio. Si el señor Ministro tiene la generosidad de hacernos llegar 
esos borradores, nos podrían servir para hacer un análisis más profundo de cómo van sucediendo las cosas. 


También expresó que no le dieron esto y que no le dieron lo otro. Yo pensé que esta Cartera integraba el 
Poder Ejecutivo y que no había alguien por encima. Pero este es un comentario aparte. 


En el artículo 275 se trata la situación del ex INA. Hemos recibido a una delegación de funcionarios que nos 
dijeron que no tienen acceso a una parte de los proventos que tienen los demás funcionarios. Nos gustaría 
saber si eso es realmente así, si se va a mantener que haya algunos funcionarios del Ministerio que tengan 
acceso a la distribución de proventos y otros no, o si la idea es que estos también los reciban. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Aclaro que no dije que nos recortaron 
una cantidad que hubiera querido tener. Dije que presentamos más artículos de los que están aquí 
contemplados, pero que en general responden a la mayor parte de las cuestiones que habíamos 
planteado. Lo dije en esos términos; pero en los términos que utilizó el señor Diputado González 


Álvarez, parece que es lo contrario. Lo aclaro para que conste en la versión taquigráfica que fue 
planteado como lo dije. 


SEÑORA DOTTA.- El hecho de que los funcionarios provenientes del INA, inclusive los de ANSE -que 
también hemos recibido- no tengan acceso al fondo de participación que se forma con los proventos, es 
porque así está establecido en la Ley N” 17.296, y presumo que eso está basado en que hay una 
diferencia sustancial en cuanto a los montos de los haberes. Los funcionarios provenientes del INA y 
ANSE tienen haberes superiores al doble de los que tienen los funcionarios del Ministerio. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- En el mismo sentido del señor Diputado González Álvarez, en mi 
opinión, el artículo 275 debería resolver -creando un nuevo artículo- definitivamente la situación de los 
ex funcionarios del INA, que año a año no saben si se les va a renovar el contrato o no. Nos da la 
sensación de que esto podría ir de la mano de un artículo por el que se les pudiera dar una opción, 
como la prevista en el artículo 378 de la Ley N” 17.296, para pasar a ser parte de la plantilla de 
funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Esta situación no estaría generando un 
mayor gasto, ya que estos funcionarios actualmente revistan allí. Entonces, lo que tenemos que hacer es 
resolver definitivamente su contratación como funcionarios públicos y presupuestarlos, para que no 
sigan en esta situación. De lo contrario, estamos ante una sucesión de contratos que, además -lo sé 
porque lo conversé con el señor Ministro anterior, doctor Pérez del Castillo-, genera algunas 
dificultades en lo que hace a la inserción en la carrera administrativa. La situación de estos 
funcionarios se dificulta, ya que al no estar dentro del régimen general de funcionarios del Ministerio 
no se sabe si pueden hacer carrera o no; muchas veces están percibiendo sueldos diferentes a los que 
perciben personas que desempeñan igual función, a veces ganan más. 


Hay que resolver este problema; por eso creo que tendríamos que redactar un artículo complementario que 
les de la opción para que estos funcionarios se reincorporen al Ministerio. 


SEÑORA BELVEDERE.- En respuesta a la interrogante del señor Diputado Iturralde diré que en uno 
de los artículos que habíamos propuesto esa situación estaba plasmada, es decir respecto a los 
funcionarios que no habían podido ingresar a incorporarse a la plantilla del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, pero no nos fue aceptado. El artículo que habíamos propuesto establecía que el 
personal del Instituto Nacional de Alimentación, que figuraba en la planilla de trabajo al momento de 
suprimirse dicho órgano, podría ampararse a lo previsto en el literal B) del artículo 378 de la Ley 
N? 17.296, dentro de los sesenta días siguientes a la vigencia de la presente ley, en régimen de contrato 
de función pública y en el último grado del escalafón que correspondiera. 


Este fue uno de los artículos que no fue aceptado, tal como lo decía el señor Ministro. Se lo podemos hacer 
llegar al señor Diputado González Alvarez. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Precisamente eso fue lo que dije al principio. Lo que manifesté fue 
que, si nos acercan los artículos que no fueron aceptados -no sé qué palabra utilizó el señor Ministro-, 
con mucho gusto los analizaremos y, si compartimos la redacción, podemos incluirlos como aditivos. 
Del mismo modo actuaremos con todo lo demás, para mejorar el Presupuesto; esa es nuestra intención. 
Por eso queremos analizar lo que no pudo ser incluido en el Mensaje original. Hasta el día de ayer, 
esperamos pacientemente que viniera un Mensaje complementario, pero no ocurrió. Veremos si es 
posible introducir algunos artículos como aditivos o sustitutivos; si no podemos hacerlo, esperaremos el 
Mensaje complementario que se remita al Senado. 


Reitero que coincidimos con esta idea. Si nos hacen llegar los artículos correspondientes, los analizaremos y, 
s1 compartimos la redacción, trataremos de incorporarlos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Insisto en que, en general, hay dos 
conjuntos de artículos. Uno tiene que ver con la reestructura de personal y quedó fuera del 
Presupuesto, no solo en nuestra Cartera sino en todos los Ministerios, porque será considerado después 
globalmente. Por eso, dichos artículos no están contemplados en esta instancia. 


Insisto también en la manera de formular esta idea, porque se puede entender de forma diferente. Lo que 
estoy diciendo es que estas cosas van a ser consideradas después, no que fueron rechazadas; es distinto. 


Por eso no vamos a presentar otros artículos, salvo el relativo al régimen de exclusividad de los inspectores, 
porque no hace a la reestructura sino a un régimen que ya existía en el Ministerio y que fue modificado. 
Queremos retomar el régimen que regía, aunque demoremos más tiempo en reglamentarlo. Con respecto a 
ese tema sí vamos a presentar algún artículo; en cuanto a la otra cuestión no, porque refiere a un criterio 
global que se mantendrá en todos los Ministerios. 


Esta es la precisión que me interesaba hacer. 


SEÑOR TROBO.- Resulta de estricta justicia incluir en una norma como la que tenemos a estudio el 
artículo que el Ministerio envió y luego retiró. Lo digo porque la situación laboral del personal de que 
se trata se generó en contra de su voluntad. Ellos eran funcionarios del régimen privado y, por una 
disposición legal, el Estado resolvió pasar la actividad que desarrollaban al área estatal. Si el Estado no 
los despidió antes o en el momento de asumir esa actividad como propia y de resolver que se realizara 
en el marco del derecho público, debe introducirlos en el régimen de los funcionarios públicos. De lo 
contrario, les ocasiona un perjuicio, no querido por ellos, sino consecuencia de una decisión que el 
Estado toma con respecto a la actividad que realizaban. 


Recuerdo que la situación más notoria y quizás más cercana que debió resolverse en una ley presupuestal fue 
la derivada de la supresión de ANSE, que era una entidad de derecho privado y, por ende, sus funcionarios se 
desempeñaban en la actividad privada. Cuando se suprimió ANSE, sus funcionarios pasaron a la órbita del 
Estado; creo que, específicamente, fueron al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En aquel momento se 
les mantuvo la relación laboral con el Estado, tal como la tenían con ANSE e, inclusive, se aceptó el régimen 
especial de doble jubilación pública o de jubilación compatible con la actividad. Quiere decir que personas 
que estaban jubiladas de la función pública reingresaron al sector público, porque la ley los habilitó a hacerlo. 
También se dio el caso de personas que estaban empleadas por un organismo del Estado y por ANSE a las 
que se les permitió tener doble empleo público, lo que está prohibido por la ley. Obviamente, esto ocurrió 
porque el empleo que correspondía al sector privado había pasado a la órbita estatal como consecuencia de 
que el Estado había asumido esa tarea dentro del régimen de derecho público y de función pública. No hubo 
voluntad de los funcionarios de tener dos empleos; repito que se trataba de la consecuencia de que el Estado 
hubiera asumido una actividad que no realizaba antes. 


Estos casos necesariamente tienen que ser resueltos por la vía legal. De lo contrario, la lógica indica que no 
tienen solución. Estas personas están en una situación de inseguridad laboral que va mucho más allá del 
contrato de función pública. No se trata del mismo régimen laboral de los viejos funcionarios públicos -por 
llamarlo de algún modo-; son una nueva categoría de funcionarios que en cualquier momento podrían perder 
su condición de tales por el solo hecho de que la Administración resolviera no pagarles más el sueldo. Por 
eso, estas instancias presupuestales a veces tienen que incluir estos aspectos vinculados con situaciones 
puntuales. Además, si pretendiéramos resolver este problema con otra ley que no fuera de carácter 
presupuestal o una Rendición de Cuentas, no podríamos hacerlo. 


Si la situación existe, debemos razonar y procurar una salida que permita que en esta instancia contemplemos 
la preocupación y la angustia de estos funcionarios. 


SEÑORA KECHICHIÁN.- Me gustaría dar mi opinión sobre este tema. 


Compartimos los planteamientos acerca de la situación de los funcionarios del INA, pero lo que estamos 
proponiendo es que no se incorporen ahora los artículos correspondientes, porque hay una decisión del 
Gobierno -que apoyamos- de considerar globalmente el enorme caos que hay en la estructura de funcionarios 
del Estado en cada uno de los Ministerios. Repito: queremos tener una visión global del tema; el año 
próximo, cuando esto se haya analizado en todos los organismos del Estado, esta situación será contemplada. 


Por otra parte, este problema no data de cinco o seis meses sino de muchísimos años e, indudablemente, no 
ha habido voluntad política para resolverlo o no se ha podido solucionar. En este caso, está claro que será 
parte de los insumos que pondremos sobre la mesa cuando analicemos el enorme caos que tenemos en la 
estructura funcional del Estado. Esta será una de las tantas situaciones que tendremos que considerar; es uno 


de los tantos casos en los que ha habido toqueteos y soluciones parciales que nos han dejado lo que hoy 
encontramos. 


Quería dejar sentado que esta es nuestra posición; no se trata de que no seamos sensibles a lo que sufren los 
funcionarios en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y en tantos otros ámbitos públicos. 


SEÑOR GAMOU.- Sé que el señor Presidente se va a enojar porque quiere entrar en la consideración 
del articulado, pero me veo obligado a hacer un par de reflexiones. 


Creo que en el futuro tendremos que cambiar los Mensajes que envía el Poder Ejecutivo en la instancia 
presupuestal y exigir a los Incisos que remitan una pequeña introducción, de dos o tres carillas, en la que 
expliquen cómo recibieron el Inciso de la Administración anterior; me parece que eso sería muy esclarecedor. 


Advierto que, constantemente, con un espíritu de colaboración, los Diputados de la oposición se ofrecen con 
gentileza a introducir aditivos y sustitutivos. Hay un Gobierno, un Poder Ejecutivo y una bancada de 
Gobierno que empezaron a gobernar el 1” de marzo. Los Diputados de la oposición tuvieron veinte años para 
introducir esas disposiciones, pero no lo hicieron. Por lo tanto, creo que es de rigor y de gentileza 
parlamentaria dejar que aquellas cosas que el Poder Ejecutivo considere necesarias para desarrollar su labor 
las introduzca a través de los Ministerios o de los Diputados de la bancada oficialista. De cualquier manera 
estamos muy agradecidos con la gentileza que están demostrando pero, reitero: dicen que veinte años no son 
nada, y yo considero que veinte años son muchos. En realidad, no creo que nosotros debamos aceptar este 
gentil ofrecimiento ya que, en definitiva, tenemos una bancada numerosa y un Consejo de Ministros muy 
grande. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, cuando el señor Diputado Gamou dijo que al Presidente no le 
iban a gustar sus manifestaciones, tenía razón. Creo que ese no es el mecanismo de funcionamiento de 
esta Comisión, porque no es sencillo contemplar todas las opiniones de las señoras y señores 
legisladores. 


Como ustedes saben, tenemos un compromiso a la hora 17:30, por lo que solicito que intentemos reordenar el 
funcionamiento de la Comisión para seguir avanzando. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Yo quisiera presentar una moción de orden. 


En realidad, la intervención del señor Diputado Gamou va a hacer que todos nosotros tengamos que 
contestar. Y, francamente, nosotros hemos venido acá a escuchar al señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social, lo que estamos haciendo con total tranquilidad y respeto. 


Creo que una intervención de este tipo va a trastocar totalmente el funcionamiento de la Comisión. Y si esto 
consta en la versión taquigráfica todos deberemos contestar. Y lo vamos a hacer aunque estemos con el tema 
una hora más. 


Si el señor Diputado Gamou, con la gentileza con que se ha manejado y que ha reconocido en otros, admite 
que sus palabras se saquen de la versión taquigráfica, podremos seguimos adelante. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Pido la palabra. 
(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Hay varios oradores anotados, señor Diputado. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- He solicitado hacer uso de la palabra para plantear una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Amorín Batlle planteó una moción de orden, que no fue 
aceptada por el señor Diputado Gamou. 


Espero que el señor Diputado González Álvarez realmente plantee una moción de orden, porque hay una lista 
de oradores que debemos respetar. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Indudablemente, creo que el señor Diputado Gamou, a quien 
conozco, quizás pueda aceptar el haberse desahogado hablando, pero que ello no conste en la versión 
taquigráfica. De no ser así, nosotros no podemos estar aquí pacientemente aceptando cosas que no 
corresponden. 


Cuando nos reunimos en la Comisión de Presupuestos, lo hacemos justamente para tratar el Presupuesto y si 

hay algo, un artículo o una frase que podemos ayudar a mejorar, o si quedó algo pendiente como varias veces 
ha sucedido -cuando de repente el propio Gobierno nos dice que se les pasó-, lo incorporamos, porque esa es 
nuestra tarea. 


Considero que con el argumento esgrimido por el señor Diputado Gamou no se puede hacer nada. 
Simplemente, podemos esperar que la inventiva y lo que se le ocurra a quienes hoy son Gobierno, mejore 
todo. Además, él empareja a todos los Gobiernos. 


Me haría muy feliz que el señor Diputado Gamou dijera: "Bueno, está bien; no sigamos con esta discusión y 
lo sacamos de la versión taquigráfica, porque no tiene nada que ver con el tratamiento que debemos tener con 
el Ministerio". Me parece que es el mismo sellito que tiene para todos los Ministerios; no se puede decir nada 
porque todo lo anterior fue horrible y no cambiaron nada. Esto no es así, porque dentro de cinco años cuando 
el actual Gobierno deje de serlo, también habrá cosas mal hechas y siempre puede venir alguien a mejorarlas. 
El mundo es así y no debemos creernos superdioses; no debemos creer que ahora llegó el Mesías. No; llegó 
gente con ganas de trabajar... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Diputado: no quisiera violentarlo, pero lo que está haciendo es una 
exposición que otros señores legisladores... 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Si se hubiera aceptado por parte del señor Diputado Gamou lo que 
pacientemente le hemos pedido, cortaríamos acá y podríamos seguir con el señor Ministro. Si el señor 
Diputado Gamou no lo acepta, entonces, cada vez que podamos vamos a intervenir. 


Mi solicitud es en el sentido de que el señor Diputado Gamou colabore con la Comisión y retire sus palabras 
de la versión; de ese modo, retiraríamos también las nuestras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Diputado Gamou para referirse a la moción de 
orden presentada por los señores Diputados Amorín Batlle y González Alvarez respectivamente. 


SEÑOR GAMOU.- Jamás, en lo personal ni como bancada, hemos solicitado que se retire una 
expresión de la versión taquigráfica. Lo reivindicamos para todos y, por lo tanto, nos parece que no 
corresponde. Creo que, si entráramos en eso y fuéramos a retirar de la versión taquigráfica cosas que 
no nos gustan o que consideramos fuera de lugar, quizás nos tendríamos que pasar todos los días dos o 
tres horas podando versiones taquigráficas. Creo que no corresponde. 


SEÑOR POSADA.- Simplemente, nuestra intención era recordar las circunstancias particulares que 
rodearon la incorporación de los ex funcionarios del Instituto Nacional de Abastecimiento. 


Quiero destacar que antes de la creación de este Instituto, los funcionarios que pertenecían a la Dirección 
Nacional de Abastecimiento tuvieron la posibilidad de optar por incorporarse al INA, que funcionó dentro de 
la órbita del derecho privado, o por permanecer en el Ministerio. 


Por cierto, hay que recordar que aquellos funcionarios que optaron por permanecer en la órbita del 
Ministerio, pasaron las de Caín, porque estuvieron durante largo tiempo en una suerte de limbo donde 


notoriamente fueron perjudicados, inclusive desde el punto de vista salarial. 


Posteriormente, un proyecto de ley que impulsamos -recuerdo- a nivel de la propia Comisión de Hacienda 
terminó solucionando esa situación. Pero, la verdad es que muchos de esos funcionarios que hoy siguen 
perteneciendo al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y en algunos casos pasaron a otros Ministerios, 
vivieron circunstancias realmente lamentables. 


Los funcionarios que optaron, en realidad, renunciaron como funcionarios públicos y se integraron al ámbito 
privado. Cuando nuevamente se cierra el Instituto Nacional de Abastecimiento, digamos que "papá Estado" 
termina absorbiendo a esos funcionarios que habían roto su vínculo con el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, además de a los muchos funcionarios más que habían ingresado "a dedo" en el Instituto Nacional de 
Abastecimiento. Obviamente, ingresaron al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con un mayor sueldo 
del que se pagaba en la órbita pública, porque estaban trabajando en el sector privado. 


Digo esto para que, por lo menos, cuando hablamos de estos temas, tengamos los elementos arriba de la 
mesa. Allí no hay una situación de perjuicio real. Considero que sí tiene que haber algún tipo de integración, 
porque esta situación no se puede mantener a futuro, pero, en todo caso, tengamos presente todos los 
elementos porque, de lo contrario, terminamos haciéndonos trampas al solitario. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Creo que lo mejor hubiera sido -como se le pidió- que nuestro colega y 
buen compañero Gamou retirara sus palabras, ya que la idea no es sacarlas a través de una votación ni 
nada que se le parezca, sino que voluntariamente debemos tratar de evitar temas que nos separen para 
poder entrar al fondo del asunto. 


Simplemente quería decir que, con relación a este tema, tenemos que buscar de una buena vez una solución 
para todos los funcionarios del INA y dejarnos de ironías. 


En lo que tiene que ver con las auditorías a que hizo referencia el señor Diputado Gamou, quiero manifestar 
que me parecen muy positivas. Lo afirmé en la Prensa y lo dije en la Cámara de Representantes un día en que 
la señora Presidenta no pudo contar los votos porque ya eran las ocho de la noche. Asimismo, solicitaba que 


se aplicara en la Intendencia Municipal de Montevideo, ya que no hemos obtenido respuesta. Esa solución 
quizás la tengamos que legislar... 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¡Por favor, señor Diputado! 
SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- ¿Solo yo no puedo hablar de lo que quiero? 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, refiérase a lo que dijo el señor Diputado Gamou. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me estoy refiriendo a ello. Como él habló de la necesidad de hacer 
auditorías, sin saber cómo se recibe cada cosa y nosotros queremos conocer cuál es el déficit que se dejó 
en la Intendencia Municipal de Montevideo, solicitamos que eso también se haga extensivo. Es más: 
deberíamos legislar en ese sentido. 


SEÑORA CHARLONE.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Sí, señora Diputada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Diputada Charlone. Recordemos que está 
presente la delegación que nos visita. 


SEÑORA CHARLONE.- Realmente, creo que nos estamos yendo por las ramas. No existen mociones 
que puedan ser votadas para que un legislador retire algo de la versión taquigráfica; no es potestad de 
la Comisión, es del Presidente o voluntad de un legislador. Por otro lado, me parece que lo que dijo el 
señor Diputado Gamou tiene bastante que ver, porque se ha planteado acá una sucesión de situaciones 
que vienen del pasado. Sería bueno saber en cada Inciso cómo se reciben las cosas porque llama mucho 


la atención que determinados planteos que anteriormente no contaron con voluntades para llevarse a 
cabo, ahora sí las tengan. Bienvenidos sean esos cambios de voluntades, pero también es necesario 
señalarlo. 


En cuanto a la Intendencia Municipal de Montevideo o a cualquier Intendencia, el estado de los déficit es 
indudablemente algo que está afuera del Presupuesto. El Partido Nacional tiene una bancada interesante de 


Ediles, así que ese es el ámbito donde deben tratarse esos temas. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Esto está fuera del Presupuesto pero no fuera de la política, y hay una 
fuerza política que quiere hacer auditorías en todos lados menos en donde ha venido gobernando. Esa 
es la situación que se da. 


SEÑORA KECHICHIÁN.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Sí, señora Diputada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Diputada Kechichián. 


SEÑORA KECHICHIÁN.- Quiero dejar una constancia. He escuchado al señor Diputado Iturralde 
Viñas -por el que tengo un gran respeto-, pero no puedo permitir que se diga que no se permiten 
auditorías en el Gobierno de Montevideo, cuando el Gobierno de Montevideo hizo un concurso abierto 
de oposición y méritos para proveer el cargo de auditor, que no es un cargo de particular confianza. 
Por lo tanto, es una Intendencia que está auditada, luego de haber utilizado el mecanismo más idóneo 
para proveer ese cargo: el concurso. Por lo tanto, no puedo permitir que se diga que en el único lugar 
donde hemos gobernado hasta ahora -porque a partir de ahora vamos a seguir gobernando en muchos 
otros lugares- no hay auditorías. Esto era lo que quería hacer constar en la versión taquigráfica. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me refería a las auditorías externas y no a las internas. Precisamente, 
estamos reclamando auditorías externas en todos los lugares que se han tomado para gobernar. 


Finalmente, quiero decir que conozco cuál es la situación en la que se trabaja desde áreas sociales como el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y que, por lo tanto, soy consciente de las limitaciones que los 
equipos económicos suelen poner a todos estos temas, casi siempre marcados -como en este caso que 
estamos viviendo hoy- por el Fondo Monetario, el Banco Mundial, el BID y todos los organismos que hasta 
hace muy poquito fueron malos. Por lo tanto, señor Ministro, cuente con la solidaridad nuestra para trabajar 
contra los equipos económicos, como lo tuvimos que hacer tantas veces. 


SEÑOR MACHADO.- Creo que debemos volver el eje de la discusión al lugar correspondiente. Me 
parece absolutamente inadecuado e inoportuno lo que se ha planteado por parte del señor Diputado 
Gamou porque realmente no tiene nada que ver. Aquí lo que se plantea es simplemente que los ex 
funcionarios del Instituto Nacional de Abastecimiento puedan tener la oportunidad de integrar la 
plantilla de funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, lo que sin lugar a dudas está 
dentro de la voluntad del equipo de dicho Ministerio. Verdaderamente, estamos convencidos de que ha 
habido situaciones como esta en el pasado, en el presente, y de que habrá en el futuro. Realmente es 
muy difícil hacer la aseveración tranquila y llana de que a partir de ahora se van a solucionar todos los 
problemas. No es así; todos sabemos que no es así. Creo que debemos rescatar el espíritu positivo que 
hay en la Comisión para ir aportando soluciones que sin duda van en la dirección correcta. Nadie 
puede decir que no es justo que estos funcionarios, que están en una situación absolutamente 
incómoda, se incorporen al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; creo que la voluntad de los que 
estamos aquí presentes es dar una mano en esa dirección. A veces, se sale rápidamente a la defensiva, 
como queriendo cubrir una posición que verdaderamente no entendemos, porque acá todos estamos 
para buscar la mejor solución para el país en general, para buscar la mejor redacción de cada artículo 
y el mejor aporte. Este caso es muy concreto. Existía la iniciativa por parte del Ministerio y creo que 
todos tenemos la voluntad de llevarla adelante para mejorar este Presupuesto. Creo que ese debe ser el 
eje de discusión de este tema y que no debemos irnos por las ramas; no vamos a pasar horas 
discutiendo. No voy a contestar lo que tiene que ver con los Gobiernos anteriores porque nos 


comprenden las generales de la ley; la historia va a ir rápidamente poniendo las cosas en su lugar. Yo, 
como todos los que coparticipamos en los Gobiernos anteriores, vamos a tener la oportunidad de pasar 
raya sobre la gestión de este Gobierno y ya hablaremos sobre estos temas. No es este el momento ni la 
oportunidad. 


SEÑOR ASTI.- Simplemente, para acompañar la sugerencia del señor Presidente de volver al 
articulado y para dejar constancia de que este documento, los trescientos noventa y pico de artículos, 
es la expresión financiera y normativa del programa de Gobierno y fue firmado por los trece 
Ministros; no fue ordenado por ningún agente externo al Consejo de Ministros. Esa es la expresión que 
nosotros queríamos mantener. 


Por otra parte, quiero decir que el silencio con respecto a algunas aseveraciones que se han hecho sobre algún 
otro Gobierno, en particular sobre un Gobierno departamental, no es ninguna aceptación de nada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos tratando el articulado y vamos a seguir estrictamente con el 
articulado y luego con el planillado. Tiene la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creo que estoy en el articulado, pero 
se dijeron cosas que tocan algunos artículos. Quiero decir una vez -y no repetirlo- que uno cuando 
comienza algo que tiene pasado, está condicionado por el pasado. Yo no dije, no lo dijo la contadora, no 
lo dijo la técnica en administración, que se van a arreglar todas las cosas de acá en adelante. No lo 
dijimos porque sería un aventurerismo decir eso. Uno arranca condicionado y el condicionamiento no 
se califica; yo no puedo calificar al Fondo Monetario Internacional de bueno o malo. No puedo 
calificarlo. Creo que tuvimos un condicionamiento; modificamos algo dentro de lo posible y seguimos 
con el condicionamiento. Es así. Pero, ¿es así porque queremos? No, es así porque hay una continuidad 
y no hay ruptura; se mantiene y se rompe a la vez. Esto es lo que está pasando con este artículo y no va 
a pasar con otro. Yo no lo quiero volver a decir. 


Dentro de la continuidad, hay una voluntad de conversar todos juntos. Pero tenemos otros temas: INA, AFE, 
PLUNA, ANSE. Y todo esto significa un problema dentro del Ministerio; significa un problema de una escala 
salarial de locos. Eso nos complica muchísimo y queremos empezar a resolverlo todos juntos. Pretendemos 
dejarlo fuera del Presupuesto y tratarlo como reestructura de todo factor humano que está en todos los 
Ministerios. Comparto que hay que arreglarlo, junto con otras cosas. Como en una estructura compleja uno 
no puede mover una cosa sin que se le mueva otra, hay que tratar todo junto. Eso es lo que está planteado. Si 
bien como Ministerio de Trabajo y Seguridad Social dijimos: "Esto hay que arreglarlo", y así lo planteamos, 
el punto de vista del que globalizó los planteos de trece Ministerios fue: "Para tocar esto y que no se mueva 
allá, arreglémoslo todos juntos"; nosotros admitimos eso. Nos parece correcto. Por eso no insistimos con que 
se mantenga el punto que habíamos planteado, sino que lo tratemos junto con otras cosas. 


SEÑORA DOTTA.- El artículo 276 se refiere a trece funcionarios provenientes del Banco de Previsión 
Social que se encuentran actualmente prestando funciones en comisión en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Se busca una solución para que puedan incorporarse definitivamente a la nómina del 
Ministerio, dado que en estos años han ido especializándose. Ellos se dedican a la parte de 
negociaciones colectivas y tienen un bagaje de experiencias y conocimientos que haría difícil prescindir 
de ellos. No crea costos para el Estado y se les da la opción de que ellos puedan venir. 


El artículo 277 crea treinta y dos cargos de negociadores para la Unidad Ejecutora 002 "Dirección Nacional 
de Trabajo", del Programa 002 "Estudio, Coordinación y Ejecución de la Política Laboral", con destino a los 
Consejos de Salarios. Se busca profesionales y técnicos especializados en la negociación. 


SEÑOR CASARETTO.- ¿Está previsto la realización de un concurso para la provisión de estos 
cargos? 


SEÑOR MACHADO.- ¿Cuál va a ser el régimen en el que van a ser contratados? 


SEÑORA DOTTA.- En este momento, el conjunto de negociadores está siendo pagado por el PNUD. 
Ellos entraron por concurso. La idea es contratarlos en régimen de función pública y que sean 
seleccionados a través de un concurso. 


SEÑOR CASARETTO.- ¿Un concurso cerrado? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Esto tiene que ver con lo que decía al 
principio al hablar de la prioridad a la Dirección Nacional de Trabajo. Cuando PNUD nos dio la 
posibilidad de contratar a treinta negociadores, hicimos un llamado público al que se presentaron 240. 
De ellos, se seleccionó por méritos a cuarenta, quienes hicieron un curso. Finalmente, se hizo un 
concurso entre ellos y se seleccionaron treinta y sus respectivos suplentes. Es lo que entendemos que 
corresponde contratar, salvo que haya habido una evaluación de trabajo negativa o alguno que se haya 
retirado. Entonces, si la lista no se completa, habrá que llamar nuevamente a concurso. 


SEÑORA DOTTA.- El artículo 278 trata de una modificación y ampliación de los cometidos de la 
Dirección Nacional de Empleo. Dicha Dirección fue creada por la Ley_N” 16.320, al igual que la Junta 
Nacional de Empleo. En la Ley N” 16.736, se hizo una ampliación de sus cometidos. En este momento, 
por los escasos recursos de funcionamiento, encuentra que puede dar una satisfacción parcial a lo que 
se espera a través de esos cometidos. La gente de la Dirección Nacional de Empleo y el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social están proponiendo ampliar los objetivos. 


A su vez, en el artículo 279 se propone hacer uso de un Fondo para estudio, investigación, fomento y 
coordinación de políticas activas de empleo y formación profesional, con el objetivo de crear y fortalecer 
emprendimientos productivos. El referido Fondo se integrará con donaciones, herencias, legados, 
fideicomisos, cooperación nacional o internacional, asignaciones legales o reglamentarias u otros fondos que 
se afecten a tal fin aportados por instituciones públicas o privadas. 


SEÑOR CASARETTO.- Entiendo la opinión de la señora Directora porque son dos artículos que 
pueden manejarse juntos. 


¿Se va a dotar a la Dirección Nacional de Empleo de recursos para todo este funcionamiento que se crea? De 
no asignarse una partida de dinero importante, creemos que todo esto va a quedar expresado en el papel pero 
no podría desarrollarse como corresponde. 


Por otra parte, el inciso n) del artículo 278 dice: "Promover, apoyar y desarrollar las actividades tendientes a 
la creación de microemprendimientos y PYMES, incluyendo las de economía social y otras figuras de trabajo 
asociado así como a empresas recuperadas y en procesos de reconversión". ¿Estos cometidos no se 
superponen con los de la Corporación Nacional para el Desarrollo, figura que hoy existe en la estructura del 
Estado? Esta función que se establece en el inciso n) del artículo 278, junto al artículo 279, pensamos que se 
superpone con cometidos asignados a la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Voy a expresarme en el mismo sentido que el señor Diputado 
Casaretto. A mi entender, los literales n) y 0) del artículo 278 y el artículo 279 desnaturalizan las 
funciones y el espíritu con el que fueron creadas la DINAE y la JUNAE por el Gobierno del Partido 
Nacional. Si hoy estuviéramos promocionando este tipo de actividades, estaríamos chocando con otros 
ámbitos, particularmente con la Corporación Nacional para el Desarrollo y con determinados créditos 
del Banco de la República. No creo que sea función del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social lo que 
está previsto en los literales n) y 0) del artículo 278 y en el artículo 279. En principio no somos 
partidarios de ampliar las áreas de este Ministerio; estamos ampliando de tal manera sus cometidos 
que nos estamos saliendo de lo previsto inicialmente. Nos parece muy bien que se destinen fondos para 
esto, pero creemos que los fondos deberían destinarse a otras áreas del Estado y no a la Dirección 
Nacional de Empleo. No debe ser el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el que maneje este tipo 
de cosas. 


En el caso de que se quiera mantener la posición de que estas áreas estén bajo la órbita del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, lo correcto sería topear los fondos. Digo esto porque son muchos los fondos que 


se pueden afectar. En estos literales se faculta a administrar un fondo, pero no se dice cual. Por eso creemos 
que es bueno que esta facultad esté topeada por ley. 


SEÑOR POSADA.- Quiero formular dos preguntas concretas con respecto al alcance del término 
"colocación" establecido en los literales c) y d) del artículo 278. El literal c) se refiere a programar, 
ejecutar o coordinar planes de colocación para grupos especiales de trabajadores y en el literal d) se 
habla de administrar la información de las empresas privadas de colocación. 


SEÑOR MACHADO.- Me parece bien ambicioso el proyecto que asigna todas estas materias a la 
Dirección Nacional de Empleo. Me gustaría que el equipo que acompaña al señor Ministro de Trabajo 
y Seguridad Social nos ampliara la información sobre los literales c), 1) y m). 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer una aclaración respecto a la utilización del Fondo de Reconversión 
Laboral y en cuanto a que no se entendía conveniente que estuviera comprendido dentro del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. Estamos hablando de la Dirección Nacional de Empleo. En ese sentido, 
el objetivo fijado en el literal j) es ejecutar políticas activas de empleo directo, incentivos a la 
contratación y apoyo a los micro y pequeños emprendimientos. Es para cumplir con lo que establece 
este literal que se podrá recurrir al Fondo de Reconversión Laboral. 


Algún señor Diputado hacía la historia de su creación, pero también habría que analizar la historia de cómo 
han sido utilizados o no utilizados los fondos de reconversión laboral. Me pregunto qué órgano es más 
conveniente que la Dirección Nacional de Empleo para ejecutar políticas activas de empleo directo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Como habrán podido apreciar, el 
artículo 278 establece la voluntad de trabajo y los lineamientos políticos de trabajo. Los lineamientos 
políticos de trabajo implican una valoración política. Aunque no quiero ingresar en lo que quería 
entrar el señor Diputado Gamou, acá sí tengo que hacerlo porque creemos que hay que modificar las 
políticas de empleo. No compartimos las actuales políticas de empleo. Por ello este artículo establece un 
nuevo diseño de las políticas de empleo. 


Es cierto lo que decía el señor Diputado Iturralde Viñas acerca del momento en que se ubicó esto, pero 
considero que no es posible generar empleo desde el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social cuando las 
políticas económicas y sociales no solo no empujan para eso, sino que empujan hacia otro lado. No es posible 
generar empleo con cursos que teóricamente reconvierten a los trabajadores pero no a las empresas. Hay que 
reconvertir a las empresas y después adecuar los trabajadores a esa reconversión. Pero reconvertir 
metalúrgicos a carpinteros, cuando las empresas metalúrgicas y las carpinterías están en crisis, no funciona, 
porque los que estudiaron carpintería como reconversión no entran a trabajar en una metalúrgica, ni los que 
estudiaron metalúrgica como reconversión entran a trabajar en una carpintería. Esto sucede porque están 
menos capacitados que los empleados de esa empresa que deja de trabajar. A esto se le llamó política de 
empleo pero nosotros consideramos que fue política de financiación del desempleo. Quienes hacían los 
cursos iban porque los cobraban. Yo trabajaba en la pesca y vi compañeros que elegían los cursos por su 
duración. Elegían el curso más largo porque le pagaban media Unidad Reajustable por día. Vi trabajadores 
que decían "elegí el más largo, el que tiene ciento ochenta horas", "agarrá este que tiene más días". Así no se 
reconvierte a nadie. La gente iba a esos cursos porque tenía un ingreso. Además, se extendió el seguro de 
desempleo de seis meses a un año y medio. Era financiar el desempleo. Después uno no podía reconvertirse 
en el trabajo. 


Nosotros queremos reconvertir las políticas de empleo y para eso hay que incluir puntos que son 
programáticos; no manejan el dinero que va a manejar la Dirección Nacional de Empleo, pero sí establecen lo 
que ella tiene que hacer. Esto se hace además porque considero que si las políticas económicas y sociales no 
apuntan a reactivar el país, a que reabran fuentes de trabajo, a que reabran industrias, a que se vuelva a la 
tierra, a que el comercio salga de la crisis y genere puestos de trabajo, no hay Ministro ni Ministerio de 
Trabajo en el mundo que cree un puesto de trabajo, salvo el de las unidades capacitadoras que sí pueden 
proliferar y tener trabajo. Pero si no se avanza hacia eso, los que son capacitados no necesariamente 
encuentran trabajo. Las políticas de empleo, como se están diseñando en este Gobierno, no se ubican 
exclusivamente en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social sino que hay una coordinación entre los 
Ministerios de Economía y Finanzas, de Trabajo y Seguridad Social, de Ganadería, Agricultura y Pesca, de 


Industria, Energía y Minería y de Turismo y Deporte. Pero la ventanilla de entrada para crear 
emprendimientos productivos, comerciales y de servicios está en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
Por eso esta declaración programática del artículo 278. 


Y se necesita dinero. Sí, se necesita, pero se necesita poder manejar dinero que quizás no lo tiene el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Además hay cooperación internacional, tanto italiana como 
española, y hay fondos del BID que se pueden dedicar a la construcción de emprendimientos que generen 
puestos de trabajo. ¿Qué hace el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social? Es la ventanilla de entrada. La 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto tiene un programa de empleo que tenía cinco y ahora cuatro 
subprogramas de empleo. Ellos son inclusión en el trabajo -la unidad ejecutora es el Ministerio de Desarrollo 
Social-, apoyo a pymes exportadoras, que son industriales -la unidad ejecutora es el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería-, formalización del trabajo y bancarización del trabajo. Para estos dos últimos 
subprogramas la unidad ejecutora es el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Había un quinto 
subprograma que era el de recuperación de la capacidad ociosa instalada en el país, que se unió con 
bancarización del trabajo. Es decir que se instala una ventanilla de entrada, que no es inmóvil sino móvil, que 
recorre el país, que plantea la posibilidad de créditos, de inversión y de asociación de productores de distinta 
índole que se pueden complementar. Si en esa complementación generan nuevos puestos de trabajo, pueden 
acceder a créditos más baratos. 


Eso es lo que estamos adjudicando a la Dirección Nacional de Empleo para trabajar en ese sentido, en 
coordinación con otros organismos del Estado, en el entendido de que la generación de puestos de trabajo 
tiene que ver con la reconversión industrial y con la reconversión agropecuaria, con crear nuevas empresas, 
mantener las que están a punto de cerrar y reabrir las que cerraron. Así sí se generan puestos de trabajo, y 
quizá tengamos que capacitar, pero no a veinte peluqueros en un pueblo de dos mil personas, donde solo 
podrán trabajar uno o dos. Tenemos que capacitar para los puestos de trabajo que hay. 


En este momento el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social está haciendo convenios con la UTU, la 
Universidad de la República, la Cámara de Industrias del Uruguay, el SUNCA, la UNTMRA, el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, para capacitar una cantidad muy importante de soldadores para la empresa 
Botnia. Sabemos que no solo van a trabajar en Botnia, sino que se van a reconvertir en Ence, en la refinería 
de ANCAP y en CIR. Esa política de capacitación tiene que ver con la reconversión del trabajo en el país. 
Entonces, si hay una reconversión del trabajo en el país tenemos que capacitar a la gente para que trabaje en 
esos nuevos emprendimientos. Eso es lo que estamos planteando a través del artículo 278. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Como estoy trabajando en la Comisión de Industria, Energía y 
Minería, me tengo que ir, pero no quiero dejar de participar. Comparto muchas de las cosas que dijo el 
señor Ministro, pero quisiera saber si la idea es que esto opere a modo de banco, es decir que haya 
fondos que el Ministerio defina invertir en determinadas áreas. Muchas de las cosas previstas en los 
literales anteriores ya están funcionando, porque son muy parecidas a las que están en la Ley de 
Presupuesto desde hace diez años. Reitero que me preocupa saber si esto va a funcionar a modo de 
banco. Inclusive, en la Corporación estos fondos fueron pasados al Banco de la República o a la banca 
cooperativa para que dieran los préstamos a las microempresas. No sé si en este caso la idea es que el 
Ministerio estudie los proyectos y asigne los fondos. A eso me refería cuando hablaba de que se 
desnaturalizan los fondos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- La idea es que opere a modo de 
banco, porque si nos agarra Basilea 2 en el Banco Central no podemos prestar un peso. Queremos 
corregir lo que los bancos no pueden hacer. En este momento, quizá el que tiene un balance 
desfavorable no puede acceder a préstamos, pero en el país hay una cantidad importante de 
empresarios que tienen buenísimos negocios y quieren acceder a un crédito, y para eso el Gobierno 
anterior ya ha inventado cosas. Nosotros pensamos que tal vez esos inventos sean buenos. Me refiero al 
del fideicomiso del arroz o al fideicomiso del sector lechero. Capaz que tenemos que inventar nuevos 
fideicomisos, pero no renunciamos a tener algún fondo de reserva -no muy grande- que permita 
fomentar microempresas. Aspiramos a asignar fondos manejados por la Corporación Nacional para el 
Desarrollo -porque hay que articular con esta- o a usar el sistema financiero en sus dos versiones: los 
bancos y las cooperativas de ahorro y crédito. El problema es que los bancos no prestan la plata 
proveniente de la cooperación. 


Por ejemplo, la cooperación italiana tiene como condición que ese préstamo llegue a quien va a sacarlo al 
5,5% anual y a quince años. Los bancos que prestan al once no reciben la plata para prestarla, porque quieren 
prestar la suya. Tenemos que estudiar alguna forma que nos permita manejar el dinero de la cooperación de 
forma múltiple, recurriendo a los bancos, a las cooperativas, al fideicomiso, a la Corporación Nacional para 
el Desarrollo y a otros instrumentos que podamos crear. Si el dinero no llega a quien plantea un 
emprendimiento productivo, comercial o de servicios no fomentamos empleo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay una lista de Diputados anotados para intervenir sobre los mismos 
artículos, pero primero preferiría que el señor Ministro terminara de responder las preguntas 
formuladas. 


SEÑOR POSADA.- Yo me había anotado para establecer un juicio de valor sobre esta intervención que 
acaba de hacer el señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a permitir que el señor Ministro y sus asesores terminen el tema y 
luego daremos la palabra a los señores Diputados. Han solicitado la palabra los señores Diputados 
Tajam, Posada y Machado. 


SEÑORA LAGARMILLA.- Quisiera complementar la intervención del señor Ministro -a fin de 
responder la inquietud del señor Diputado Posada-, que ha sido sumamente amplia, explicitando en 
general los cometidos que se asignan a la Dirección Nacional de Empleo. 


Se preguntaba qué diferencia existía entre programar, ejecutar y coordinar planes de colocación para grupos 
especiales de trabajadores y administrar la información de las empresas privadas de colocación. Vamos a 
explicar los dos literales. El primero, relativo a ejecutar, coordinar o programar planes de colocación para 
grupos especiales de trabajadores, refiere a determinado grupo, ya sean mujeres, jóvenes o personas con 
discapacidad. De acuerdo con esas características y a la terminología de la OIT, tienen necesidad de un plan 
especial. En ese sentido, el Ministerio, desde que existe la Dirección Nacional de Empleo y la Dirección de 
Recursos Humanos, ha tenido planes especiales para trabajadores, ya fueran mujeres, jóvenes o personas con 
discapacidad. 


En cuanto a administrar la información de las empresas privadas de colocación, esto tiene que ver con un 
convenio internacional, que es el de las agencias privadas de colocación, que son las que intervienen en el 
mercado de trabajo, intermediando entre oferta y demanda. En ese sentido, lo que compete al Ministerio es 
obtener la información de esas colocaciones, tipo de trabajo, edad, sexo, tipo de contratación. Lo que se 
pretende es, precisamente, contar con información suficiente a efectos de tener elementos para el diseño de 
políticas activas en materia de empleo. 


Quería hacer estas puntualizaciones y quedo a disposición por cualquier aclaración que deseen hacer. 


SEÑOR TAJAM.- El Programa 003 al que estamos haciendo referencia fue creado en noviembre de 
1992, para el estudio, investigación, fomento y coordinación de políticas activas de empleo y formación 
profesional. Lo que se está haciendo aquí es dar un contenido a estas políticas activas. Con lo 
expresado por el señor Ministro y con lo que se establece aquí, está suficientemente explicado lo que 
queremos decir con políticas activas. 


¿Por qué políticas activas desde este Ministerio? Porque aquí se conoce la realidad sobre la que hay que 
actuar. No es la realidad del Banco -a lo que se acerca más la Corporación Nacional para el Desarrollo-, sino 
la del propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que conoce bien la situación del empleo, sobre la que 
hay que actuar y realmente llevar adelante políticas activas. Por eso creemos que esto le está dando el 
contenido real para actuar sobre esta situación y coordinar además -como también aquí se dijo- con el resto 
de la institucionalidad del Estado, que puede favorecer estas políticas. 


No creo que haya que abundar más para que este artículo 238 sea bien recibido por todos los señores 
Diputados. 


SEÑOR POSADA.- Primero me voy a referir a los aspectos particulares, para luego hacer algunas 
consideraciones de carácter general. 


Respecto a los aspectos particulares, me parece que tal como está planteada la palabra "colocación", termina 
siendo una suerte de menoscabo. Yo hablaría directamente de planes de empleo para grupos especiales de 
trabajadores y de administrar la información de las empresas privadas que intermedian en el mercado de 
trabajo. Porque hablar de colocación me parece como que uno dispone dónde va a trabajar una persona. Es 
simplemente un tema de redacción. 


Ahora voy a hacer algunas consideraciones de carácter general sobre lo que expresó el señor Ministro. 


Comparto la visión crítica que el señor Ministro tiene sobre el funcionamiento de la DINAE. Como bien se 
señalaba, el cometido esencial de revertir la situación de desempleo no resolvió nada; en todo caso, sirvió 
para atenuar una situación y perpetuar otra. En los hechos, este problema muy difícilmente podría corregirse 
a través de esa política. Al igual que el señor Ministro, creo que el hecho fundamental depende del 
funcionamiento de la economía, y para ello, entre otras cosas, lo que importa es, precisamente, la posibilidad 
de generar un clima que favorezca las inversiones. 


Por cierto, tengo dudas cuando analizo la proyección de las variables macroeconómicas que el propio Poder 
Ejecutivo nos plantea en este Presupuesto quinquenal y que compone el Mensaje del Poder Ejecutivo -que 
han firmado todos los Ministros-, donde se considera una inflación en dólares en el período 2005-2009 del 
orden del 38%, y además se da para ese mismo período un crecimiento en términos reales del Indice Medio 
de Salarios del orden del 20%; compartiendo con el señor Ministro la importancia que tiene la economía para 
generar puestos de trabajo. Lamentablemente, eso nos genera dudas de que efectivamente pueda en tales 
condiciones, en tal clima de negocios, producirse un crecimiento del empleo en el país. 


Queríamos dejar esto expresado porque está claro que si estas circunstancias ocurren, ni que el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social fuera Mandrake podría generar empleo. 


Por cierto es compartible la idea de tratar de cambiar la visión respecto a realizar políticas activas en materia 
de empleo. Pero me quedo con la afirmación primaria del señor Ministro en el sentido de que lo fundamental 
es que el propio funcionamiento de la economía sea capaz de estimular las inversiones de forma tal que haya 
una generación legítima en materia de empleo. 


SEÑOR CASARETTO.- Con respecto al artículo 279 y al inciso n) del artículo 278, quería saber si no 
había superposición con los cometidos establecidos en el artículo 11 de la Ley _N” 15.785, que es la que 
crea la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR ASTI.- Creo que hacía muy bien el señor Ministro en encuadrar el tema del empleo con la 
visión que tiene este Gobierno de la necesidad de contar con varias políticas proactivas en función de 
satisfacer esa demanda, que es quizás la más insatisfecha, lo que nos reclama la mayor parte de los 
uruguayos. Desde todos los aspectos del programa de Gobierno se atiende, precisamente, esa 
posibilidad de generar empleo, no solamente en cantidad sino también en calidad. 


En cuanto a la inflación en dólares del 38%, digo que el promedio del período 2006-2009 es del 3,5%, está 
bastante alineada con la internacional... 


(Interrupción del señor Diputado Posada) 


El 2005 tiene una inflación del 20%. Pero en el período en que se pueden aplicar realmente las 
políticas de Gobierno tiene un promedio anual del 3,5%. El tipo de cambio no es el único tema por el 
cual se puede generar competitividad, sino que hay otra cantidad de elementos, que no vamos a 
detallar ahora; pero no podíamos dejar pasar por alto aseveraciones de ese tipo. 


SEÑOR MUJICA.- Me quiero referir a la ubicación de una política de empleo activa en el marco de 
una política económica. 


En primer lugar, podrán compartirse o no las previsiones de la política económica de este Gobierno, pero 
indudablemente la política de empleo tiene que coincidir con esta. Esto es lo que estamos haciendo. Por 
cierto que tienen cabida otros puntos de vista, pero lo que rescato es la coherencia entre la visión macro de 
nuestro Ministerio de Economía y Finanzas y la visión referida a las políticas activas de generación de 
empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


En segundo término, esto es un intento serio no solo de capacitar personal desocupado, sino de conducirlo 
hasta la característica de personal ocupado en condición de permanencia y de calidad de empleo, que también 
es parte de los objetivos económicos del Gobierno, explicitado por nuestro señor Ministro de Economía y 
Finanzas cuando estuvo presente en la Comisión. En esa ocasión no solo habló de generación de empleo, sino 
de calidad de empleo, algo fundamental. 


Entendemos lógico que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tenga que ver con la garantía de las 
condiciones de calidad del empleo. 


Se está diseñando una política de empleo activa, entre otras cosas, porque como bien señaló el señor 
Ministro, hay fondos internacionales que no llegan a la demanda porque a la intermediación financiera no le 
conviene colocarlos. 


Esto no es un término que solo haya expresado el señor Ministro, sino que personalmente nos lo han dicho 
autoridades del BID cuando los visitamos, ya que es parte de sus reclamos. El Banco Interamericano de 
Desarrollo atribuye la falta de ejecución de los préstamos otorgados para las PYMES al desinterés de la 
banca privada en colocar esos fondos, porque hay que hacerlo en condiciones poco interesantes y 
competitivas con los propios fondos de los bancos. 


SEÑOR TROBO.- Creo que a las afirmaciones del señor Diputado Mujica es importante agregar algo: 
la banca pública también tiene el mismo problema. Los créditos italianos y españoles que han venido 
para apoyar el desarrollo de pequeños y medianos emprendimientos -algunos son donaciones y otros 
tienen tasas de interés muy bajas- han sido imposibles de vehiculizar a través del Banco de la 
República. Esto ha sido así porque este Banco se resiste a prestar dinero a tasas más bajas que las que 
él aplica para sus créditos. 


Conozco las negociaciones que se han realizado en las Comisiones Binacionales para buscar la forma y el 
vehículo para que en Uruguay exista este tipo de créditos, y sé que el Banco de la República se niega a fijar 
una tasa menor a la que aplica para sus créditos. 


Aquí hay un problema que excede el poco o mucho interés que puedan tener la banca privada o los bancos 
cooperativos, porque el asunto es que la banca uruguaya, ya sea pública o privada, no tiene interés en prestar 
dinero a tasas más bajas que las establecidas para los préstamos del dinero de sus ahorristas. Y este es un 
problema que no va a resolver este Gobierno, excepto que imponga al Banco de la República y a su 
Directorio que la tasa que cobre sea absolutamente marginal. 


Este es un problema que tenemos todos, y que no es del pasado sino del presente. Actualmente el Banco de la 
República se resiste a bajar las tasas de interés para vehiculizar créditos de España y de Italia, y ha sido un 
problema para que los créditos concedidos al país y aprobados por el Parlamento -en algún caso hace dos 
años- puedan ingresar al mercado de las pequeñas y medianas empresas. 


SEÑOR MUJICA.- La intervención del señor Diputado Trobo argumenta a favor de que estos fondos 
sean vehiculizados a través de mecanismos no bancarios. Por consiguiente, fundamenta los 
artículos 278 y 279. Comparto con el señor Diputado Trobo y hago extensivas las dificultades de la 
banca privada -a las que me referí en primer lugar porque son las que aludió el BID cuando hicimos la 
visita- a toda la banca, es decir, incluyo a la pública. Más razón aún para poner esos fondos en manos 
de un administrador que no sea bancario, para ver si logramos destapar la problemática de acceso a 
esos recursos, que están ociosos desde hace varios años. 


Reitero que esto es fundamental y que es más de lo nuevo. Es valioso que se presente una iniciativa de este 
tipo a la que, desde ya, expreso mi apoyo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Con respecto a si el literal n) colide 
con la Corporación Nacional para el Desarrollo, entiendo que no es así. 


Quizás la Corporación Nacional para el Desarrollo sea la que efectivice la relación con los fondos, pero no 
olvidemos que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a través de la Dirección Nacional de Empleo, 
tiene la función de promover, apoyar, desarrollar las actividades tendientes a la creación de 
microemprendimientos y PYMES -como dice en el artículo-, y evaluar la relación inversión-empleo. 


Yo hablé de la ventanilla de entrada y faltó decir algo: el papel del Ministerio en esa ventanilla es evaluar la 
relación que hay entre la inversión y los puestos de trabajo generados, porque si esa relación no es favorable 
a los puestos de trabajo, que se vaya por las vías tradicionales y no por las que fomentan la inversión para 
generar puestos de trabajo. 


Si la relación inversión-puestos de trabajo califica, se sigue el camino diseñado, es decir, Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, y quizás la Corporación Nacional para el Desarrollo, pero no olvidemos que la 
primera evaluación la realizará el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Esa es la función de esa 
ventanilla, articulando con otros Ministerios porque no solo puede recibir planteos sino también tomar 
iniciativas. 


Reitero que en esto no colide con la Corporación Nacional para el Desarrollo, sino que se complementa y 
tiene tareas distintas. 


Con respecto a lo manifestado por el señor Diputado Posada, quiero aclarar que si no hay políticas 
económicas y políticas sociales que empujen al empleo, no hay Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que 
pueda generar empleo. Para complementar quiero agregar que este Ministerio tiene que estar en línea con las 
políticas activas de generación de empleo del Gobierno; creo que no puede haber contradicción ni esperar 
que la propia política y la inversión por sí mismas generen puestos de trabajo para después capacitar, sino que 
deben tener un trabajo en línea con la política económica y social que apunta a reactivar la economía y 
generar puestos de trabajo, que debe complementarse con la capacitación, pero no solo con ella. 


Muchas veces, cuando aparecen grandes emprendimientos o grandes inversiones se generan puestos de 
trabajo limitados -ochenta, cien, ciento veinte-, pero alrededor de estos emprendimientos se puede generar 
una cantidad muy grande de microemprendimientos, que multiplican esa mano de obra ya generada. Este es 
el papel del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en este dibujo que estamos realizando, y por eso este 
artículo. 


SEÑOR POSADA.- Quiero señalar al señor Ministro que comparto esa visión. En tal sentido, creo que 
los microcréditos para microemprendimientos pueden ser muy efectivos para la generación de puestos 
de empleo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el análisis del articulado. 


SEÑORA DOTTA.- A través del artículo 280 se crean cuarenta cargos de inspectores para la 
Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social. 


SEÑORA NARDUCCL.- Quiero explicar los fundamentos de este artículo. 


Seguramente, los señores Diputados comprenderán la importancia que tiene la Inspección General del 
Trabajo y de la Seguridad Social dentro de las políticas del Ministerio y de la sociedad. En este momento, la 
Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social cuenta con una serie de cargos para cumplir sus 
objetivos esenciales, señalados en dos convenios internacionales del trabajo, el N* 81 y 129, que establecen, 
precisamente, sus cometidos. Entre esos cometidos debemos distinguir dos áreas especializadas: la División 
Inspectiva de Condiciones Generales de Trabajo, que en pocas palabras verifica la aplicación de las normas 
laborales que tienen que ver con el contrato de trabajo, y la División de Condiciones Ambientales de Trabajo, 
que es especializada y en la actualidad está integrada por apenas 31 cargos de inspectores, 28 ocupados y 3 
vacantes, para cubrir todo el territorio nacional y todas las actividades productivas. 


En consecuencia, esta división tiene la imperiosa necesidad de que, por lo menos, se duplique su fuerza de 
trabajo en materia de prevención de riesgos laborales, incorporando 40 nuevos inspectores, que es la razón 
por la que se presenta este artículo que lleva el número 280. 


Debo destacar que el artículo establece específicamente que estos 40 nuevos inspectores serán incorporados a 
la División Condiciones Generales de Trabajo mediante concurso de oposición y méritos, y si bien menciona 
que se trata de contratos de función pública, tenemos que señalar que por exigencias de los convenios 
internacionales esos cargos deberán ser presupuestados a la brevedad posible. 


Por otra parte, estos nuevos cargos de inspectores tendrán que ser complementados, en el Mensaje que el 
señor Ministro presentará oportunamente, con un número adecuado de abogados para permitir que la 
estructura en su conjunto canalice el incremento de labor que llegará por la incorporación de estos 40 
inspectores de trabajo, a efectos de tener resolución en los pronunciamientos jurídicos que correspondan a 
cada una de las actuaciones inspectivas, con la celeridad que la exigencia de la tarea demanda. 


Eventualmente, nos interesa incorporar en el Mensaje complementario la aprobación de 10 diez cargos de 
abogados más -esta estructura hoy cuenta con apenas 9 abogados para sustanciar cerca de 25.000 expedientes 
anuales en la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social-, también con contrato de función 
pública, para que la actuación inspectiva y el pronunciamiento final tengan una prontitud como merece la 
tarea y el trabajador que espera el pronunciamiento de la Inspección. 


El señor Ministro también señaló que se necesita un ingeniero químico y alguien con conocimiento en 
materia de estadísticas. Entre nuestros objetivos, además de la capacitación y una serie de acciones que 
potenciarán el funcionamiento de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social para garantizar 
los derechos laborales en todos los rincones del país, obviamente incorporar un ingeniero químico es 
necesario para una asesoría técnica en condiciones ambientales, con la que ya cuenta la División, aunque 
carece de pronunciamiento técnico en materia de sustancias químicas, que hoy están presentes en casi todos 
los procesos productivos. 


Además, se necesita a alguien con conocimientos en estadísticas porque la información con la que cuenta la 
Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social es de mucha importancia, no solo para el Ministerio 
sino también para todos los organismos de la Administración Central que tienen algún vínculo con el tema 
laboral, y que hoy no puede ser procesada porque se carece de personal especializado en la materia. 


Por otra parte, queremos dejar constancia de que esto es una mejora que el país se debe en materia de 
inspección de trabajo y que será, sin duda, una parte complementaria de la exclusividad de los inspectores, 
que el señor Ministro mencionó. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá resolver el régimen de exclusividad que actualmente rige 
para los inspectores de trabajo, que ha merecido observaciones de la OIT, que está esperando que el Gobierno 
nacional y la administración del trabajo den respuesta a esas observaciones que ha formulado, modificando el 
actual régimen de exclusividad que permite a los inspectores de trabajo tener un segundo empleo. Esto no 
puede sostenerse, ya que los inspectores deben volcar toda su energía, capacidad y conocimiento a la tarea 
inspectiva, mantener como único empleo la inspección del trabajo e, inclusive, mejorar su capacitación y 
"aggiornamiento”, como lo requiere la tarea, pero obviamente adecuándose el salario e incluyendo aspectos 
de permanencia a la orden a los que hoy los inspectores están obligados pero que no tienen una remuneración 
que los compense. Por lo tanto, el nuevo régimen de exclusividad seguramente tendrá que contemplar todos 
los aspectos vinculados al régimen salarial de los inspectores, incluyendo la permanencia a la orden. 


El fundamento de la incorporación de 40 nuevos inspectores es una razón de orden, en mérito a las 
observaciones internacionales y a las exigencias que el propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
entiende que debe cumplir para dar un alcance concreto y real a estos cometidos que tiene la Inspección 
General del Trabajo y de la Seguridad Social. 


SEÑOR ASTI.- Simplemente quiero saber con cuántos inspectores de trabajo cuenta el Ministerio. 


SEÑORA NARDUCCI.- Actualmente, hay 31 inspectores de trabajo en el Área de Condiciones 
Ambientales, que es la especializada en prevención de accidentes de trabajo, y 85 en el Area de 


Condiciones Generales de Trabajo, de los cuales 69 están ocupados y 16 vacantes que serán 
concursadas a la brevedad. 


Además, quiero puntualizar que si eventualmente el Parlamento y el Poder Ejecutivo entendieran que 
deberíamos mantener los 40 cargos que figuran en el mensaje original, para nosotros sería necesario 
modificar el artículo original que está en el mensaje, reduciendo a 30 los cargos de inspectores solicitados 
para el Área de Condiciones Ambientales de Trabajo, y con respecto a los 10 restantes pretenderíamos - 
porque es necesario que así sea- transformar 8 para ampliar la dotación que tiene la División Jurídica de la 
Inspección, y los 2 restantes para contar con expertos en estadísticas y el ingeniero químico. De esta forma, 
no modificaríamos el presupuesto original, que ya evaluó el Poder Ejecutivo cuando envió su mensaje al 
Parlamento. 


SEÑOR MACHADO.- Quiero saber si, de acuerdo con la demanda de inspecciones que ha percibido el 
Ministerio, estos 40 cargos solicitados para inspectores serían suficientes. 


Pregunto esto porque muchas veces junto con el señor Ministro, cuando integrábamos la Comisión de 
Legislación del Trabajo en la Legislatura anterior, fuimos testigos de algunos acontecimientos sobre los que 
se argumentaba, precisamente, que era por la falta de inspectores de trabajo. Creo que este tema es clave, 
fundamental y neurálgico para el funcionamiento entre empresas y trabajadores, en el que el Estado cumple 
un papel insoslayable. 


Por eso me parece importante formular esta pregunta, porque se trata de un papel que necesariamente debe 
asumir el Estado para exigir el cumplimiento de las normas vinculadas con las condiciones de trabajo. 


SEÑORA NARDUCCI.- El Convenio Internacional N* 81 establece que la Inspección de Trabajo 
deberá visitar las empresas con una frecuencia aceptable. No establece cuál debe ser esa frecuencia. 


Quiero comentar que estos inspectores que estamos solicitando incorporar a la Inspección de Trabajo se 
destinará específicamente a un área que hoy tiene un número mínimo de inspectores de trabajo, no obstante 
lo cual despliega una labor muy importante. Es la tarea de prevención de accidentes de trabajo, cuyos 
números difícilmente aparecen publicados; sí los siniestros laborales, pero no los que se evitan a partir de las 
inspecciones de trabajo. 


Este es un artículo que no va a estar descolgado del resto de una serie de inversiones que el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social va a realizar con los recursos que va a recibir para el próximo quinquenio y que 
tienen que ver con mejores condiciones para poder desplegar la labor inspectiva en aumento de 
infraestructura. Esperamos poder contar con estos vehículos 4x4, de los que tenemos en préstamo 
actualmente ocho unidades, que en realidad son 4x2 y que han mejorado sustancialmente la capacidad para 
que la inspección de trabajo llegue a los distintos departamentos del país. 


También queremos señalar que la Inspección de Trabajo, con este número de inspectores y con esta 
infraestructura carente que tenemos pero volcando los mayores esfuerzos del Ministerio a fortalecer esta área, 
en los meses que transcurren de este año ha realizado casi once mil actuaciones inspectivas. 


Estas son actuaciones inspectivas que hemos programado para atender aquellas actividades que tienen 
mayores dificultades en el respeto a las normas laborales y responden apenas a un 17% de las denuncias que 
hemos recibido de los trabajadores. Es decir, hemos trabajado mucho más por programación que por 
denuncias recibidas. Quiere decir que con este número de inspectores que estamos solicitando actualmente 
más los medios de infraestructura en equipamiento informático, en combustible, en vehículos adecuados para 
poder llegar a todos los lugares del territorio nacional y en materia de viáticos para que la inspección pueda 
tener movilidad pagando a sus inspectores los desplazamientos, en principio estaríamos en condiciones 
inmejorables de poder cumplir a cabalidad lo que la función exige, con todos sus cometidos. 


SEÑOR MACHADO (don Guido).- Agradezco la información clara que ha brindado la señora 
Narducci, pero concretamente quisiera saber si con este número alcanza o no. En ese sentido, 
tendríamos que hacer un esfuerzo y si se necesitan más, ir a más. En esto no estoy en una chanza 
política y el señor Ministro es testigo de que en la Legislatura anterior mi posición en la Comisión de 


Legislación del Trabajo fue muy clara y muy dura con respecto a las autoridades que eran de mi 
Partido. Así que con autoridad moral digo esto porque me parece un tema muy importante y el señor 
Ministro sabe a lo que me refiero, soy del departamento de Rivera, una zona donde se ha desarrollado 
intensamente la forestación. 


Sin extenderme, expreso mi voluntad respecto a que si es necesario nombrar más gente, se debe hacer. Quiero 
poner el acento en algo que me parece fundamental. A veces se designa personal en lugares donde no es tan 
necesario, pero sinceramente este tema es clave en el funcionamiento de ese relacionamiento entre los 
trabajadores y las empresas. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Celebramos la forma en que viene encarando los temas de seguridad e 
higiene en el trabajo la Inspección de Trabajo. Sabemos que la persona que se encuentra al frente, la 
inspectora Narducci, siempre ha tenido mucha preocupación al respecto. 


También celebramos particularmente la profesionalidad con que se está abordando estas cuestiones. 


Nos parece muy positivo el enfoque de poder contar con más inspectores, tanto en el área de seguridad e 
higiene en el trabajo, como en las otras áreas. Tal como señalaba el señor Diputado que me precedió en el uso 
de la palabra, muchas veces quisiéramos tener un número ideal de personal que no está al alcance de lo que 
se puede pagar en un país con dificultades en este tema. Como eso también lo hemos sufrido, sabemos que en 
la medida en que los recursos son muy escasos, no puede nombrarse la cantidad de gente que se necesitaría. 
Nos parece un importante número, un gran esfuerzo, y consideramos central también que podamos hablar de 
la exclusividad y de que se haga un concurso. Entendemos que los concursos deberían enfocarse, como se ha 
hecho en otros casos, en primer lugar, a funcionarios públicos, y luego, si no hubiera personas idóneas para 
cumplir esa función llamar a concurso abierto. En principio deberíamos hacerlo entre los funcionarios 
públicos con los requisitos que históricamente la Inspección ha exigido, con algunas excepciones, pero en 
general ha sido muy severa con todos los concursos que ha venido haciendo. 


También creo que hay que poner énfasis en que si votamos una exclusividad -lo hablábamos ayer con el 
señor Ministro, con motivo de un llamado que le realizaba nuestro colega Pablo Abdala, con relación a 
algunas dificultades que se produjeron en la Inspección General del Trabajo durante la gestión en que estuvo 
al frente el Inspector Graside- es importante la coordinación con los otros organismos del Estado. No sé si 
está pensado trabajar -seguramente sí- con el Consejo Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, con la 
coordinación que se puede hacer tanto con el Banco de Previsión Social, como con el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, con el INAUÚ, con la Dirección Nacional de Bomberos, con todos los organismos 
involucrados, con las cámaras empresariales, el PIT-CNT. Todo lo que sea un conjunto de esfuerzos para 
tratar de unificar el accionar del Estado en materia de seguridad e higiene en el trabajo es central, así como 
también la forma en que se encamine el Consejo Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo. 


La Inspectora también se refería a las estadísticas, y creo que es bueno volver a coordinar con el Banco de 
Seguros del Estado acerca de la elaboración de los libros bianuales que se hacían, donde constaba una 
estadística bastante detallada de cuál era la realidad. Por suerte, la Inspección cuenta desde hace 
aproximadamente ocho años con inspectores en el interior del país que pueden cumplir las funciones; no 
tener que desplazarse creo que es un avance muy importante. La locomoción es central, pero como lo 
hablábamos en el día de ayer con el señor Ministro, cuando no hay locomoción se puede contar con la de 
otros organismos del Estado y sin prejuicios. Si hay que usar "jeep" del Ejército, que se usen -como ya se ha 
hecho- para hacer inspecciones rurales. 


Por último -sin ánimo de abrir un debate-, siempre que exista voluntad política se pueden solucionar los 
problemas. Miremos la Dirección General Impositiva que pudo llegar a una solución porque había voluntad 
política del Gobierno en llevar adelante el tema; no hubo escollos de nombramientos, de aumentos de sueldo, 
no hubo ninguna limitación para resolverlo. Acá tenemos que tener en cuenta que hay una cuestión social que 
es tan importante como la política, y que es la que controla el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en 
coordinación con los otros organismos. Así como se puede coordinar en materia de seguridad e higiene, se 
podrá hacer -como se hizo en otras épocas, contra la evasión fiscal, con la DGI, con el BPS, con la Dirección 
de Aduanas— con todos los organismos, lo que en definitiva va a permitir hacer mucho más eficientes los 
pocos recursos con que cuenta el Estado. 


Concretamente, quisiera saber si se va a hacer concurso para estos inspectores -lo descuento—, si en primer 
lugar va a estar limitado a los funcionarios públicos, y con relación al Consejo Nacional de Seguridad y 
Salud en el Trabajo, si se está poniendo en funcionamiento. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- La Inspectora General dijo que es intención del Ministerio que los 
inspectores tengan dedicación total o exclusiva, y no veo dónde aparece esa idea en el articulado; no sé 
si no está plasmada o si estaba en los artículos que quedaron por el camino. Si quieren agregar esa 
propuesta, con mucho gusto la analizaremos. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- En el día de ayer también hablamos con el señor Ministro de que, hace 
muchos años, cuando en el Senado se discutió el régimen de los funcionarios públicos de ANCAP, se 
pidió un aumento del 33% para pasar de 6 a 8 horas, y el escribano Dardo Ortiz señaló que no era 
partidario de esa idea. No es nuestro caso; nosotros estamos de acuerdo con el aumento de las 
retribuciones cuando hay dedicación permanente. Pero en aquel momento también advirtió que luego 
de que se votaran el aumento y el régimen de dedicación "full-time" durante 8 horas, vendría una 
etapa en la que se pediría que se disminuyera el horario o se permitiera tener otras actividades, y que 
posteriormente se pediría que esas otras actividades fueran dejadas de lado y se volviera al régimen 
"full-time". 


Me parece que lo central en este caso es que si reclamamos la dedicación "full-time" y un aumento 
consecuente con ese sistema seamos después consecuentes en no reclamar que se abra el camino para hacer 
otras cosas no vinculadas. Sé que muchas veces eso deriva del hecho de que no se puede aumentar los 
sueldos, pero por eso hacía referencia a la Dirección General Impositiva. En definitiva, si decidimos 
modernizar el régimen inspectivo de trabajo de la policía administrativa del trabajo en el Uruguay, 
hagámoslo, pero con el compromiso de todos los que estemos involucrados de que una vez que se 
establezcan los aumentos necesarios y se pase a un régimen de exclusividad -tal como se reclama en los 
convenios internacionales de trabajo- no vamos a abrir luego la puerta para permitir que los Inspectores 
tengan otro tipo de actividades que no estén conectadas con la que desempeñan en el Ministerio, ni vamos a 
recurrir a todas esas formas burocráticas, leguleyas, que hemos encontrado tantas veces en las Rendiciones de 
Cuentas y en los Presupuestos para dar solución a este tipo de situaciones. Si lo hacemos, hagámoslo en serio 
y definitivamente. 


SEÑOR CASARETTO.- Compartimos la importancia que asigna este Gobierno a todo este tema. 
Además, valoramos la experiencia de la Inspectora General, quien -si no estamos mal informados- se 
ha desempeñado como Supervisora en el área de condiciones ambientales de trabajo. 


Quisiera saber, concretamente, por qué razón -más allá de las cifras- los 40 cargos que se crean corresponden 
al área de condiciones ambientales de trabajo y ninguno para el de condiciones generales de trabajo. 


Por otra parte, si no entendí mal, en algún momento la Inspectora deslizó que el señor Ministro enviaría 
alguna modificación en un Mensaje complementario del Presupuesto. Como en la Cámara de Diputados ya 
venció el plazo para remitirlo quisiera que me confirmaran si tienen intención de enviarlo al Senado. 


SEÑOR POSADA.- De la intervención del señor Ministro se desprende que los funcionarios que 
ingresarán en la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social lo harán por concurso de 
oposición y méritos, lo que compartimos plenamente y, como ha sido manifestado en forma expresa 
por el señor Ministro, nos parece que sería buena cosa que quedara establecido en el artículo 
correspondiente. 


Por otra parte, voy a permitirme insistir con una pregunta que hacía el señor Diputado Machado en cuanto a 
si los recursos humanos y materiales de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social -me 
refiero a las condiciones generales de trabajo- son suficientes frente a situaciones que uno conoce, de las que 
ha recibido denuncias y que se dan, sobre todo, en el interior del país. Me refiero a problemas que se dan en 
las fronteras, por el ingreso legal de ciudadanos -en la mayoría de los casos, brasileños- que llegan al 
Uruguay como turistas pero después son llevados a trabajar en plantaciones arroceras de nuestro país, por lo 
general propiedad de ciudadanos brasileños. Las condiciones en las que trabajan muchas veces se nos han 
denunciado como infrahumanas, y está entre los objetivos de esta Inspección evitar que este tipo de 


situaciones se dé. En estos casos, se da una doble ilegalidad: esos trabajadores no solo no aparecen 
registrados sino que ingresan por un artilugio legal. Por lo tanto, corresponde que haya una vigilancia de 
parte de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social. 


Obviamente, estos planteamientos ya los hicimos en el pasado. Creemos que ha habido omisión de parte del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en cuanto al cumplimiento de estos aspectos. Nos parece que es en 
instancias como esta cuando debemos tener conciencia de que deben existir los recursos humanos necesarios 
para realizar esta tarea. En consecuencia, insisto en que la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad 
Social diga si los Inspectores con que hoy cuenta para controlar las condiciones generales de trabajo son 
suficientes. 


SEÑORA NARDUCCLI.- Voy a ir contestando por partes las distintas preguntas que me han sido 
formuladas. 


Se preguntó por qué se creaban 40 cargos de inspector de trabajo exclusivamente para las condiciones 
ambientales. Al principio de mi intervención señalé que actualmente tenemos 28 cargos ocupados en el 
control de las condiciones ambientales de trabajo, y que estos son los únicos cargos disponibles. Sin 
embargo, para las condiciones generales de trabajo tenemos 85 cargos de inspectores de trabajo, 17 de los 
cuales están radicados en el interior del país. Entonces, es prioritario para la Inspección poder duplicar su 
capacidad en materia de recursos humanos en la prevención de accidentes laborales; por eso se está 
solicitando la creación de 40 cargos de inspectores laborales para el área específica de prevención de 
accidentes laborales. 


Aunque no esté dicho en el artículo, esos inspectores necesariamente tienen que ingresar por concurso de 
oposición y méritos, porque está previsto en el Convenio Internacional N* 81 que el inspector de trabajo debe 
demostrar conocimiento de la normativa laboral, la idoneidad para el cargo e, inclusive, tiene que pasar una 
prueba psicológica. Quienes resulten ganadores de ese concurso de oposición y méritos serán los 40 
inspectores de trabajo que ambicionamos incorporar. 


Destaco, además, que en la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social tenemos 19 vacantes y 
que en las próximas semanas llamaremos a concurso para proveerlas. Es decir que a los 40 nuevos cargos 
tenemos que agregar la provisión de estas 19 vacantes. 


Quiero aclarar al señor Diputado Iturralde Viñas que estos 40 inspectores no serán seleccionados ni 
convocados entre funcionarios públicos. Por eso pedimos inspectores contratados, para poder presupuestarlos 
en una Rendición de Cuentas posterior y otorgarles la garantía y estabilidad en el empleo que el inspector de 
trabajo requiere. 


Además, no pueden ser funcionarios públicos porque estamos exigiendo un mayor nivel de capacitación para 
el ingreso a la función. Queremos que en estos 40 cargos ingresen técnicos prevencionistas de la UTU, que se 
preparan en un nivel terciario para la prevención de accidentes de trabajo. O sea que las bases solicitarán un 
perfil técnico acorde a la tarea que van a desempeñar y, probablemente, serán estudiantes avanzados de 
arquitectura, de ingenlería, de las carreras de técnico prevencionista, o técnicos prevencionistas egresados 
que no cuenten con trabajo en este momento. Es decir que se trata de personas con perfiles técnicos a quienes 
queremos dar la posibilidad, a través de ese concurso de oposición y méritos, de realizar la aplicación de las 
normas laborales en prevención de accidentes. 


SEÑOR ITURRALDE.- Quisiera preguntar si los funcionarios públicos van a tener prioridad en caso 
de reunir los requisitos. Digo esto porque todos estamos de acuerdo en que no se realicen más ingresos 
de personas que estén fuera del funcionariado público. 


SEÑORA NARDUCCI.- En el artículo hablamos de contratos de función pública, porque hemos 
pensado que, de pronto, aquellos que tienen un perfil técnico pueden estar trabajando en organismos 
donde tengan salarios muy superiores a los que recibirían en la Inspección General de Trabajo antes de 
resolver el tema de la exclusividad. 


Por esa razón, y porque además tenemos instaladas algunas inequidades internas con inspectores de trabajo 
que provienen de empresas del Estado, concretamente de PLUNA, queremos evitar la instalación de otras 
diferencias salariales que luego resulte complejo resolver. 


Eventualmente, y si el Parlamento entiende que el número de inspectores de trabajo a otorgarle a la 
inspección debe ser mayor, con muchísimo gusto nosotros aceptaremos esa opción para que puedan ingresar 
otros inspectores al área de condiciones generales de trabajo. Probablemente, estos sean seleccionados entre 
funcionarios públicos que estén actualmente en actividad, con un perfil acorde a la relación laboral. 


SEÑOR POSADA.- Me parece que esa debe ser una propuesta del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. En la medida en que esa Cartera tiene un determinado cometido, debe establecer claramente 
cuáles son los recursos necesarios como para que, en definitiva, se creen las funciones contratadas y 
que ello ocurra justamente en esta instancia del Presupuesto. 


SEÑORA NARDUCCI.- Hemos definido nuestros objetivos estratégicos y las líneas de trabajo para el 
quinquenio fortaleciendo la inspección en materia de recursos humanos, en materia de un plan de 
inversiones que potencie su capacidad de trabajo, de equipos informáticos, de combustible y de 
viáticos. Entendemos que entre esas prioridades que hemos definido como líneas de acción 
programática de la inspección para el próximo quinquenio y con los números que estamos solicitando, 
la inspección va a poder afrontar las exigencias que requiere la tarea inspectiva. 


Quiero responder a la pregunta formulada por el señor Diputado Iturralde, quien se acaba de retirar de Sala, 
pero igualmente la voy a contestar para todos ustedes. 


Al respecto debo decir que esta capacidad operativa de la inspección va a verse multiplicada por la 
coordinación entre instituciones del Estado que tienen que ver con la temática laboral, como por ejemplo el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a través de su DINAMA. Esta tiene 
responsabilidades que pueden ser compartidas con la inspección de trabajo, para la solución global de 
aspectos relativos a la contaminación ambiental en su caso y con probable exposición laboral en el nuestro. 
De la misma forma, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, a través de sus diversas direcciones 
técnicas, tiene también posibilidad de coordinación con la inspección de trabajo, así como el Ministerio de 
Salud Pública, el Banco de Seguros del Estado y el Banco de Previsión Social. Esa coordinación 
interinstitucional multiplica la capacidad operativa que hoy tienen los organismos del Estado con relación al 
tema laboral. 


Por otra parte, hemos realizado un convenio de cooperación también con DGI y BPS; ya tenemos una 
ventanilla única abierta en Montevideo. Estos organismos están ahora abriendo otras en el interior del país. 


Por lo tanto, para nosotros será necesario contar con los refuerzos con que el Presupuesto nos va a dotar para 
inversiones para el próximo año y de esa forma podremos compartir esas ventanillas únicas que se están 
abriendo en los distintos departamentos a fin de facilitar a las empresas su inscripción ante los organismos 
del Estado. 


Acá se habló de estadísticas. Al respecto puedo decir que nosotros queremos brindar al país estadísticas de la 
accidentalidad laboral y así está determinado en nuestros objetivos estratégicos. Por supuesto que el Banco de 
Seguros del Estado por su parte hará lo que corresponda dentro de sus cometidos pero, a partir de esas 
coordinaciones que estamos estableciendo entre organismos, necesitamos tener manejo de las estadísticas 
para ser más efectivos. Tenemos una base de datos respecto a las estadísticas y esperamos contar con los 
refuerzos presupuestales para poder analizar esta información con personal capacitado y así publicarla para 
conocimiento de todos. 


Por otro lado, quiero manifestar que esta coordinación que mencionaba el doctor Iturralde con respecto al 
Consejo Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo está siendo concretada en este momento a partir de un 
consejo consultivo asesor en políticas de inspección de trabajo. Este fue creado en el mes de marzo de este 
año, y tiene entre sus varios cometidos el llenado de vacíos legales, además de asesorar a la inspección de 
trabajo en temas laborales y así vincularla más estrechamente a la problemática que tienen los distintos 
sectores productivos, y los trabajadores, con relación a sus condiciones de trabajo en esos emprendimientos 


productivos. Estos temas serán volcados a ese consejo consultivo asesor de la inspección de trabajo y serán 
luego procesados para ser devueltos en políticas operativas de la inspección general del trabajo. 


Respecto al ingreso ilegal por las fronteras, hemos dispuesto en coordinación con la Directora de la Dirección 
Nacional de Coordinación Interior, la doctora Lagarmilla, quien nos acompaña en este momento, el registro 
estadístico a través de las oficinas de trabajo de los departamentos fronterizos, de todos aquellos trabajadores 
extranjeros que constatemos inscriptos, o bien en planilla de trabajo o bien a partir de las inspecciones. 


Quiero destacar que la mejora salarial se impone porque los sueldos de los inspectores de trabajo son muy 
bajos y si bien también se impone una mejora en materia de recursos humanos y financieros, la inspección de 
trabajo durante todos estos años ha estado viva y ha permanecido por el empuje de los funcionarios, que han 
demostrado una enorme responsabilidad y compromiso con la tarea que la inspección implica, en función de 
esa sensibilidad social que seguramente tienen como trabajadores comprometidos que son. 


Espero haber contestado a todas las inquietudes. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Adelanté que hay algún artículo que 
quedó entre los que se van a tratar más adelante, pero nos parece que bien puede ser tratado ahora. 
Tiene que ver con el establecimiento del régimen de dedicación exclusiva, lo que no tiene costo. Con 
relación a él hemos hablado con el Ejecutivo y con el señor Ministro de Economía y Finanzas. 
Entonces, de algún modo lo haremos llegar ahora o como mensaje complementario al Senado. Tal 
como dije, establecer el régimen de exclusividad no tiene costo; el costo viene cuando lo 
reglamentemos, pero por lo menos queremos tenerlo como elemento a profundizar y lo vamos a hacer. 
No tengo claro si lo traeremos acá o como mensaje complementario. 


(Diálogos) 


SEÑOR CASARETTO.- ¿No se confirma que haya un mensaje complementario en el próximo 
tratamiento, ya que aquí venció el plazo? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El artículo dice que se faculta al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a establecer un régimen de dedicación exclusiva a los 
inspectores de trabajo de acuerdo a la reglamentación que oportunamente se dicte y yo digo que vamos 
a utilizar cualquiera de las dos opciones: la haremos llegar acá o la enviaremos como mensaje 
complementario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 281. 


SEÑORA NARDUCCI.- El artículo 281 establece la creación en la órbita de la Inspección General del 
Trabajo y de la Seguridad Social de un registro de empresas infractoras que funcionará en dicha 
Unidad Ejecutora de acuerdo con la reglamentación oportunamente dictada. 


Quiero explicar que este registro de empresas infractoras refiere a las empresas infractoras en el 
cumplimiento de la normativa laboral para los trámites diarios y habituales que procesa la Inspección General 
del Trabajo y no tiene absolutamente nada que ver con la libertad sindical. Este registro nos va a permitir 
graduar las sanciones que la Inspección General deba imponer a aquellas empresas que violan los derechos 
laborales en función de la reincidencia que tenga el empresario. Actualmente, no existe un registro de esta 
naturaleza y, en consecuencia, puede ocurrir que la Inspección General del Trabajo esté multando a los 
empresarios como si fueran todos infractores de la normativa laboral por primera vez. A todos nos consta que 
en muchos casos esto no es así, sobre todo en algunas actividades donde existen penosas condiciones de 
trabajo. 


Por lo tanto, este artículo se refiere a la creación de un registro que permita a los abogados de la Inspección 
General del Trabajo realizar la consulta para saber si la empresa ya tenía antecedentes de infracción a la 
normativa laboral. 


SEÑOR ITURRALDE.- No quiero poner en duda las palabras de la Inspectora, pero ya existe el 
registro de infractores. Puede no existir en la práctica; no recuerdo la ley que lo crea, pero ya existe. Es 
más: una de las discusiones que se dio cuando tratamos la Ley de Fuero Sindical fue que ese registro ya 
existía en la práctica y una de las contrapropuestas que llevamos desde la oposición consistía en que, 
más allá de crearse un registro específico se anotara sin fines ulteriores en el registro de infractores ya 
existente. 


SEÑORA NARDUCCI.- El registro no está implementado y no existe en la práctica; nosotros 
queremos crearlo y lograr que comience a funcionar efectivamente. 


SEÑOR TROBO.- Este punto es importante; si ya existe no hay por qué crearlo de nuevo. En todo 
caso, debe decirse que se determina la implementación de las acciones tendientes al funcionamiento del 
registro creado por el artículo tal de la ley tal. No deja de ser importante el hecho: si está ya creado hay 
que definir qué se hace con el registro porque, de lo contrario, hay que derogar el otro. 


SEÑORA NARDUCCI.- Le pediría al señor Diputado Iturralde si pudiera referirse a la norma que él 
menciona como la que determina la creación del registro. Realmente, la desconozco. Además, nunca se 
implementó ese registro en la esfera de la Inspección General del Trabajo. La Asesoría Jurídica de la 
Inspección desconoce también esa norma. 


SEÑOR PRESIDENTE. Ya se dispuso por parte de la Secretaría de la Comisión identificar la norma y 
adjuntarla al debate en el correr de la sesión. 


Se pasa a considerar el artículo 282. 


SEÑORA NARDUCCI.- El artículo 282 refiere a la posibilidad del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social de realizar convenios con las empresas para el pago de las multas que impone la Inspección 
General del Trabajo. El artículo otorga al Ministerio la facultad de celebrar, en el régimen 
sancionatorio legal, estos convenios de pago en tres cuotas cuando la multa no supere una determinada 
cantidad de Unidades Reajustables, y en un número mayor de cuotas cuando esté por encima de las 
cien Unidades Reajustables. Hasta el momento, la Inspección General del Trabajo no tiene esta 
posibilidad. Debemos expresar que muchas empresas nos han solicitado la posibilidad de pagar las 
multas impuestas por la Inspección General celebrando algún convenio de pago como habitualmente 
ocurre con otros organismos del Estado. Nosotros queremos ofrecer esa posibilidad también a las 
empresas infractoras que el Ministerio deba sancionar. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- ¿No sería más conveniente que esto fuera para todo el Ministerio y 
no solamente para la Inspección General del Trabajo? De repente hay algunas otras Unidades 
Ejecutoras -aclaro que no domino totalmente el tema- que tienen multas o sanciones y tal vez se las 
debería incorporar en un régimen similar. Esa era mi pregunta para tratar de mejorar este artículo. 


SEÑOR ASTI.- Sobre la redacción del régimen de facilidades y con mi vieja experiencia de recaudador 
de tributos y de convenios en la Intendencia Municipal de Montevideo, quiero sugerir que se sustituya 
"tres cuotas consecutivas" por "tres meses consecutivos", ya que la expresión "tres cuotas 
consecutivas" haría que algunos convenios nunca empezaran a cumplirse y no se pudieran ejecutar. 


SEÑOR TROBO.- Mi pregunta es la misma que la que hizo el señor Diputado González Álvarez con 
respecto a que el Ministerio debe tener otro tipo de multas. 


SEÑOR MACHADO.- El primer párrafo que dice que las facilidades de pago solo podrán concederse 
cuando a juicio del organismo existan causas que impidan el normal cumplimiento de la obligación, me 
parece de una discrecionalidad excesiva. Creo que tendrían que estar mucho más acotados y definidos 
los criterios por los cuales existen o no facilidades. Esto le da una potestad excesiva al administrador; 
este concepto me parece muy laxo y considero que tendría que estar mucho más definido. 


SEÑORA NARDUCCI.- Con respecto a la intervención del señor Diputado Machado, debo manifestar 
que el espíritu de esto fue el siguiente: entendíamos que no correspondía otorgar facilidades a 
empresas que iban a tener una sanción inferior a las 50 Unidades Reajustables, porque celebrar 
convenios de pago nos va a suponer una organización desde el punto de vista administrativo y tener 
una infraestructura adecuada para llevar adelante las tareas necesarias. Pero puede ocurrir que 
empresas pequeñas tengan una sanción de 20 Unidades Reajustables por no haber tenido la planilla de 
trabajo a la vista de los trabajadores y que argumenten que esa multa puede implicarle una dificultad 
financiera y poner en riesgo su continuidad. Entonces, este artículo deja salvada la posibilidad de 
evaluar esas circunstancias cuando el empresario tenga argumentos sólidos y demostrables y cuando 
las multas sean inferiores a estos montos que se estipulan. No obstante, comparto el criterio de que esto 
es laxo y va a dar a la Administración discrecionalidad. 


Por otra parte, debo manifestar que no tenemos inconveniente, si el Parlamento así lo entiende, en que se 
pueda modificar este artículo en lo que refiere a ese párrafo. 


SEÑOR MACHADO.- Comprendo perfectamente el espíritu de este artículo y lo compartimos, pero 
establece una discrecionalidad excesiva. Si no lo toman a mal, vamos a tratar de redactar algo como 
correctivo, porque nuestra responsabilidad es mejorarlo. 


SEÑOR GAMOU.- Dada la experiencia de quienes alguna vez hemos andado en convenios de pago con 
distintas instituciones, esto puede parecer cierta discrecionalidad. Voy a poner el ejemplo de UTE, 
organismo en el que hay generalmente un protocolo. Cuando uno se atrasa, va y pregunta en cuántas 
cuotas puede pagar lo adeudado, y se decide. Pero en algunas ocasiones se hacen excepciones. Puede 
parecer chica la multa de 50 Unidades Reajustables. Pero puede suceder, si se trata de una empresa 
chica, que pague la multa y no pueda levantar la cortina. Diría que procuremos una redacción que no 
implique aquello de que sea peor el remedio que la enfermedad; es decir que cuando se multa a una 
empresa por no cumplir con los derechos de los trabajadores no sea que termine cerrando. 


Por eso, a esto no lo veo tan laxo. Lo que pretende el artículo es dar cierta facilidad, sobre todo a las 
empresas chicas. 


Reitero el caso de UTE, ente en el que ha funcionado bien el régimen de convenios -por lo que yo sé- y 
cuando se ajusta la cuota a la capacidad de pago del consumidor o de la empresa, generalmente, no tiene 
problemas. 


SEÑORA NARDUCCI.- Corresponde que responda a la inquietud que me formulaban respecto a por 
qué no hacer un artículo de carácter general relativo a todas las sanciones que impone el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. El tema es que la mayor concentración de actuaciones con sanción se da en 
la Inspección General del Trabajo. La otra unidad ejecutora que puede sancionar es la DINATRA, 
Dirección Nacional de Trabajo, por la no comparecencia a las audiencias cuando convoca a los 
empresarios. Pero las multas que impone esta Dirección son reducidas en sus montos. Por eso, se pensó 
en hacer un artículo para la Inspección porque es allí donde se concentra la mayor cantidad de las 
sanciones y a veces el monto es importante. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Cuando se habla de reformas del Estado -tema recurrente siempre en 
las discusiones de los presupuestos y de las Rendiciones de Cuentas- quizás se debería pensar en la 
unificación de las oficinas encargadas de efectuar los cobros. Capaz que no es lo apropiado que cada 
Ministerio tenga un organismo para ello. 


Sobre el tema anterior, quiero leer el artículo 289 de la Ley_N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, del que 
se desprende que tiene razón la Inspectora y también yo. El registro existía como referencia, pero no estaba 
como una creación especial. Dice así: "Las infracciones a los convenios internacionales de trabajo, leyes, 
decretos, resoluciones, laudos y convenios colectivos, cuyo contralor corresponde a la Inspección General del 
Trabajo y de la Seguridad Social, se sancionarán con amonestación, multa o clausura del establecimiento". 


El inciso segundo dice: "La amonestación implica que la empresa pase a integrar el Registro de Infractores a 
las Normas Laborales". 


De hecho, refiere a un registro. Lo que yo entiendo es que el registro está creado y que falta la 
implementación. 


De todos modos, creo que la redacción apropiada sería "implementar el registro mencionado en esta ley", 
más que crear. 


SEÑORA NARDUCCI.- Pero se habla de empresas que recibirán la amonestación y no la sanción con 
montos económicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere aclarar que en la revisión que se hizo no aparece hasta el 
momento la creación del registro, y ya se ha llegado a 1985, cuando todos creíamos que era mucho más 
cercana. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Es el artículo 289 de la Ley_N” 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 
Dice: "La amonestación implica que la empresa pase a integrar el Registro de Infractores a las Normas 
Laborales". La amonestación se inscribe ahí, pero no es solamente para eso. Por eso, doy por 
entendido que el registro ya existe. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- En cuanto al artículo que habla sobre el tema de las cuotas, pregunto 
por qué no se actúa como en otros casos, estableciendo simplemente otorgar facilidades de pago por las 
multas que la Inspección General del Trabajo impone a las empresas, y agregando que se reglamentará 
en el futuro por parte del organismo. Todos los organismos tienen un reglamento y un plan de pago de 
las cuotas. Entonces, ¡qué se establezca! En la medida en que se haga un reglamento, allí estarán las 
garantías de cada una de las partes. 


SEÑOR BRENTA.- Ahora se hace una referencia a la creación del registro. Más allá de que se continúe 
buscando, desde mi punto de vista, de lo leído no se infiere lo que dice el señor Diputado Iturralde. Se 
remite determinada sanción a un registro que no necesariamente está creado. Pero como una ley 
deroga a otra, creo que el artículo 281, que crea el registro, debería ser aprobado para laudar 
cualquier clase de duda respecto a la interpretación que la norma anterior puede dejar. Salvo que 
apareciera alguna norma previa a 1985 creada al respecto -lo que dudo mucho-, pienso que esta 
discusión está laudada. 


SEÑORA LAGARMILLA.- Vamos a hablar jurídicamente. 


Estamos refiriéndonos a un decreto del año 1980 que puede ser derogado, que no se ha implementado y que 
no está claro. Nosotros queremos que esto se consagre legalmente, que quede claro, que se establezca de acá 
en más. Por algo no funcionó; es una garantía legal y estamos en el Parlamento, por lo que creo que esto no 
merece mayor discusión y que tendríamos que aprobarlo por ley. Además, es una obligación con otro rango 
jurídico. 


En cuanto al artículo 282, proponemos eliminar la parte en la que se establece: "Las facilidades de pago solo 
podrán concederse cuando a juicio del organismo existan causas que impidan el normal cumplimiento de la 
obligación y siempre y cuando la multa supere las cincuenta U.R.". 


SEÑOR POSADA.- Vuelvo al artículo 281 para dejar una pequeña constancia. La redacción en todo 
caso debería ser modificada. Donde dice "de acuerdo a la reglamentación oportunamente dictada" 
debería decir "de acuerdo a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo". 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 283. 


SEÑORA NARDUCCLI.- El artículo 283 refiere a las empresas que realizan el trámite de clausura ante 
la Inspección General del Trabajo. Ocurre muy frecuentemente que las empresas realizan la clausura 
de sus actividades y no lo comunican a la Inspección General del Trabajo. Estamos consagrando un 
artículo para que aquellas empresas que hayan clausurado sus actividades y pasados los sesenta días 


no lo hayan comunicado a la Inspección General del Trabajo, deban pagar una multa de una y media 
Unidad Reajustable. El producido de esta multa se verterá a Rentas Generales. 


Vamos a solicitar que se elimine el último párrafo de este artículo que establece: "Las empresas que tengan 
multa pendiente de pago con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no podrán realizar trámite de 
renovación de planilla de trabajo". Este es un error que hemos cometido en la transcripción de algún artículo. 
No corresponde que este último párrafo esté incorporado a este artículo, porque la sanción puede haber sido 
dispuesta por la no renovación de planilla, por lo que, de acuerdo con esta norma, los mantendríamos 
eternamente como incumplidores. 


SEÑOR TROBO.- ¿Por qué el producido de esta multa pasaría a Rentas Generales? 


SEÑORA CHARLONE.- Creo que hay una idea general en cuanto a ir organizando paulatinamente la 
administración financiera. La idea es que, de a poco, los recursos especiales se viertan a Rentas 
Generales, ya que la financiación básica del Presupuesto sale de allí. Es un principio de unidad de caja. 
Hoy, justamente, porque hay desorden absoluto a nivel del sistema de recursos humanos y una 
cantidad de fondos afectados a pagar compensaciones especiales, no se puede hacer esto con carácter 
general. Más adelante podremos abordar esta reforma. Pero es bueno que los fondos especiales se 
viertan a Rentas Generales y que todo el Presupuesto se vaya financiando de allí. Es un principio 
presupuestal al que es bueno que se vaya convergiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 284. 


SEÑORA DOTTA.- En el artículo 284 se establece una tasa de hasta cuatro U.R. para los acuerdos 
voluntarios. La fundamentación de esto es que desde hace años los distintos actores, los empleadores en 
especial, han optado por buscar la certeza jurídica de los pagos efectuados a nivel laboral, 
especialmente cuando hay ruptura de trabajo. Entonces, concurren al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social para que se haga el acuerdo voluntario y las liquidaciones de los adeudos, quedando 
todo con certeza jurídica. Esto involucra una serie de pasos y funciones que tiene que desarrollar el 
Ministerio. Lo que se pretende es desestimular este uso y abuso de los funcionarios y de los 
profesionales del Ministerio. Por eso, se ha resuelto fijar una tasa por esos acuerdos, que estaría 
compensando el costo del servicio. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Pido disculpas, porque este artículo 
colide con criterios que estamos llevando adelante desde la Dirección Nacional del Trabajo respecto a 
los acuerdos voluntarios. Los trabajadores son llevados a las oficinas del Ministerio para establecer el 
acuerdo, pero luego este viola todos los demás que se han hecho en forma colectiva. Desde la Dirección 
Nacional del Trabajo consideramos que esto no se puede permitir, porque va contra los acuerdos que se 
realizan en los Consejos de Salarios y en la negociación colectiva. Por lo tanto, pido que esto quede en 
suspenso hasta que podamos unificar criterios con la Dirección Nacional del Trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Está solicitando que el artículo 284 quede en suspenso hasta que 
oportunamente se nos informe la resolución? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Solicito que quede en suspenso hasta 
que unifiquemos criterios, de lo que informaremos dentro de los plazos establecidos. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quiero expresar que este artículo no me parece adecuado porque, 
mediante el mecanismo que establece, se estaría perdiendo algo que tiene un efecto muy importante en 
torno a la seguridad jurídica. Cuando los empresarios no resuelven el conflicto con un acuerdo 
voluntario y con todas las garantías, eso puede ser susceptible de ser impugnado, sobre todo por la 
renuncia a normas que son irrenunciables. Entonces, realizar los acuerdos voluntarios en el Ministerio 
-también se pueden hacer en la órbita del Poder Judicial- es algo muy necesario como conciliación y a 
efectos de descomprimir y de evitar una gran cantidad de juicios. Si a esto se le pone un costo, alguien 
lo paga porque no hay cena gratis. Son costos que tiene el Estado y que tenemos que tratar de eliminar. 


Si el Ministerio está convencido de esto y pretende seguir adelante con esta norma, parece mejor establecer 
un porcentaje en lugar de una tasa fija. La duda que queda es lo relativo a verter esto a Rentas Generales 
tratándose de cosas tan chiquitas. Nos satisface lo expresado por el señor Ministro en cuanto a que se piensa 
reestudiar el tema y, si se resuelve eliminar el artículo, mejor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, 
y de sus asesores. 


(Se retira de Sala el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y sus asesores) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Presidencia de la República) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de la Presidencia de la República, integrada 
por el Secretario, doctor Gonzalo Fernández, por el Prosecretario, Licenciado Jorge Vázquez, por la 
contadora María Rethén, la doctora Cristina Vázquez, de la URSEA, el señor León Lev de la URSEC, 
el doctor Miguel Toma, de la Oficina Nacional del Servicio Civil, el señor Humberto Ruocco, de la 
ONSGC, el economista Carlos Viera de la OPP, el doctor Antonio Guisande, asesor, el señor Aldo 
Guerrini, asesor, la contadora Mariel Olivera, de la Contaduría General de la Nación, el contador 
Leonardo Sacramento, de la OPP, la contadora Elizabeth Nuesch, de la OPP, el contador Daniel Mesa, 
de la OPP y el contador Álvaro Riccino, de la OPP. 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda viene analizando el Presupuesto Quinquenal 
2005-2009 y en esta oportunidad corresponde considerar los treinta y cinco artículos del Inciso 2, Presidencia 
de la República, en particular o en grupos. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Efectivamente, nuestra idea es agrupar por núcleos temáticos las 
disposiciones contenidas en este proyecto de Presupuesto vinculadas al Inciso. Voy a hacer una 
exposición relacionada directamente con Presidencia de la República y luego intervendrán los 
representantes de la OPP, de la Oficina Nacional del Servicio Civil, de la URSEC y de la URSEA, que 
también están incluidos en la misma sección. 


El primer artículo crea un cargo de particular confianza de Director General de Servicios de Apoyo, que es el 
equivalente al de Director General de Secretaría que existe en todo Ministerio. Como comprenderán, la 
acumulación de trámites burocráticos en la Presidencia de la República, que es el embudo a donde llegan los 
expedientes de muchas otras dependencias estatales, es importante, y por eso se entiende que debería tener 
una suerte de Director General de Servicios de Apoyo, para que se ocupe de la tramitación rutinaria y 
cotidiana de la marcha de la Administración. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Cuando concurrieron otros Ministerios hicimos una discusión 
general del tema, porque hay políticas y orientaciones diferentes. ¿En este caso ya vamos a entrar a 
considerar el articulado en particular? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso depende de los invitados. 


SEÑOR TROBO.- El mecanismo de ir considerando artículo por artículo y formulando preguntas es el 
habitual de la segunda fase del trabajo de esta Comisión con las delegaciones. La primera fase es una 
exposición de carácter general. Creo que se impone una exposición de carácter general, en la medida 
en que en los artículos vinculados a la Presidencia de la República se traduce una concepción diferente 
del ejercicio de las potestades, ya que se incluyen algunos aspectos novedosos en el funcionamiento del 
vértice del Poder Ejecutivo. 


Voy a citar un ejemplo que es demostrativo del cambio radical en la dirección de la Presidencia de la 
República. Me refiero a la concentración de las cuestiones vinculadas a la inteligencia. Eso tiene que 
obedecer a una concepción. Me parece que antes de analizar cada artículo, deberíamos conocer la concepción 
de estas disposiciones transformadoras. Es por eso que insistimos en que se haga una exposición de carácter 


general sobre la dirección de este proyecto y luego analizar cómo eso se aplica en los artículos, que son de 
variado interés, temática y dimensión. 


SEÑOR BRENTA.- Partimos de la base de que el peor mecanismo es discutir acerca de cómo vamos a 
discutir. Siempre hemos utilizado el criterio de que la visita determina la forma de presentación - 
algunos lo han hecho a través de diapositivas y otros mecanismos-, lo que no va a limitar la posibilidad 
de discutir los aspectos, novedosos o no, que aparezcan. Por lo tanto, ingresemos en la discusión tal 
como está planteado, porque los temas centrales igualmente van a surgir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de la forma de presentación del Inciso 02, está claro que varios de 
los temas mencionados por algunos señores Diputados están incluidos en el articulado, por lo tanto va a 
ser inevitable entrar a su consideración. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Si bien no pensaba hacer la presentación artículo por artículo sino por 
agrupamiento de disposiciones, para satisfacer la inquietud del señor Diputado Trobo, con mucho 
gusto, puedo tratar de dar un lineamiento general. 


En cuanto hace al Inciso Presidencia de la República, lo que se trató de hacer es reflejar normativamente algo 
que en muchos casos en la práctica funciona así; inclusive a veces hasta por alguna norma de rango inferior 
al legal, de rango reglamentario funciona así. 


No son tantas las innovaciones que se han interpretado; inclusive hemos traído un proyecto de redacción 
sustitutivo a los efectos de aclarar todavía más que organismos como la URSEA o la URSEC, simplemente, 
no dependen de la Secretaría de la Presidencia en el sentido del concepto clásico de dependencia jerárquica o 
subordinación jurídica, sino que son un mero canal de vinculación administrativa. 


Este primer artículo que estamos comentando es una innovación en la medida que crea un cargo inexistente 
hasta hoy en el Inciso, que se equipara a lo que en el resto de la Administración Central es el de Director 
General de Secretaría. 


En el artículo siguiente se establece simplemente la vinculación administrativa a través de Secretaría con el 
Presidente de tres dependencias distintas: la Casa Militar, Oficina de Planeamiento y Presupuesto y Oficina 
Nacional del Servicio Civil. En esto quiero enfatizar porque hemos escuchado y leído con atención críticas, 
cuestionamientos, e intepretaciones que se han hecho sobre una eventual concentración excesiva de poderes o 
potestades en el seno de la Secretaría de la Presidencia, que no es tal. La vinculación administrativa implica 
el mero cauce o canal de comunicación. 


En el mismo sentido, en el artículo subsiguiente se establece la Asesoría Jurídica, la Escribanía de Gobierno y 
el Departamento de Acuerdos. Esto funciona vinculado directamente a la Secretaría de la Presidencia. En el 
fondo, es un artículo que refleja una realidad y tanto da que esté o que no, porque hace decenas de años que 
así funciona. 


¿Dónde están las innovaciones que el señor Diputado planteó? Una innovación está incluida en el artículo 55. 
Si uno mira a nivel de derecho comparado... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como es obvio, la intención del señor Fernández es marcar las innovaciones, 
pero como venimos analizando los artículos 50, 51 y 52, me parecería mejor seguir en orden. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Con mucho gusto, voy a proceder de ese modo. 


Salteé el artículo 53, que no crea nada nuevo. La de Comunicación Social es una dependencia que ya existe 
en la Presidencia de la República. Anteriormente, tenía como contenido la guardería de los funcionarios de la 
Presidencia de la República, pero esta nueva Administración ha entendido que ello poco o nada tiene que ver 
con la comunicación social y, por ende, ha encartado dentro del área de comunicación social a Relaciones 
Públicas y SEPREDL, que son específicamente los organismos vinculados a la comunicación social, tal como 
lo mandata la ley. 


El artículo 54, obviamente, está vinculado al artículo 53 precedente en la medida en que se cambia el nombre 
de una Dirección, que pasa a llamarse Dirección del Área de Comunicación de la Presidencia. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- El señor Secretario de la Presidencia dijo que iba a hablar por grupo de 
artículos, y me parece bien. Me gustaría saber en cuál artículo termina el primer grupo. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Voy a hacer la exposición grupal de los artículos que hacen a la estructura del 
Inciso Presidencia y, luego, voy a pedir a los Directores de URSEC, de URSEA, de OPP y de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil que expliquen específicamente. 


SEÑOR AMORIN BATLLE.- Hasta ahora, cuando un Ministro o autoridad viene a exponer se refiere 
a los artículos, y si surge alguna pregunta, la podemos hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hubo una discusión previa y un planteamiento de algunos señores Diputados, 
y el señor Secretario de la Presidencia de la República ha decidido -es su potestad- actuar de esta 
manera. 


En la medida en que vayamos analizando los artículos, se incluirán las preocupaciones de los señores 
Diputados y se tratarán en profundidad. 


Por eso venimos considerando los artículos 50, 51, 52 y 53. He mirado a todos los señores Diputados y nadie 
solicitó una intervención; por eso habilité a que el doctor Fernández continuara con su exposición. 


SEÑOR MACHADO.- Interpreto que el señor Secretario de la Presidencia de la República está 
tratando en términos generales el artículo a pedido del señor Diputado Trobo. Luego haremos el 
análisis puntual de cada artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Presidencia interpretó otra cosa, por eso el doctor Fernández está 
analizando artículos por artículo, y por eso llegamos al artículo 54. 


Si algún señor Diputado tiene alguna... 


SEÑOR MACHADO.-- Discúlpeme, señor Presidente, yo discrepo. El señor Secretario de la Presidencia 
de la República está analizando el articulado en términos generales y concretamente estaba citando 
ejemplos de determinados puntos. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En beneficio de los señores Diputados estaba tratando de seguir el camino del 
medio y compendiar ambas cosas. 


El señor Diputado Trobo preguntaba sobre el lineamiento general, y yo debería responder que salvo una o dos 
excepciones que se verán en el articulado, en lo que tiene relación con la composición institucional del 
Inciso, se ha tratado de reordenar mejor cosas que ya existen. Y en beneficio de ello comencé a explicar 
artículo por artículo destacando dónde había innovación y dónde no. 


Si algún señor Diputado tiene alguna pregunta que formular sobre estas disposiciones, con mucho gusto las 
responderé. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos considerando el artículo 54. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Precisamente, pasábamos a la primera innovación, que figura en el 
artículo 55. 


El artículo 54 está directamente relacionado con el artículo 53, con el área de comunicación social que ya 
existe en la Presidencia de la República. 


La primera innovación es el artículo 55, que establece la creación de una Unidad de Asesoramiento y 
Monitoreo de Políticas. 


Como los señores Diputados conocerán sobradamente, en la Presidencia de la República, órgano político por 
naturaleza y en el que radica la jefatura de Gobierno, salvo a través de otros mecanismos no hay posibilidad 
de contar con asesores, entre otras cosas, en materia política. 


Tuve oportunidad de estudiar, por ejemplo, cómo se compone la Presidencia en otros países; un alto 
porcentaje del personal no es de plantilla sino de confianza. Nuestro país se va al extremo opuesto. 


Por lo tanto, esta Unidad de Asesoramiento y Monitoreo de Políticas se crea a efectos de que el señor 
Presidente de la República pueda contar con los servicios de asesoramiento político, interdisciplinario que le 
permitan realizar mejor su cometido. Esta es una Unidad en la que, en principio, trabajarían cuatro personas. 


SEÑOR TROBO.- El señor Secretario de la Presidencia de la República dice que en materia de 
asesoramiento al Presidente, fuera del que corresponde al funcionamiento orgánico del Poder 
Ejecutivo -que por cierto es muy vasto y tiene una cantidad importante de funcionarios de confianza y 
de plantilla para analizar y profundizar en los distintos temas de la política de Gobierno-, se necesita la 
creación de esta Unidad de Asesoramiento y Monitoreo de Políticas, que en principio funcionaría con 
cuatro personas. 


La propia explicación del señor Secretario respecto a la importancia que debe tener un área de estas 
características, y la comparación con la organización de otras Presidencias de la República hace prever que 
no funcionará solamente con cuatro personas debido al asesoramiento multidisciplinario y la variedad de 
temas que debe atender el Presidente. 


Creo que esto comienza como una Unidad en la que al inicio habrán cuatro personas, y luego se irá 
desarrollando, creando cargos, contratando personal, consiguiendo apoyos internacionales para tener personal 
que realmente asista, de acuerdo con la pretensión del artículo. 


Entonces, quisiera saber cuál es el fin y cómo será el instrumento para llegar a él. A mí no me basta la 
respuesta de que al principio serán cuatro funcionarios, porque de acuerdo con la concepción que nos 
presenta el señor Secretario de la Presidencia de la República, seguramente esta tendría que ser una Unidad 
con una cantidad importante de personas dedicadas a tareas de mucha especialización. 


Desearía tener una explicación más amplia al respecto. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Estamos asistiendo a una explicación muy clara de parte del señor 
Secretario de la Presidencia de la República 


En estos primeros seis artículos hay dos creaciones de cargos de confianza y un aumento de categoría en un 
cargo de confianza. 


Me interesa especialmente el artículo 55 y la Unidad de Asesoramiento y Monitoreo de Políticas, en la que 
trabajarían cuatro personas, incluido el coordinador de los servicios. 


Quisiera saber quién estará al frente de esta Unidad y qué tipos de funcionarios -de carrera o designados 
especialmente- trabajarán allí. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En primer lugar, voy a responder la interrogante formulada por el señor 
Diputado Trobo. 


Con el mayor de los respetos yo no comparto su visión respecto a que esto será algo que comenzará a 
engordar y engordar la estructura del Estado, entre otras razones, señor Diputado, porque en el artículo 62 
hay una clara limitación, que marca un tope en recursos para la posibilidad de contratar gente 
indefinidamente. 


Como ya mencioné, se trata de una Unidad compuesta por cuatro personas -en principio-, que vienen del área 
de la ciencia política y de la sociología, y que no tiene la dimensión que el señor Diputado le otorga, 
precisamente, por los fundamentos que usted ha expresado. Existiendo tantos servicios del Poder Ejecutivo y 
tantas vías institucionales para poder asesorar al Presidente de la República -como las que el señor Diputado 
refería- basta con un reducido equipo de asesores personales del señor Presidente de la República para 
asesorarlo directamente en la materia política. 


Ese es el proyecto, esa es la filosofía y ese es el objetivo. 


En cuanto a la pregunta formulada por el señor Diputado Amorín Batlle, él ingresó al artículo 56 y no 
tenemos ningún inconveniente en examinarlo. Por este artículo no se crea ningún servicio de inteligencia, 
sino exclusivamente un cargo, que no estará incluido en la Unidad anterior. De manera que no se trata de 
cuatro cargos, incluyendo al Director, sino que serían cinco. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Quiero volver al artículo 50 porque me quedaron algunas 
dudas. 


Por este artículo se crea un cargo de Director General de Servicios de Apoyo, conforme a lo que establece el 
literal c) de la Ley N* 15.809, y el señor Secretario dio una explicación general al respecto. Mi pregunta es si 
en la Dirección de la Unidad que se sustituye no había un cargo de confianza, y si había, qué sucedió con ese 
cargo. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En el proyecto se prevé la creación y no la sustitución de un cargo. En la 
estructura de la Presidencia existen Divisiones: de Transporte, de Comunicaciones, de Contabilidad y 
Finanzas, de Administración, etcétera. Se trata de juntar, al igual que en la estructura de todos los 
Ministerios -en la que también hay Divisiones diferentes- todas las Divisiones, a cuyo mando esté un 
Director General de Secretaría, que en nuestro Inciso se llama Director General de los Servicios de 
Apoyo. 


Quiere decir que se crea un cargo, que no sustituye ni suprime otro. 


En cuanto a la pregunta del señor Diputado Amorín Batlle, vinculada con el artículo 56, lo primero que debo 
aclarar es que no se crea un servicio de inteligencia sino únicamente un cargo de coordinador. Esta es una 
novedad respecto de lo que planteó algún señor Diputado anteriormente, porque el objetivo es que el 
Presidente de la República, a través de un coordinador, pueda coordinar e implementar la inteligencia del 
Estado -lo que nos preocupa, fundamentalmente, es el narcotráfico y el terrorismo-, dado que en el esquema 
del Estado existen diversos servicios de inteligencia, a veces compartimentados entre sí, sin mucha, 
transmisión, sobre todo sin comunicación a la Presidencia. Me refiero, por ejemplo, a la DINASTI, Dirección 
Nacional de Servicios de Información e Inteligencia, a los Servicios de Inteligencia de cada una de las 
Fuerzas, a la compañía de contrainformación, etcétera. 


Se trata de que el Presidente de la República tenga, a través de un cargo de confianza, un coordinador de 
inteligencia que pueda trasmitirle cuáles son los temas de inteligencia que son llevados a cabo por los 
diversos servicios a su cargo. 


Insisto en que se crea un único cargo, que no se trata de un servicio o centro de inteligencia, y su objetivo 
explícito son los grandes temas que a todos nos preocupan, fundamentalmente el narcotráfico, el terrorismo y 
sus actividades conexas, como el lavado de dinero, etcétera. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- El señor Secretario acaba de describir las funciones de este nuevo cargo, 
básicamente de coordinación entre los distintos servicios de inteligencia, tanto policiales como 
militares. Lógicamente, es una innovación. 


A efectos de que se ilustre a los miembros de la Comisión, quiero saber cómo funcionan hoy los servicios de 
inteligencia en su asesoramiento al señor Presidente de la República, para que podamos comprender 
cabalmente qué hará el ciudadano que luego ocupará este cargo. 


SEÑOR GAMOU.- Cuando se lee este artículo 56 la pregunta que uno debería hacerse es por qué no 
apareció en Presupuestos anteriores. En realidad, de acuerdo con lo que uno ha escuchado -uno no es 
inteligente ni experto en inteligencia-, el ciudadano a quien le damos, como ciudadanos, nuestra mayor 
confianza, que es el Presidente de la República, debe tener un vínculo con los servicios de inteligencia 
coordinados. 


Entonces, no entiendo cómo a alguien se le puede ocurrir -lo digo con el mayor respeto que me merecen las 
expresiones que se dan en el marco de esta Comisión, como las que escuché esta mañana al referirse a la 
inteligencia de un partido político- que en un país moderno, democrático, el Presidente de la República, que 
fue electo por la gran mayoría de nuestros ciudadanos, no pueda determinar cuál es la mejor forma de 
coordinar y tener información sobre los servicios de inteligencia. 


Creo que la presentación de este artículo demoró excesivamente, y como acá -como se ha manifestado en 
múltiples oportunidades- no estamos en un país que nació el 1” de marzo de 2005, debemos decir que quizás 
si hubiera existido una coordinación entre los servicios de inteligencia no hubiéramos asistido a espectáculos, 
cuando menos cuestionables, donde se cruzaban servicios de inteligencia y hasta un servicio de inteligencia 
espiaba a otro, e "ainda mais". 


Un estado moderno se merece un cargo de este tipo y, por cierto, cuando los uruguayos votaron el 31 de 
octubre a un Presidente de la República pensaron también en aquella vieja frase que está en muchos lados - 
"son los servicios; ¡andá a saber qué servicios!"- y en que los servicios estuvieran totalmente coordinados y 
dentro del marco que estableció la Constitución de la República, y que libérrimamente el pueblo uruguayo 
definió el 31 de octubre que estuvieran en el marco de una propuesta de Gobierno. 


SEÑOR TROBO.- Creo que un Estado moderno lo que se merece es una ley de inteligencia, es decir, un 
marco jurídico en el que se establezcan los cometidos, las responsabilidades, las competencias y hasta 
la instrumentación de los servicios de inteligencia. Esto ocurre en todos los Estados donde el servicio de 
inteligencia se enmarca dentro de un régimen jurídico especial conforme a su legislación vigente o 
moderna. Me parece que el nombramiento de un cargo de estas características debe venir después o 
como consecuencia de una ley de inteligencia. 


Se explicó que se debe crear una Unidad porque el Presidente necesita cierto asesoramiento y que nos 
debemos quedar tranquilos porque se trata solo de cuatro funcionarios y que no se pueden nombrar más 
porque el artículo tal establece que el crédito presupuestal es tanto, no se nos está diciendo nada nuevo, 
porque podrá enviarse una solicitud en la Rendición de Cuentas para crear tantos cargos o aumentar la partida 
correspondiente. Es decir, creado el cargo y la oficina, el director de la oficina creará las necesidades. Esa es 
una regla general en esta cuestión presupuestal. 


En este tema de la inteligencia, tan sensible, creado el cargo necesariamente se le van a crear las funciones y 
la forma de actuación expresadas en el segundo párrafo del artículo en forma prácticamente inexpresiva, 
porque establece que tendrá el cometido de la implementación de las políticas estatales en la materia. ¿En qué 
materia? ¿En la materia de la actividad de los servicios de inteligencia? Me parece que es lo suficientemente 
amplio como para no establecer claramente cuáles son esos cometidos, cuál es la amplitud de ellos y cuál es 
el alcance que tiene. 


Pero además tiene un componente que es preocupante cuando discutimos un tema de estas características. 
Refiere a que este individuo va a ser el coordinador de estos servicios y obviamente, según lo ha dicho el 
señor Secretario, hay varios servicios. Yo diría que hay dos servicios que están organizados debajo de 
jerarquías que tienen responsabilidades políticas que por un lado son el Ministro del Interior y, por otro, el 
Ministro de Defensa Nacional. 


Si los servicios de inteligencia están dirigidos bajo la responsabilidad de dos individuos que tienen, de 
acuerdo a la normativa constitucional vigente, un sometimiento a determinadas condiciones políticas -no 
debemos extendernos sobre cuáles son las responsabilidades políticas frente al Parlamento-, es evidente que 
la coordinación por un individuo que tiene un cargo de confianza, que está dirigido exclusivamente por el 
Presidente y que no está sometido a ningún tipo de responsabilidad política parlamentaria, por lo menos 
representa un cambio sustancial en las responsabilidades que debe tener quien es jerarca de esas 
reparticiones. 


Hoy en día, si los servicios de inteligencia dependientes del Ministerio de Defensa Nacional incurren, 
cometen o actúan en una circunstancia que pueda ser juzgable desde el punto de vista político en el 
Parlamento, el Ministro de esa Cartera es el responsable. Hoy en día, si los servicios de inteligencia de la 
Policía incurren, cometen o tienen algún acto del que pueda ser responsable alguien en el Parlamento por sus 
actuaciones, el responsable es el Ministro del Interior. 


La materia que tienen a su cargo será la inteligencia vinculada al terrorismo, al narcotráfico, al tráfico de 
personas, de órganos, de dinero o al político, a cualquier modelo frente a los cuales el Estado tiene que 
precaverse con la utilización de la inteligencia. No es poco el cambio; es un cambio sustantivo. Se extrae de 
la responsabilidad político-parlamentaria las acciones de los servicios de inteligencia. 


Por eso voy a lo del principio. Una forma novedosa de entender la coordinación de los servicios puede ser - 
seguramente en muchos Estados modernos se aplique- a través de un órgano que tenga vinculación directa 
con la Presidencia de la República y una coordinación de sus diversas acciones. Pero cuidado: en este caso y 
por el artículo 56 que tiene apenas dos párrafos se crea un cargo y se le dan competencias que no están 
explicitadas y que además se extraen de la responsabilidad política parlamentaria que tienen los Ministros de 
Defensa y del Interior. 


Para nosotros ese es el asunto y el centro de la discusión en este tema. Es una cuestión de garantías jurídicas, 
pero por sobre todas las cosas, de garantías políticas. 


Me parece que en este tema tan importante en el que todos tenemos responsabilidades, el Gobierno no puede 
tomar una medida unilateral, que no vaya a lo profundo del tema y a resolver esas cuestiones que he señalado 
considero son importantes. 


Por eso cuando al principio hablaba de transformaciones radicales o profundas, esta es una de ellas y 
considero que este tema tiene que por lo menos dar para un debate, un análisis, pero sobre todo el Poder 
Ejecutivo debe reflexionar sobre una forma diferente de plantear los temas. Estamos frente a cambios que no 
nos parecen adecuados para estas circunstancias y para una instancia de esta característica como es la 
presupuestal. Si tuviéramos tratando una serie normas, un capítulo con algunas otras reflexiones adentro y 
otras características, por lo menos el tema tendría otra amplitud para ser discutido, pero en este caso y de la 
forma que está planteado, tenemos serias dudas. No estamos de acuerdo y nos parece que sería necesario 
plantear este tema en otras circunstancias y de otra forma. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MUJICA.- El tema que estamos discutiendo es muy delicado. Podrán imaginarse que como 
miembro de la oposición y de la izquierda de este país, ¡si habré estado preocupado sobre estos temas 
durante toda mi vida! Sin ir más lejos, en la última campaña electoral la oposición recordará un afiche 
apócrifo con la figura del líder de mi Partido, Rafael Michelini, que fue pegado en todas las avenidas 
de la ciudad y por lo que nunca se pudo responder. Es lo que por ejemplo se llama una operación de 
propaganda negra. No solamente no pude pedir cuentas sino que además ningún servicio estuvo 
dispuesto a investigar una afrenta que se hacía a un partido en ese momento, aunque las denuncias 
fueron hechas oportunamente. 


Entonces, tengo una enorme preocupación por el tema del control de los servicios de inteligencia por parte 
del Estado. Creo que la primera falacia es creer que se saca del control legislativo a los servicios de 
inteligencia, que nunca estuvieron bajo el control legislativo; jamás estuvieron bajo el control legislativo. Si 
hay alguna duda que le pregunten a la viuda de Berríos cuánto control legislativo hubo. 


(Apoyados) 


Por lo tanto, también estoy de acuerdo en que no alcanza solamente con coordinar las políticas 
estatales a través de una persona de los servicios de inteligencia. Es necesario legislar sobre estos 
temas. En muchos países modernos el Poder Legislativo tiene injerencia en la conducción y es 
informado sobre ella. No estoy en contra de legislar sobre el tema. Pero me parece que este es un 
primer paso fundamental para que alguien se haga responsable por la conducción y por la conducta de 
los servicios de inteligencia, que tienen asimetrías, duplicidades y que no siempre han respondido a los 


intereses del país. No siempre han tenido por cometido la inteligencia acerca de los intereses del país 
sino, muchas veces, la inteligencia sobre sectores de la propia población. 


Este primer paso que da el nuevo Gobierno es lo que yo llamo -por oposición a un Diputado que habla 
siempre de "más de lo mismo"- más de lo nuevo. Esto es más de lo nuevo. Me parece un primer paso 
importantísimo. Naturalmente que no agota el tema, que sobre eso tenemos mucho más para hacer y 
seguramente este Gobierno va a estar dispuesto a avanzar mucho más sobre los controles que el Estado debe 
hacer sobre organismos cuya historia es la del descontrol, la del más absoluto descontrol. 


Respaldo totalmente el criterio que guía este artículo. Naturalmente, no creo que con esto se resuelva todo, 
pero empezamos a poner los elementos fundamentales para empezar a encarar un tema del cual 
lamentablemente y contra lo que se ha dicho acá, el Estado nunca se pudo hacer responsable. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GANDINI.- Hablando de inteligencia, no quiero ofender la de nadie pero tampoco me gusta 
que no valoren la mía. Hace bien el señor Diputado Trobo al introducir el fondo del asunto, porque 
aquí se nos ha explicado lo que el artículo no dice y hasta se nos ha pretendido dar clases sobre ello, 
pero no se ha dicho una palabra sobre lo que sí establece. 


En este punto, entramos en una falacia porque nos creímos que lo que hará este señor -o señora- que se va a 
nombrar es lo que dice el cargo, y no es así. Lo que hará es lo que dice el artículo. Y el artículo dice que el 
mismo dependerá en forma directa del Presidente de la República y tendrá por cometido la implementación 
de las políticas estatales en la materia -es decir, en inteligencia; la tarea será implementar las políticas 
estatales de inteligencia-, lo que hará en coordinación con la jerarquía de los servicios estatales. Insisto: su 
tarea no es coordinar la inteligencia; su tarea es implementarla, y lo hará salteándose algunas cadenas de 
mando, coordinando directamente con los servicios para responder al Presidente de la República. Va a 
implementar la política de inteligencia, y eso sí es materia de una ley. 


No hay discusión en cuanto a un par de cosas. No hay discusión en cuanto a lo que quiere decir implementar; 
implementar significa aplicar métodos, medidas, llevar adelante, poner en práctica. 


Tampoco hay discusión en cuanto a que el órgano Presidencia de la República es cerrado, no puede tener 
otras competencias que las que le atribuye la Constitución de la República. Sin embargo, por este artículo se 
le atribuyen nuevas competencias. Repito: es un órgano cerrado y las funciones que le atribuyó la 
Constitución de la República están sometidas al control parlamentario. Ahora se le atribuye una competencia 
que no le dio la Constitución de la República; por lo tanto, esa competencia queda fuera del control 
parlamentario. 


Además, la tarea no es la de coordinar, lo que me parece que estaría bien, porque admito que los servicios de 
inteligencia a veces hasta compiten entre sí. Por otra parte, no se le puede impedir al Presidente de la 
República que tenga información directa de inteligencia, que sepa lo que está pasando. A mí me parece bien 
que sea así y creo que, de hecho, lo es; para eso tiene algunos servicios militares directamente a su servicio 
que conectan con los mandos y con la organización. 


Me parece bien coordinar, pero la implementación es materia de una ley, como dijo recién el señor Diputado 
Trobo y ya había afirmado aquí en la mañana de hoy el señor Subsecretario de Defensa Nacional. Él dijo que 
nos debemos una Ley de Inteligencia que debe ser presentada por este Gobierno; señaló que uno de los 
desafíos que se había propuesto esta Administración era enviar al Parlamento una Ley de Inteligencia. Y si 
vamos a tener una Ley de Inteligencia será para esto, para implementar una política de Inteligencia, y yo, 
como legislador, no le doy a nadie -además, no sé en quién recaerá- la tarea de que la haga por mí. Después, 
el Poder Ejecutivo de turno la aplicará en el marco legal, a través de las personas que tengan su confianza 
política, pero yo no le doy a la gente de confianza política del gobierno de turno esa tarea. Esa es una tarea 
que el Parlamento no puede eludir de ninguna manera; es instransferible, y requiere una ley. 


Entonces, si lo que se quiere es formar un coordinador de servicios de inteligencia, yo lo voto, pero 
cambiamos este contenido y establecemos que su tarea será coordinar los servicios de inteligencia, no 
coordinar la implementación de las políticas en colaboración con los servicios de inteligencia. Si lo que se 


quiere es eso y estamos ante un error de redacción, lo corregimos y lo votamos. Pero no está en nuestro 
ánimo votar, en dos párrafos de este Presupuesto, la creación de un cargo de particular confianza política para 
implementar la política de inteligencia del Estado. 


SEÑOR YANES.- En el transcurso de estos veintiún días en los que hemos estado escuchando a 
Ministros y representantes de distintos organismos pensábamos que discutiríamos los artículos en otro 
momento; por eso nuestra actitud ha sido, fundamentalmente, la de escuchar. Sin embargo, ahora se 
están marcando posiciones; por esa razón voy a alargar un poco más la discusión. Me gustaría que los 
representantes de la Presidencia respondieran lo que opinan sobre el tema y nada más, pero se han 
puesto sobre la mesa algunos contenidos políticos. 


Sinceramente, no me había percatado de la importancia de estar entre tanta inteligencia. A veces me 
sobreestimo y a veces me subestimo y no sé cuándo hablar habiendo tanta inteligencia acumulada por tantos 
años de gobierno, sobre todo cuando escuchamos hablar de la importancia de este servicio. Pero no fue por 
las palabras que escuché en Sala que me di cuenta de la importancia de este cargo, sino porque hace 
aproximadamente quince días el ex Presidente de la República, doctor Lacalle, entrevistado en un programa 
de Canal 12 y preguntado sobre varios aspectos del caso Berríos -al que hizo referencia el señor Diputado 
Mujica- me sorprendió, en primer lugar, por la falta de información que tenía y, en segundo término, porque 
se refirió a la necesidad de que el Presidente de la República tuviera en sus manos elementos que cuando él 
fue Presidente no tuvo. Entonces empezó a hablar de la información y de la contrainformación, y recuerdo 
que el periodista de "Código País" -creo que así se llama el programa- le mencionó que en el pasado había 
habido escuchas entre Generales y servicios de inteligencia funcionando en el país. El ex Presidente Lacalle 
planteaba que él no tenía esa información por lo cerrados que eran los servicios de inteligencia. 


Para ser breve diré que me quedo con la necesidad de que haya una Ley de Inteligencia, pero también con la 
responsabilidad -por eso apoyo este artículo- de que el Presidente de la República no tenga que decir 
públicamente que no sabe qué está pasando en el país; no puede ser que se pueda secuestrar y matar a 
alguien, que puedan entrar y salir del Uruguay servicios de inteligencia extranjeros sin que el Presidente lo 
sepa, como el ex Presidente de la República planteó en ese programa. 


Entonces, más allá de que se trate de un tema que, en parte, ya pasó y, en parte, sigue en la Justicia, quiero 
que el Presidente de la República que yo respaldo en este Parlamento no quede en la historia del país como el 
que le dijo a la opinión pública que hay escuchas telefónicas o intrigas, o que el tema de la inteligencia se le 
fue de las manos, como me acota la señora Diputada Kechichián. 


Este instrumento constituye el primer paso para empezar a tomar en serio el tema de la inteligencia. En la 
historia del país se ha usado a los servicios de inteligencia para muchas cosas. Empezaremos a trabajar; 
tomaremos el proyecto de ley que hayan presentado sobre inteligencia -no sé si ya fue planteado en el 
Parlamento- y lo estudiaremos. Si era tan obvio que era necesario contar con una ley en esta materia supongo 
que habrá un proyecto presentado. 


Si me faltaba algún elemento, quiero decir que me inspiró el ex Presidente de la República, doctor Lacalle, 
quien, si volviera a ocupar ese cargo, aspiraría a contar con un coordinador de inteligencia, para que no se 
repita lo que le pasó en el pasado, cuando no estaba en el país; recordarán todos que tuvo que volver porque 
se había planteado el caso Berríos. 


SEÑOR TROBO.- Voy a hacer una simple aclaración. Las expresiones del señor Diputado no tienen 
absolutamente nada que ver con el tema que estamos tratando. Las expresiones del doctor Lacalle 
refieren a su experiencia como Presidente de la República y, si el señor Diputado vio bien el programa, 
recordará que el doctor Lacalle se refería a cuestiones que, eventualmente, se vinculan con la 
inteligencia. Ninguno de los hechos a los que el señor Diputado aludió son actos de inteligencia. Es más: 
todos entendemos que son actos que no tienen nada que ver con la legalidad vigente y que tampoco 
pueden haber sido resultado de una decisión de las jerarquías de Inteligencia. 


(Interrupciones) 


¡No! ¡Yo quiero que me escuchen como yo escuché! 


Se puede pretender desarticular nuestra argumentación en función de lo que el doctor Lacalle expresó en ese 
programa de hace dos semanas, pero lo que puedo decir al señor Diputado es que el doctor Lacalle está muy 
preocupado por los temas del país -tanto como él y como yo-, por este artículo y, en particular, por el hecho 
de que la responsabilidad que pueda caber a un funcionario de Gobierno, Ministro de Estado que tiene a su 
cargo servicios de Inteligencia, no pueda ser ejercida eventualmente para el caso de que esa responsabilidad 
corresponda a otra persona, como se plantea en este artículo del proyecto de Presupuesto. 


Por eso mismo en el momento de emitir opinión sobre este tema señalé la necesidad de que esto ocurra en el 
marco de una Ley de Inteligencia. A tal punto es esa la opinión de por lo menos algunos actores del 
Gobierno, que el señor Diputado Gandini -yo no estuve en la Comisión esta mañana- reveló que el doctor 
Bayardi dijo aquí mismo que el Gobierno siente el compromiso y la responsabilidad de enviar rápidamente al 
Parlamento una Ley de Inteligencia. 


Entonces, si el argumento es que se va a remitir al Parlamento una Ley de Inteligencia que, dentro de ese 
proyecto que va a venir en breve lapso y que todos creemos que necesitamos tanto, se incluyan los 
instrumentos que se requieren para que sea eficaz y podamos resolver los problemas preexistentes y, 
eventualmente, advertir los que en el futuro puedan presentarse. La cuestión es muy simple: lo que estamos 
diciendo es que se quita de la responsabilidad de los Ministros la responsabilidad política en los temas de 
inteligencia; se crea un cargo que no tiene responsabilidad política; se le incluye en la Presidencia de la 
República -que no tiene esto entre sus competencias- y, en todo caso, no sabemos qué medidas se tomarán 
hacia el futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito a las señoras y señores Diputados que eliminen en lo posible las 
interrupciones ya que en el día de hoy venimos con una carga horaria importante. Hay una lista de 
oradores absolutamente controlada por la Mesa y, fundamentalmente, por Secretaría. Se va a dar la 
palabra a todo legislador que lo solicite, pero creo que merecemos un poco de orden. 


SEÑORA CHARLONE.- Me veo en una dificultad porque usted acaba de solicitar que no se pidan 
interrupciones, pero el señor Diputado Yanes me solicita una. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo realicé un pedido al conjunto de los legisladores, pero no puedo negarme; 
está en el Reglamento. 


SEÑOR YANES.- Quiero dejar claro que no hice decir al ex Presidente de la República cosas que no 
dijo. 


Manifesté que de escucharlo, me había inspirado en la posición que hoy tenía. Como respeto al ex Presidente 
de la República, doctor Lacalle, no quiero hacerle decir cosas que él no había dicho. 


SEÑORA CHARLONE.- La verdad es que de esta sesión y de otras, y frente a tantas demandas de las 
cosas que hay que hacer, uno se queda más que sorprendido y alarmado. 


Resulta que ahora urge, sería fundamental dentro de la normativa de un Estado moderno, tener una Ley de 
Inteligencia y yo me pregunto qué pasa. Esta fuerza política tuvo durante mucho tiempo la minoría mayor en 
el Parlamento, pero no recordamos la iniciativa de los señores legisladores que hoy están reclamando una ley 
de inteligencia. Y no tenemos Ley de Inteligencia, cuando las mayorías parlamentarias estuvieron para tantos 
otros temas. 


Creo que en nada es contradictorio y me parece muy bien que se haya comprometido hoy de mañana cuando 
se presentó el Ministerio de Defensa Nacional y dijo que esta es una tarea pendiente y que hay que hacerlo. 
No es nada contradictoria la presentación de una Ley de Inteligencia, tan necesaria e imprescindible en un 
Estado moderno, con la creación de este cargo. 


Existe mucha preocupación, además, por el tema de los controles parlamentarios. Efectivamente, la 
inteligencia -como decía el señor Diputado Mujica- no ha estado mucho dentro de los controles 
parlamentarios, pero, en todo caso, sí hay responsables políticos. Es cierto: a la señora Ministra de Defensa 


Nacional y al señor Ministro del Interior se les pueden exigir responsabilidades, si se tiene mayorías 
parlamentarias. Y eso tiene consecuencias. 


En este caso también, el cargo que se crea depende directamente del señor Presidente de la República y él es 
el responsable. Este Parlamento, si tiene las mayorías parlamentarias, también puede ejercer mecanismos 
constitucionales e institucionales para exigir responsabilidades al Presidente de la República. Eso sí: como en 
el caso de los Ministros, para ello hay que contar con las mayorías correspondientes. Pero no se está creando 
un cargo en el que el Parlamento no pueda ejercer responsabilidades políticas. 


SEÑOR TROBO.- Creo que todos conocemos las disposiciones constitucionales que dan potestades al 
Parlamento para actuar. Y hay una que permite que un tercio de la Cámara de Representantes o un 
tercio de la Cámara de Senadores llame a responsabilidad a los Ministros y las consecuencias 
dependerán de las mayorías. Pero, que yo sepa, en la Administración del Partido Nacional, no hubo 
ningún llamado a Sala respecto de actividades o actuaciones de los servicios de inteligencia por parte 
de ningún partido político. Y no la hubo tampoco de la coalición frenteamplista que tenía los votos 
necesarios para, por lo menos, llamar a Sala a un Ministro. 


SEÑOR GAMOU.- Solo quería aclarar que un tercio de noventa y nueve son treinta y tres, y en el año 
1999 la bancada del Encuentro Progresista-Frente Amplio era de treinta y un Diputados. 


Por lo tanto, en la Legislatura que fue de 1990 a 1994, el Frente Amplio no llegaba a un tercio para llamar a 
Sala en Cámara de Diputados ni en Cámara de Senadores. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Voy a tratar de compendiar tan largas intervenciones. 


Si la memoria no me traiciona, en primer lugar, me formuló una pregunta el señor Diputado García Pintos 
sobre cómo es en el momento actual el enlace del señor Presidente de la República con los servicios de 
inteligencia. Por supuesto que no tienen ningún enlace. 


En segundo término, se planteó la perspectiva garantista de qué es lo que puede derivar de este tema y la 
necesidad de una legislación de fondo. Efectivamente, yo creo que nadie en esta Sala puede racionalmente 
pensar que el señor Presidente de la República no tenga que estar enterado, a nivel de inteligencia, de las 
cosas que están pasando o de las que pueden llegar a suceder para prevenir infortunios. Me refiero, 
fundamentalmente, a las áreas del narcotráfico, del tráfico de drogas y del terrorismo internacional, que son 
tan sensibles y que afectan tan gravemente a la humanidad. 


De todas maneras, la creación de un cargo es un comienzo, sin perjuicio de que pueda legislarse sobre el 
fondo del tema. No comparto el criterio de que éste sea un funcionario que pueda hacer lo que quiera y que 
haya una exención de responsabilidad. Como bien decía la señora Diputada Charlone, si por actos de ese 
funcionario se violenta la ley, habrá que someter a juicio político al señor Presidente de la República, que es 
su jerarca. 


Por último, quiero expresar que no solo comparto la visión de la necesidad de legislar más a fondo -esto es 
apenas un principio mínimo- sino que también estoy de acuerdo con la observación realizada por el señor 
Diputado Gandini en el sentido de que puede mejorarse o perfeccionarse la redacción. 


En ese sentido, aclaro que no tengo ningún inconveniente en conceder que a lo mejor el empleo de los verbos 
"nuclear-coordinar", que él sugería y aceptaba, puede zanjar todas las diferencias. De lo que se trata es de que 
el señor Presidente de la República pueda, de algún modo, saber qué está pasando en servicios de inteligencia 
que normalmente se salen de marca y actúan, investigan un poco de por sí, sin que siquiera los mandos 
superiores de las respectivas áreas sepan qué está pasando. 


Si me permiten que los distraiga un instante, voy a contar una anécdota personal pero estrictamente cierta. En 
plena democracia se descubrió -yo lo denuncié en aquel momento en un medio de prensa- que en el 
departamento de Canelones se estaba investigando a un prohombre del Partido Nacional, no se sabía a guisa 
de qué. Ya estábamos en plena democracia y, sin embargo, lo seguían e informaban acerca de sus pasos, 
como si estuviéramos todavía durante el proceso. 


De manera que esto es de lo que se trata: de que el señor Presidente pueda tener coordinados los diversos 
servicios que circulan entre sí. Y si la solución que permite zanjar la diferencia es cambiar el núcleo verbal no 
tenemos el menor inconveniente en hacerlo. 


Si no hubiera otro planteo, pasaría a hablar de un núcleo temático que se desarrolla entre los artículos 57 al 
61, que es el llamado "Servicio de Seguridad Presidencial". 


En realidad, esto tampoco es una innovación absoluta, si bien tiene alguna novedad. Al día de hoy existe el 
llamado "Servicio de Custodia Presidencial", que está dentro de la órbita de la Casa Militar. 


Con esta iniciativa se trata de hacer un desglose y una mejor delimitación de competencias entre aquellas que 
son atribuciones propias de la Casa Militar -la custodia y explotación de la residencia de Anchorena, la 
custodia del edificio Independencia, la custodia perimetral de Suárez y del Edificio Libertad, la custodia del 
Mausoleo de Artigas- y aquellas otras que son propias de los policías que están en la órbita del hoy llamado 
"Servicio de Custodia Presidencial". Tan es esto así y tan se trata de un mero desglose de algo que ya existe, 
que el mecanismo empleado y que se aclara en el inciso 2* del artículo 57 es la transferencia de determinados 
créditos presupuestales que salen de un lado y van para otro, pero no hay un incremento. 


Esto permite, además, corregir lo que, a nuestro juicio, es una disfunción en el sentido de que ha de ser este el 
único caso donde funcionarios policiales están sometidos a la autoridad y, eventualmente, a la potestad 
disciplinaria, a los arrestos, etcétera, de un funcionario militar, es decir, de un funcionario que pertenece a los 
cuadros del Ministerio de Defensa Nacional. Por lo demás, en los artículos se aclara que este personal es 
personal policial que va a mantener su estado, así como los derechos funcionales que le corresponden y, 
tratando de jerarquizar un poco la función y de evitar, sobre todo, que este personal que está al servicio de la 
seguridad y la custodia del Presidente tenga que hacer el llamado Servicio 222, es que se le conceden algunas 
compensaciones. Ustedes van a ver que, en el fondo, lo que se hace es unificar compensaciones, la 
compensación por permanencia a la orden y la compensación por prestación del servicio de asistencia directa 
al Presidente de la República, y que en su lugar se deroga, en el artículo 61 -el último artículo que refiere a 
este servicio-, una serie de normas que establecen compensaciones puntuales o salteadas que diversos textos 
fueron atribuyendo a estos funcionarios. 


De esto se trata en definitiva: el Servicio de Seguridad Presidencial se crea como servicio pero, en rigor, es el 
desglose de la égida de la casa militar de lo que hoy se llama "Servicio de Custodia Presidencial”. 


SEÑOR GARCÍA.- En este bloque sí hay una innovación. 


Si uno lee con detenimiento el artículo 60, verá que dice textualmente: "El personal integrante del Servicio de 
Seguridad Presidencial directamente afectado a la custodia del Presidente, tanto el que tenga la calidad de 
funcionario público como el contratado en el régimen establecido en el artículo 83 de la Ley N* 16.736 [...]". 


Quiero referirme a que aquí se prevé que, independientemente de aquellos funcionarios públicos -uno 
entiende que policías o militares- que integran la custodia presidencial, hay una habilitación a contratar 
personal particular de acuerdo con las disposiciones de este artículo de la Ley N* 16.736, que habla 
justamente del Programa 001, "Determinación y aplicación de la política de Gobierno", en el que se 
menciona una partida que se asigna a los efectos de atender las erogaciones que demande la contratación de 
personas que, en calidad de adscriptos, colaboren directamente con el Presidente de la República por el 
término de su mandato. 


Quiere decir que a los efectos prácticos, el artículo 60 habilita a la Presidencia de la República a contratar 
personal particular para servir en la custodia del Presidente. 


A nuestro entender, este es un mensaje preocupante si lo estamos entendiendo tal cual lo dicta la norma, en 
virtud de que, por un lado, los ciudadanos estamos cubiertos en nuestra seguridad pública por personal 
policial, como corresponde -servicio esencial, si los hay, poder asegurar este valor-, pero el Presidente de la 
República envía un mensaje que dice que su seguridad personal la custodia personal particular. Hay una 
privatización de la seguridad presidencial. Este mensaje es para los ciudadanos en general, que es lo que más 
nos importa. Si a toda la sociedad la cuida la Policía pero el Presidente se guarda su seguridad trayendo 


personal de afuera, el mensaje que se da a la ciudadanía, también en cuanto a la confianza que se tiene a la 
Policía, no es el mejor y está bastante lejos de serlo. 


Cuando venga un mandatario extranjero y coordine su custodia con el Secretario de la Presidencia, me 
imagino que si lee esto va a decir que quiere la misma custodia que el Presidente. Porque si el Presidente se 
trae gente de afuera, va a querer la misma gente, porque por algo el Presidente la contrató. Entonces, si lo 
hemos entendido bien, creemos que hay una innovación que modifica sustancialmente la custodia 
presidencial hasta la fecha, que es la habilitación a que haya una privatización, en parte, de la seguridad 
presidencial. Reitero: es un preocupante mensaje para la ciudadanía, sobre todo porque a toda la ciudadanía, 
excepto al Presidente de la República, la va a custodiar la Policía, que es lo que no quiere el Presidente para 
custodiar su persona. 


SEÑOR GAMOU.- Yo escucho con mucho respeto al señor Diputado preopinante, pero además hemos 
venido escuchando en estos últimos días algunas expresiones sobre la guardia presidencial y la mar en 
coche. Uno recuerda algunas anécdotas sobre escoltas presidenciales. 


Creo que sí, que cuando legislamos, tenemos que pensar en lo que piensan los ciudadanos de a pie. Pero 
fíjese usted, señor Presidente, algo que acaba de referir el Diputado preopinante sobre mandatarios 
extranjeros. Por supuesto que yo quiero que la Presidencia de la República se haga responsable de las 
escoltas que se les ponga a los mandatarios extranjeros; ¡por supuesto que lo quiero!, porque no quiero pasar 
más bochornos. ¡Veamos cómo estaba hasta ahora! 


Me voy a referir a una anécdota. Corría el año 1985 y vinieron muchos dignatarios extranjeros a festejar 
aquel 1% de marzo maravilloso. Recuerdo que vino Daniel Ortega y que vino Felipe González. Y fíjese usted, 
señor Presidente, qué bien funcionaba el tema de las escoltas presidenciales, que hubo una foto que recorrió 
el mundo, que nos dio mucha vergúenza a los uruguayos, pero que seguramente a Felipe González no 
solamente le debe haber dado vergijenza sino náuseas. ¡Fíjese qué escolta le pusieron para cuidar su 
seguridad: al Mayor Nino Gavazzo! Por lo tanto, creo que ese ejemplo solo basta para la muestra. Si alguien 
piensa que un tema tan delicado como la seguridad del Presidente de la República o la de los mandatarios 
extranjeros que visitan este país no amerita la coordinación del personal de máxima confianza del Presidente 
de la República y que esos servicios dependan de quien él indique, yo creo que no entendemos nada de 
seguridad presidencial. Yo no quiero pasar otro bochorno como el del año 1985 y creo que, gracias a estos 
artículos, no lo vamos a tener que pasar. 


En aquel momento, ¿quién se hizo responsable de ese mamarracho que recorrió las televisiones de todo el 
mundo? Hoy, si se produce un mamarracho de ese tipo, sabremos a quién asignárselo a partir de la 
aprobación que, sin duda alguna, la bancada oficialista va a dar a este artículo. 


SEÑOR CÁNEPA.- No soy miembro de la Comisión de Hacienda ni de la de Presupuestos, pero diría 
al señor Diputado García que lamentablemente se perdió, en la mañana de hoy -no podemos participar 
de todas las Comisiones, por nuestro tiempo- la reunión de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración. A ella concurrió el señor Ministro del Interior por un pedido del 
señor Diputado García Pintos y mantuvimos una muy buena discusión sobre el tema de la seguridad 
presidencial. Fue una larga mañana, en la que se debatió, se discutió y terminamos hablando de otros 
temas, como suele suceder en esta Casa. Inclusive, hablamos de la profesionalización de la policía. 


Creo que no deberíamos entrar al fondo de este debate. Si se quiere, se puede hacer; no hay ningún problema. 
Acá nadie va a restringir lo que quieran hacer los señores Diputados. 


He venido a escuchar con atención porque es un tema que me interesa. Pero, con todo el respeto que me 
merece, digo que las expresiones en un asunto tan importante y que podemos debatir en profundidad son, por 
lo menos, livianas. Se habló de de privatización, de seguridad, de esto y lo otro; realmente, fueron 
expresiones livianas que merecerían un debate de otro tipo. Me sorprende el señor Diputado García, porque 
no es su estilo; pero se las acepto. Hoy de mañana, cuando discutíamos el tema de la custodia del Presidente - 
hay algunos decretos que seguramente los señores Diputados deben conocer, no solo de esta Presidencia, sino 
anteriores- y veíamos cuáles eran las normas legales que regulaban este asunto -discutimos lo jurídico y 
luego la validez y la necesidad de la seguridad presidencial, cuál era el alcance, cómo se entendía la 


seguridad no solo para el Presidente sino también para su familia-, el señor Diputado García Pintos proponía, 
y así fue asumido por el señor Ministro, que la solución estaba en este artículo; que este artículo es la mejor 
solución para la institución policial. Y los Diputados del Partido Nacional presentes, del mismo sector que el 
señor Diputado García y de otros sectores también aquí presentes, acompañaron esta propuesta. Quedamos en 
que el señor Ministro iba a dar los pasos necesarios porque todos estuvimos de acuerdo, no solo en la 
importancia de la seguridad presidencial sino en que era la mejor solución para la discusión que estábamos 
teniendo con la oposición con respecto a la seguridad del hoy Presidente de la República. 


Por lo tanto, cada legislador es libre de pensar como quiera, pero me sorprende la dualidad de criterios. En la 
mañana se decía una cosa y a la tarde otra. Pero el señor Diputado es libre y es entendible su posición. 


Reitero que no creo que los temas de seguridad y de seguridad del Presidente sean específicos de esta 
Comisión, aunque si quieren discutirlos, lo hacemos. 


Quería dejar esta constancia de lo que sucedió en la mañana de hoy con la comparecencia del señor Ministro 
del Interior. 


SEÑOR GARCÍA.- Creo que no hay que ofenderse por la interpretación de los términos que están 
plasmados en el mensaje que envió el Poder Ejecutivo. Si se autoriza por este artículo a que el 
Presidente contrate a privados para su seguridad personal, la única interpretación que tiene eso es que 
se privatiza la seguridad personal del Presidente. 


(Interrupción del señor Representante Cánepa) 


Creo que no hay que alterarse por lo que es la interpretación del artículo 60, que es absolutamente 
clara y emana de su lectura. 


Pienso que tampoco se le hace bien a la policía y a las Fuerzas Armadas comparando a la institución policial 
y a sus integrantes con el señor Gavazzo, según el ejemplo mencionado por el señor Diputado Gamou. Si fue 
un argumento para tratar de alivianar lo que significa este artículo, fue una gran ofensa que se propinó a la 
fuerza policial y a las Fuerzas Armadas. 


SEÑOR GANDINL.- Esperaba que se me diera otra explicación, porque sospechaba que se me podía 
dar esa. Y esa es una mala explicación de estas modificaciones que hay que leer todas juntas y en su 
contexto. 


La explicación del señor Diputado Gamou encierra la desconfianza a la policía. Nos dio un ejemplo que, dijo, 
quiere que se evite. ¿Qué es lo que quiere evitar el señor Diputado Gamou con este artículo? Que la policía 
no ponga a un Gavazzo al lado del Presidente de la República. Estamos en eso. Creo que es realmente 
ofensivo para la institución y para el señor Ministro del Interior, que estuvo ayer con nosotros, que supongo 
tendrá el cuidado necesario cuando designe los funcionarios policiales que van a actuar en la custodia 
personal del Presidente de la República. 


Espero que no sea esta la razón que ha inspirado al Poder Ejecutivo para traer esta iniciativa y sea una 
interpretación libre del señor Diputado Gamou, porque si fuera esa sería terrible. Hay 29.000 policías; entre 
ellos debe haber una cantidad para seleccionar y, además, de confianza del señor Presidente. 


Debo decir, para que no haya sorpresa, que de la lectura en su conjunto de estos artículos surge que el 
personal que puede contratarse puede no ser policial. Esa es la modificación al artículo 83 de la Ley 

N? 16.736 que viene contenida en el artículo 62. Es más; si son funcionarios policiales les otorga el beneficio 
de los cargos de particular confianza de reservar el cargo. O sea que explícitamente establece la posibilidad 
de que sean funcionarios policiales o de que no lo sean. Además, tanto lo establece que, tomando la redacción 
anterior, sin cambiarla, queda claro que si no lo fueran no van a adquirir jamás la calidad de funcionario 
público. La novedad es que esto es para funcionarios de la custodia policial, no de la adscripción en materia 
de asesoramiento. La novedad es que el Presidente de la República, por la combinación de estos artículos, va 
a poder contratar personal de seguridad, no funcionario público, no policial, de la seguridad privada, para su 
custodia personal. Esa es la novedad. No se ofenda nadie: sí, son privados. 


Además, tengo entendido -quizás el Secretario de la Presidencia o quien va a ser su jerarca, el Prosecretario, 
me pueda decir si es así— que van a tener que constituir empresas unipersonales y aportar en esa modalidad. 
Pero, aunque no sea así, no son empleados públicos; van a seleccionar personas de la actividad privada para 
custodiar al Presidente. Y, obviamente, van a tener la excepción en el Estado; este entrega la confianza de la 
custodia de la sociedad y entrega un arma para que lo defienda a los funcionarios debidamente entrenados 
para ello y dependientes de jerarquías que tienen esa responsabilidad política ante el Parlamento: policías y 
militares, cada uno en su función específica. Acá habrá empleados de la actividad privada que van a trabajar 
para el Presidente de la República en su custodia personal. Es una decisión, mirémosla así; que nadie se 
ofenda. 


SEÑOR BOTANA.- Siempre tuve el orgullo de que en este país los mandatarios nacionales, 
extranjeros, todos los ciudadanos, los Presidentes y los ex Presidentes, todos, siempre, pudieron andar 
por la calle sin guardia y sin problemas. Es la primera vez que un Presidente necesita de una guardia 
tan numerosa, y creo que si la necesita, se la podemos dar. No hay problema; por algo la necesitará. En 
definitiva, acordemos en que la tenga. 


No le sirve ninguno de los integrantes de la fuerza policial ni de los diecinueve que entraron antes del 
concurso. Después de eso tuvieron que hacer colas y colas los muchachos en todas las Jefaturas del país y ser 
sometidos a un concurso exigente, el que, seguramente, fue una buena cosa; de esos tampoco sirve ninguno. 
No sirven los que están ni los que entraron ahora por concurso; no sirven los diecinueve que entraron antes 
del concurso, porque acá primero entraron algunos y después vino el concurso. Y ahora, además, tenemos la 
habilitación para que entren más. Si eso es necesario en este período de Gobierno, lo tendrán, no hay 
problema. Sí nos comprometemos a que esto en el futuro se termine. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Como decía el señor Diputado Cánepa, este tema lo consideramos hoy en 
la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración -a pedido nuestro—, 
tratando de encontrar solución a una situación que, en nuestra opinión, no debe sobrevivir por mucho 
más tiempo en el Ministerio del Interior, en la unidad ejecutora Jefatura de Policía de Montevideo, 
donde diecinueve integrantes de la custodia del señor Presidente de la República fueron nombrados 
por el señor Ministro del Interior, dieciocho como sub-escalafón ejecutivo, Agente de 2” -llamémosle 
policía de revolver-, y uno, por razones de edad, en el sub-escalafón policía especializado. 


Antes de preocuparnos de lo que puede pasar por la aplicación de estos artículos me pregunto por qué no nos 
preocupamos desde el 1? de marzo -fecha en que asumió el Presidente de la República- hasta el día 29 de 
junio de este año. Pasaron unos cuantos meses en los que quienes hoy son jurídicamente funcionarios 
públicos del Ministerio del Interior, no eran policías. ¿Qué eran? No sé. Estamos esperando que se nos defina 
exactamente en calidad de qué estaban en la Presidencia de la República custodiando nada menos que al 
primer mandatario. ¿En qué calidad estuvieron desde el 1 de marzo, cuatro meses menos dos días, en la 
Presidencia de la República? Tenemos entendido que todos formaron parte -algunos por más y otros por 
menos tiempo- de la seguridad del doctor Vázquez en las últimas campañas electorales, frente a lo cual no 
tengo ningún tipo de crítica. Algunos podrán decir que se exacerba el celo por la cantidad de funcionarios o 
de ciudadanos que custodian al doctor Vázquez. ¿El país tiene el perfil de un primer mandatario o de un 
dirigente político que era candidato en las últimas elecciones rodeado de guardaespaldas? No lo sé. No sé qué 
es lo que se busca proteger, más allá de lo que tradicionalmente se ha protegido en nuestro país. Se trata de 
un pueblo civilizado, en el que la gente se manifiesta de determinada manera, siempre por los carriles 
correspondientes y, en este caso, en democracia. Ese es un tema que asumo con respeto y pienso que es la 
manera como enfrenta este tema el señor Presidente; él, sin duda, tiene asesores en la materia. 


¿Quién les pagaba en esos primeros cuatro meses de Gobierno? Después les empieza a pagar el Ministerio 
del Interior. ¿En esos cuatro meses quién les pagó? ¿La fuerza política? ¿El Presidente de la República de su 
propio bolsillo? ¿Había que buscar una solución? Sí, había que buscar una solución. ¿La solución que se 
buscó es la mejor? No. La solución que se buscó fue la peor, porque no tienen vocación policial, no tienen la 
camiseta puesta y dicen que ellos no son policías aunque ahora lo sean. Lo cierto es que están allí. 


Como bien dijo el señor Diputado Cánepa, nos parece que la mejor manera de eliminar ese malestar que 
existe hoy en la familia policial -y esto es una realidad— debido a que personas que no quieren ser policías 
están ocupando esas vacantes por razones de necesidad, es precisamente la que establecen estos artículos del 


Presupuesto a partir del 1” de enero. Es lo que nosotros sugerimos hoy al señor Ministro del Interior, quien 
nos dijo que, en la medida en que la información que se extrae de estos artículos le dé la solución, está 
dispuesto a retirarlos del Ministerio del Interior y a contratarlos por el Inciso 02, Presidencia de la República. 


A mí me parece que es lo más conveniente, dentro de las actuales circunstancias. Lo ideal es que la seguridad 
del señor Presidente de la República y de su familia esté en manos de profesionales de la policía. Yo sé que 
hay suspicacias y hasta sospechas de los funcionarios policiales, salvo de los que hoy están integrando la 
custodia fija o estática y, por supuesto, del encargado de la custodia policial, el Grado 10 Álvaro Vergara. 
Pero no es lo ideal que el Presidente de la República tenga que recurrir a personas ajenas al Estado para su 
seguridad. 


El tema del número es otra cosa. En 26.000 funcionarios públicos en el Ministerio del Interior -podemos 
reducir la cifra si nos referimos al sub escalafón ejecutivo, al policía de revólver-, ¿no hay funcionarios que 
puedan cumplir con las exigencias de seguridad y de confianza del señor Presidente de la República, así 
como ocurrió con el Comisario Vergara? El señor Presidente de la República ha optado por continuar con lo 
que era su guardia personal, sus guardaespaldas de las épocas electorales, ahora que está en la Presidencia. 
Yo no lo comparto. Que tiene su derecho y que va a encontrar las facultades para hacerlo, no hay duda. 


Además no nos olvidemos de que los primeros cuatro meses, no sé si con porte o sin porte de arma -pero 
seguro que con armas de fuego y, por lo tanto, letales-, estuvieron custodiando al Presidente de la República 
como lo hacían cuando era candidato. Y problemas han tenido en una función sensible, en la que entran en 
contacto con distinto público, con periodistas, con vecinos de los barrios y de los diferentes pueblos del 
interior del país. 


El 30% de quienes están allí perdió el examen psicológico para ser policía. No están habilitados, pero 
entraron igual. No voy a ingresar en este tema porque lo discutimos hoy en la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración y lo dimos por zanjado. Estuvo también el señor Diputado 
Pablo Abdala. 


Creo que dentro de lo malo, lo menos malo es que cuando llegue el momento el Poder Ejecutivo haga uso del 
Presupuesto hoy proyectado para dar una solución. Para mí no es la mejor porque deberían ser funcionarios 
policiales, que son los que tienen la capacitación, que se han profesionalizado y los que tienen antigiiedad en 
esos cargos. De lo contrario, habrá que buscar la forma de que estas personas hagan los cursos. 
Evidentemente, eso no es lo que el señor Presidente de la República piensa, pero acá está la solución. 


En cuanto a si son públicos o privados, ese es otro tema. Lo teníamos que haber empezado a discutir desde el 
1% de marzo, porque después se estuvo en esa situación durante cuatro meses. Luego se asumirán las 
responsabilidades. Así lo vemos nosotros. 


Creemos que la solución para esos diecinueve integrantes es que se vayan del instituto policial, que sean 
cesados, sin que pierdan su fuente de trabajo, y que el mismo día sean incorporados a otro organismo, de 
acuerdo con la normativa vigente o con la que pueda determinar el Poder Ejecutivo. Esto es lo que pensamos 
sobre el tema. En los últimos cuarenta días se ha ido madurando este asunto, inclusive con la aparición de 
estos artículos -hace cuarenta días no los teníamos-, y la solución podría surgir por este lado. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- No pensaba intervenir en el debate, pero en función de que fui aludido 
por el señor Diputado García Pintos y de que anteriormente lo fue mi partido por la participación que 
le cupo esta mañana en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
por parte del señor Diputado Cánepa, quiero hacer una aclaración 


Con el señor Diputado García Pintos compartimos la convocatoria al señor Ministro del Interior a la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, así como el diagnóstico; creo que 
fue muy oportuna la iniciativa del señor Diputado García Pintos porque quedó en evidencia que en la 
contratación de esos diecinueve compatriotas el Poder Ejecutivo había incumplido la normativa vigente, 
contratándolos sin que se verificara el cumplimiento de los requisitos por parte de este conjunto de 
ciudadanos, otorgándoles la condición de funcionarios policiales. Pero eso no implica que estemos de 
acuerdo con que esa situación se sanee, se legitime o se resuelva por la vía de este artículo. Tal vez -el señor 
Diputado García Pintos lo planteó- el señor Ministro del Interior lo haya aceptado como una alternativa. Eso 


no compromete a nuestro partido político; esta disposición podrá sanear esa situación, pero en todo caso 
también otorga un cheque en blanco o un título habilitante para contratar sin límite y a cualquiera. Nos 
preocupó mucho -por eso acompañamos a los colegas en la mañana de hoy en la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración- la forma en que el Poder Ejecutivo actuó el 29 de junio para 
la contratación de estos diecinueve ciudadanos, algunos de los cuales -como aquí bien se decía- están en 
condiciones de ineptitud desde el punto de vista psicológico. Y no lo dice la oposición, sino los servicios del 
Ministerio del Interior. Ese puñado de ciudadanos contratados no pasó el examen psicológico o, mejor dicho, 
no tiene observaciones desde ese punto de vista, pero no cumple a satisfacción con los requerimientos 
clínicos y médicos correspondientes que les son exigidos a los funcionarios policiales. | Esto implica un 
quebrantamiento de las reglas -con lo cual estamos en absoluto desacuerdo- y una solución que incrementa la 
inseguridad pública, más aún la del señor Presidente de la República, que a todos nos debe preocupar en 
función de su investidura, más allá de procedencias partidarias. De acuerdo con lo actuado por el Gobierno 
en la materia, ha quedado demostrado que se ha procedido con temeridad. Ahora, pretender sanear, excusar o 
encontrar la vía de escape a una situación irregular a través de una autorización genérica para contratar, capaz 
que arregla aquello, pero habilita a que se puedan generar problemas más graves que los que tenemos. Sería 
pan para hoy y hambre para mañana; sería una solución aparente. 


También sería muy fácil evitar el quebrantamiento jurídico, eliminando las normas y los requisitos; como no 
hay reglas de ninguna especie nunca habrá un obrar antijurídico. En este caso claramente lo hubo, y de una 
manera peligrosa. 


En todo caso, si la Comisión de Presupuestos aceptara este artículo tal como viene, estaría ambientando 
soluciones antijurídicas graves e inconvenientes como las que estuvieron en discusión en la mañana de hoy 
en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En rigor a la verdad, no encuentro que existan preguntas a evacuar sino muy 
extensas y fundadas opiniones o valoraciones de los señores Diputados que, con todo respeto, uno no 
comparte. Quiero insistir, sí, en dos o tres ideas centrales. 


En primer lugar, esta no es una válvula de escape al "vale tutti”, porque cualquier persona que sea contratada 
va a tener el vallado y el límite del artículo 62, que establece el tope máximo para todos los contratos de 
adscripción, no solo para el servicio de seguridad presidencial sino para la unidad de monitoreo y cualquier 
otro que se quiera hacer. 


En segundo término, la Jefatura de este servicio de seguridad presidencial sigue estando a cargo de 
funcionarios policiales de carrera: comisarios, subcomisarios y oficiales. 


En tercer lugar, quizá el error parte de asimilar exactamente el concepto de un servicio de seguridad al de 
custodia, entendida esta como la función de guardaespaldas. Puede ser necesario, por ejemplo, en materia 
tecnológica, llegar a la contratación de alguien que pueda tener un dispositivo o instrumento que permita 

captar interferencias telefónicas, porque el Estado no lo tiene. 


En cuarto término, no se trata solo de policías ejecutivos con revólver en el cinto. Tenemos que pensar en la 
posibilidad de choferes que han hecho cursos de manejo especializado. Así podría dar otros ejemplos. 


Con el mayor de los respetos a los señores Diputados, creo que se está sobredimensionando el impacto de 
esta norma. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- En realidad, no formulé la pregunta directamente porque pensé que el 
señor Secretario la iba a entender. Quisiera saber quién les pagó los cuatro primeros meses a estas 
personas. Sin duda, el instituto policial no fue, porque fueron contratados el 29 de junio. No pregunto 
qué sucedió antes del 1” de marzo porque ese es un tema del doctor Vázquez, ya que no era Presidente 
efectivo sino electo, y antes era dirigente político en campaña. Concretamente, quisiera saber de dónde 
surgieron los recursos durante esos cuatro meses para el pago del trabajo de esos ciudadanos, que sin 
duda se lo ganaron. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Distinguido señor Diputado: con el mayor de los respetos le digo que formula 
una pregunta que no tiene nada que ver con la norma jurídica que está en discusión. De todas 


maneras, dada la consideración que me merece, le voy a responder. No cobraron, señor Diputado. Y no 
cobraron porque, lamentablemente, la tramitación burocrática de los contratos de adscripción insumió 
esos meses, por lo que se vieron obligados a trabajar en forma gratuita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguimos con el artículo siguiente. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- El artículo 62, que he mencionado varias veces, marca un tope global a las 
partidas por contratos de adscripción del orden de los $ 8:000.000. 


Luego vienen los artículos 63 a 66, que sí están fuertemente vinculados por una misma unidad temática. El 
artículo 63 establece la asignación de determinada partida a la Secretaría de la droga, dado que este Gobierno 
intenta combatir frontalmente ese flagelo que tanto daño está causando a nuestra sociedad. En la misma 
filosofía, y tomando una disposición que ya existe en materia aduanera, se incorpora una modificación en el 
artículo 64 a la ley sobre estupefacientes, que faculta, tratándose de bienes o productos perecederos, a no 
aguardar al dictado de la sentencia definitiva para ir al remate de los bienes, porque obviamente el mero 
transcurso del tiempo los deprecia. 


El artículo 65, que da también nueva redacción al artículo 67 de la ley de drogas, establece la asignación de 
aquellos bienes que sean decomisados o confiscados, ahora ya no en forma cautelar o anticipada, sino por vía 
de una sentencia, poniéndolos a disposición de la Junta Nacional de la Droga, y le asigna una serie de 
eventuales destinos, todos vinculados a obtener recursos y financiamientos para el combate contra el 
narcotráfico. En esencia, la norma plasmada en estos tres artículos no da mérito a más comentarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Proseguimos con el análisis de los artículos 66 y 67, referidos a la 
transformación del Estado. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En tal caso, cedería la palabra al Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, economista Carlos Viera, que es el encargado de explicar el articulado. 


SEÑOR VIERA.- Las funciones sustantivas que por Constitución y por ordenamiento legal se 
atribuyen a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto son varias y muy importantes. Una de ellas 
radica en la actuación que dicha Oficina debe realizar en pro de la transformación del Estado, o que 
también se ha dado en llamar reforma del Estado, pero no estamos en condiciones de hacer una 
discusión terminológica. 


Los artículos 66, 67 y 68 tratan el tema en los siguientes términos. Tal es la importancia que se atribuye a la 
transformación del Estado por parte del actual Gobierno que dicha tarea se quiere plantear al máximo nivel 
posible, o sea al nivel del Consejo de Ministros, con el Presidente de la República actuando en Consejo de 
Ministros. Así se determinará la política de transformación del Estado, con asesoramiento de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Quiere decir que se sube un escalón, 
porque hasta ahora había un Comité Ejecutivo Para la Reforma del Estado, que era una institucionalidad que 
funcionaba muy poco, compuesta por el Ministro de Economía y Finanzas, el Director de Planeamiento y 
Presupuesto y el Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Ese aspecto de tipo institucional es el que ahora queda derogado por estas normas que se incluyen en el 
Presupuesto. Esta institución hacía el diseño de la política de transformación del Estado. Mientras tanto, 
había un aspecto operativo de la política de transformación del Estado que quedaba a cargo de una unidad 
que funcionaba en la órbita de la OPP y que lo seguirá haciendo. Al mismo tiempo, se pudo ver que la 
transformación del Estado tenía mucho que ver con lo que se hacía desde esta oficina operativa, que va a 
seguir funcionando, pero también tenía mucho que ver con lo que hacía y hace la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. Por lo tanto, la tarea de desarrollar el Programa de Transformación del Estado, a nivel 
operativo, va a quedar a cargo de la OPP y de la Oficina Nacional del Servicio Civil, en conjunto con el otro 
actor importante que es el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Eso es lo que dicen estos artículos, de tal forma que las atribuciones que se establecían al CEPRE como tal se 
transfieren ahora a la Oficina Nacional del Servicio Civil y a la OPP. Que quede claro entonces que dichas 
atribuciones se seguirán ejerciendo y que dichas tareas seguirán siendo efectuadas. 


SEÑOR GANDINI.- Entendí lo que explicó el señor Director de Planeamiento y Presupuesto en cuanto 
a la idea de generar un ámbito desde el cual se desarrolle la transformación del Estado. Entendí que 
hay una parte de eso que se aplica desde la propia Oficina de Planeamiento y Presupuesto y otra desde 
la Oficina Nacional del Servicio Civil. Me gustaría saber cuál es el destino de las partidas que en los 
artículos 367 y 368 -incluidos en el Inciso 24, "Diversos créditos”- van con destino a estos programas. 
Hay allí una previsión que entre Rentas Generales y endeudamiento es de aproximadamente 
US$ 1:000.000 anuales, -alrededor de $ 26:000.000- para la OPP, y casi la mitad de esa cantidad por 
año -alrededor de $ 12:000.000- para la Oficina Nacional del Servicio Civil. No son organismos que 
tengan gastos importantes en inversión ni en funcionamiento; entonces, estos recursos deben estar 
destinados a contrataciones o a compensaciones de otros funcionarios que ya están en el Estado. 


Quisiera saber qué se está pensando en ese sentido. 


SEÑOR VIERA. - Hasta el presente, la parte operativa del CEPRE funcionó en base a proyectos 
financiados por organismos internacionales, no en base a Rentas Generales, salvo el aporte de 
contrapartida nacional que se exige a Rentas Generales. En lo sucesivo, se piensa regularizar esa 
situación efectuando los concursos correspondientes, adecuando el número de funcionarios que entren 
en ese terreno con las nuevas tareas que están planteadas. De manera que estamos abocados a una 
nueva relación funcional de la que hasta ahora ha tenido lugar. A nuestro modo de ver, los concursos 
no fueron lo suficientemente abiertos como debieron haber sido y el número de funcionarios y su 
retribución no fueron lo que nosotros aspiramos. Cuando digo racionalizar quiero decir adecuar la 
remuneración a la normal, a la que cobran los funcionarios que tienen una larga trayectoria y son 
presupuestados en la Administración Pública o contratados desde larga data, pero que de repente 
tienen ciertos atributos, ciertas especializaciones que no son las que se requieren para poder 
desarrollar este tipo de proyectos. 


De manera que lo que está establecido en esos artículos son las partidas de créditos externos y contrapartidas 
nacionales previstas para poder seguir obteniendo el concurso de personas que operen para la transformación 
del Estado. En el caso de la OPP no existirían esos recursos porque ninguna de las personas que está 
revistando en sus unidades -esto viene de mucho antes, por lo menos de 1996- tiene la especialización 
requerida, sino que lo que hay es una acumulación de capacidades en estos términos en personas contratadas 
por el régimen de proyectos. 


SEÑOR GANDINI.- No me quedó claro si van a contratar a nuevas personas -no a las que vienen del 
CEPRE;, y si van hacer nuevos concursos. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Se va a llamar a concurso, al que 
pueden presentarse quienes estaban antes. 


Con respecto al artículo 69, la Constitución de la República prevé la asistencia de la Comisión de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. 


Esta Comisión de la OPP, prevista en el artículo 214 de la Constitución, está integrada por todos los 
Ministros que tienen que ver con el desarrollo y por el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
y tiene que establecer los lineamientos generales para el trabajo de la Oficina y mandatar al Director acerca 
de cuáles son sus cometidos y sus deberes. 


Lamentablemente, esta Comisión no había funcionado en la historia de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto desde que fue creada; funcionó por primera vez el 15 de marzo de 2005. Entre sus resoluciones, 
facultando al Director a realizar determinadas tareas, estableció que había que regularizar la dependencia 
jerárquica de varias Unidades, entre las cuales figuraban la URSEA, la URSEC y el INE; se establecía que en 
cuanto a la dependencia jerárquica estaban en la órbita de esa Comisión de la OPP. Nadie entendía 
claramente cuál era el significado de eso y había una confusión respecto a cuáles eran las dependencias 
jerárquicas, porque esas Unidades en materia técnica tenían determinada jerarquización y se vinculaban con 
ciertos jerarcas, mientras que en materia administrativa se vinculaban con otros. 


Lo que aquí se está planteando es que el INE pase a depender jerárquicamente del Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, sin perjuicio de su autonomía técnica. Por lo tanto, esto dirime ese aspecto, 
clarificando cuál es la dependencia jerárquica exacta que se quiere dar al Instituto Nacional de Estadística. 
Esto nos llena de complacencia, porque si la Oficina de Planeamiento y Presupuesto tiene que hacer planes 
de desarrollo, claramente debe tener un diagnóstico de la situación de la realidad imperante; por lo tanto, el 
manejo de los datos y de las estadísticas es vital para realizar esa tarea. 


Un más estrecho contacto con el INE creo que redundará en beneficio de todos. 


El artículo 70 también plantea una suerte de regularización, pero aquí no estamos generando nuevas 
contrataciones. 


Voy a explicar cómo funciona este planteo a nivel de DIPRODE, Unidad que tendría la responsabilidad de 
contratar veintiún funcionarios con cargo al Programa de Apoyo al Sector Productivo. 


En estos tiempos que hemos vivido se hacía difícil la contratación de funcionarios públicos debido a la 
prohibición que emanaba de las normas legales existentes. Sin embargo, había necesidad de cumplir con 
compromisos de apoyos al sector productivo, en particular al desarrollo de la cuenca lechera y de la cuenca 
arrocera. Por estos motivos, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, a través de CONAPROLE, contrataba 
funcionarios, mayoritariamente técnicos y semitécnicos, quienes eran asignados al cumplimiento específico 
de los Programas de Apoyo al Sector Productivo. 


Quiere decir que se trataba de una contrapartida nacional de préstamos del exterior que nuestra Oficina estaba 
ejecutando de una forma que no creo que fuera la mejor, pero se trataba de una práctica que se venía 
realizando desde la década del noventa a la fecha. Ahora estamos en condiciones de regularizar esa situación, 
y en lugar de contratar a través de entidades beneficiarias por el apoyo del Programa, por ejemplo 
CONAPROLE, vamos a contratar directamente por el sector público. 


Aquí no hay mayores costos para el Estado, porque lo único que se hace es regularizar la situación de los 
técnicos y semitécnicos que están contratados de esa forma, que son absolutamente necesarios para el trabajo 
de DIPRODE, Unidad que se ocupa de implementar planes de descentralización y proyectos concretos de 
apoyo al sector productivo en el interior del país. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- A través del artículo 71 se habilita a la Oficina Nacional del Servicio Civil a 
contar con una partida anual a efectos de contratar becarios o pasantes, que tendrán como objetivo 
reclutar datos de la Administración Pública sobre los distintos vínculos que existen en la materia. 


Es un hecho que las pasantías y becas son una forma extendida de entrada en toda la Administración Central. 


Si no hay preguntas, pasaría a considerar un grupo de artículos vinculados a la URSEA -del 72 al 75- y otro 
con relación a la URSEC -del 77 al 85. 


Sin perjuicio de solicitar que la explicación la realicen los respectivos Directores de las Unidades 
Reguladoras, quisiera hacer una aclaración que vale para ambas Unidades y que cristaliza en una fórmula de 
redacción sustitutiva para los artículos 72 y 77, es decir, el primero respecto a cada una de las Unidades 
Reguladoras. 


Hemos visto que se manejan versiones de excesiva concentración o mala ubicación de las Unidades 
Reguladoras en el ámbito de la Presidencia de la República. Desde el punto de vista jurídico y del derecho 
comparado, este tipo de Unidades Reguladoras generan problemas de ubicación institucional. Hay países que 
las tienen como entes autárquicos, otros las tienen como dependencias o unidades encartadas dentro de 
Ministerios o Secretarías; hay países que las tienen como entes autónomos y otros con un estatus que podría 
asimilarse al de los organismos del artículo 220 de la Constitución. 


Lo cierto es que en nuestro país, en las leyes de creación, se estableció que funcionaran en el ámbito de la 
Presidencia de la República. Por ende, manteniendo esa ubicación pero clarificando que la Secretaría de la 
Presidencia de la República no tiene ninguna potestad sobre este órgano desconcentrado, vamos a proponer 


que se sustituya la redacción de los artículos 72 y 77 por una fórmula que nos parece más feliz y que se ata a 
la idea de la vinculación administrativa, sobre la que ya hemos hablado. 


El artículo 72 sustitutivo diría: "Sustitúyese el inciso primero del artículo 3 de la Ley N* 17.598, de 13 de 
diciembre de 2002, por el siguiente: 'La Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA) se 
vinculará administrativamente con el Poder Ejecutivo a través de la Secretaría de la Presidencia, y actuará 
con autonomía técnica". Idéntica redacción sustitutiva se plantea para el caso de la URSEC en el artículo 77: 
"Sustitúyese el inciso primero del 74 de la Ley N” 17.296, en la redacción dada por el artículo 23 de la Ley 
N? 17.598, por el siguiente: 'La Unidad Reguladora de Servicios de Comunicación se vinculará 
administrativamente con el Poder Ejecutivo a través de la Secretaría de la Presidencia, y actuará con 
autonomía técnica". 


Para referirse al resto del articulado correspondiente a la URSEA, solicito autorización para que intervenga 
su Directora. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- Los artículos 73 y siguientes tienen que ver con dos aspectos fundamentales. 
Uno refiere a la escala de niveles retributivos máximos y el otro a la tasa con que se financia la 
actividad de esta Unidad Reguladora. 


La explicación que correspondería formular en el artículo 73 es que durante el 2003 se dictaron tres decretos: 
uno que aprueba la estructura organizativa de la Unidad, otro que aprueba la estructura de puestos de trabajo 
y un tercero que reglamenta la tasa de control, quedando pendiente para la plena institucionalización de la 
Unidad la norma que establezca los montos máximos de retribución. Por lo tanto, en el artículo 73 se 
establecen los montos máximos por todo concepto. 


El artículo 74 tiene que ver con el reembolso a Rentas Generales en caso de que se utilicen fondos de la Tasa 
de Marco Regulatorio de Energía y Agua, y los artículos 75 y 76 sustituyen la redacción del artículo que crea 
esta tasa, dando rango legal a disposiciones que ya figuran en el decreto reglamentario correspondiente, que 
es el Decreto N* 544/003. 


SEÑOR CASARETTO.- Hemos escuchado atentamente el desarrollo de esta sesión y esperamos que se 
explicaciones brindadas por el señor Secretario -que respetamos-, da la impresión de que se está 
creando un gobierno dentro del Gobierno. Por supuesto que la última redacción propuesta por el señor 
Secretario para sustituir el texto de los artículos 72 y 77 nos alivia bastante, y ha justificado este 
cambio en el sentido correcto. Evidentemente, necesitamos saber qué se quiere decir con "se vinculará 
administrativamente", qué prerrogativas competerán a la URSEA y a la URSEC en su 
relacionamiento con la Secretaría de la Presidencia. 


El señor Secretario decía que a veces se complica lo de ubicar este tipo de Unidades Reguladoras, pero creo 
que en ese sentido hubo una voluntad del legislador al votar el proyecto respectivo y la duda queda evacuada 
cuando se advierte que la ley establece que estarán en la Comisión de Planeamiento y Presupuesto, más 
específicamente en el literal o) de las disposiciones transitorias específicas de la Constitución. 


Estamos hablando de Unidades Reguladoras que, antes de las modificaciones que acaba de presentar el señor 
Secretario, había riesgo de que cayeran en dependencias netamente políticas, sobre todo si tenemos en cuenta 
que tiene prerrogativas muy delicadas y que las proyectan a mercados tremendamente sensibles, que mueven 
intereses económicos de tremenda cuantía. 


Creíamos que los pasos que se daban a través de la antigua redacción de los artículos 72 y 77 -repito que las 
modificaciones correspondientes nos alivian el trabajo de argumentar en contra- eran regresivos, centralistas, 
politizantes y contrariaban el respeto internacionalmente generado por las Unidades Reguladoras. 


Por lo tanto, creemos que ha hecho bien el señor Secretario en haber presentado estas modificaciones. No 
obstante, seguimos reclamando que se nos aclare cuál es el alcance de la expresión "se vinculará 
administrativamente"; esperamos que no sea simplemente un cambio de texto y se nos explique cuál será el 
relacionamiento estricto entre ambas Unidades y la Secretaría de la Presidencia. 


SEÑOR POSADA.- Los artículos 72 y 77 nos generan una profunda sorpresa, porque notoriamente 
cuando el proyecto de creación de la URSEC, y especialmente de la URSEA, fue abordado en el Poder 
Legislativo, la discusión estuvo fundamentalmente centrada -más allá de los contenidos en cuanto al 
alcance de los cometidos; sobre todo en el caso de la URSEA se cuestionó el incluir los aspectos 
relacionadas con el agua y el saneamiento- en la constitucionalidad de la ubicación de estas Unidades. 
Como es notorio, la mayoría en la Legislatura pasada, constituida por el Partido Colorado y el Partido 
Nacional, decidió vincular ambas Unidades a la Comisión de Planeamiento y Presupuesto, solución que 
fue ciertamente criticada. Tengo acá la versión taquigráfica de la intervención del doctor Cajarville en 
las Comisiones integradas que analizaron este tema, que señalaba "que no se podía atribuir a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto competencias de administración activa". Y agrega: "Y me 
refiero como administración activa a aquella que decide, que emite decisiones y que las ejecuta. Las 
administraciones centralizadas que realizan administración activa tienen que depender del Poder 
Ejecutivo, lo cual significa depender del Presidente de la República, actuando con el Ministro, 
Ministros respectivos o con el Consejo de Ministros; nunca pueden depender de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto". La solución que ahora se nos plantea sigue teniendo las mismas 
dificultades que se plantearon en su oportunidad. 


Frente a esto el mismo doctor Cajarville señalaba la importancia que tenía la trascendencia de las actividades 
que iban a regular la URSEA y la URSEC, nada menos que las telecomunicaciones, la energía eléctrica, el 
petróleo y sus derivados, el agua y el saneamiento. El doctor Cajarville terminaba señalando que esto era una 
grosera inconstitucionalidad. 


Estos fundamentos, que nos parecieron válidos, determinaron que la bancada del Partido Independiente no 
votara el proyecto en la Cámara de Representantes. No estuvimos solos en esta discusión; diría que quien 
llevó adelante la principal fundamentación en contra de este proyecto fue la bancada del Encuentro 
Progresista-Frente Amplio. El vocero de la bancada del Encuentro Progresista-Frente Amplio comenzó su 
intervención en el seno de la Cámara de Diputados diciendo: "Señor Presidente: el Encuentro Progresista- 
Frente Amplio votará negativamente este proyecto porque lo considera inconveniente por algunos elementos 
que luego vamos a analizar y porque, además, en algunos aspectos es estruendosamente inconstitucional". 
Por cierto que se abunda en fundamentos citando, entre otros, al propio doctor Cajarville. 


Realmente, creía que si se iba a dar una solución distinta se buscaría una que fuera constitucional y no se 
insistiría en una que, pienso -al igual que el vocero del Frente Amplio- es estruendosamente inconstitucional. 
Lo es, entre otras cosas, porque no existe un órgano "Secretaría de la Presidencia"; existen el Secretario de la 
Presidencia y el Prosecretario de la Presidencia, pero ninguno constituye un órgano. El órgano es 
"Presidencia de la República". Entonces, si se mantiene la tesis planteada en la ley que creó la URSEA y la 
URSEC, de dejar esto como un órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo, quisiera saber a través de qué 
Ministerio se va a relacionar. Lo pregunto porque si no está previsto, esto quedará como hasta ahora, 
sustraído del control parlamentario. No tenemos posibilidades de ejercer control parlamentario ni sobre la 
URSEA ni sobre la URSEC. Esto me parece un hecho muy grave, porque estas Unidades de contralor tienen, 
entre otras cosas, la posibilidad de dictar actos materiales que, inclusive, tendrán que ser aplicados por los 
entes autónomos y por los servicios descentralizados. 


Señor Presidente, creo que este es un tema realmente grave y que debemos reflexionar al respecto. No creo 
que la solución que nos alcanza el señor Secretario de la Presidencia, por la que se modifican los artículos 72 
y 77, solucione el problema; este persiste. 


Repito: los argumentos expresados en este sentido por Diputados y Senadores del Encuentro Progresista- 
Frente Amplio fueron muy contundentes, y yo los comparto. Tanto es así que, por esas mismas razones, 
votamos negativamente la creación por ley de estas Unidades. 


Estamos frente a un tema particularmente grave. Es más: la solución que se plantea habla de que se 
"vinculará administrativamente con el Poder Ejecutivo", pero no determina qué Ministerio tendrá directa 
relación. Si se crea un órgano desconcentrado está claro que tiene que relacionarse con el Poder Ejecutivo - 
como señalaba en su momento el doctor Cajarville-, y esto es: el Presidente de la República actuando con un 
Ministro, con los Ministros respectivos o en Consejo de Ministros. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Si hay algo que se quiere dejar explícitamente claro es que ni la Presidencia ni 
la Secretaría de la Presidencia tienen ninguna apetencia especial por tener bajo su égida y su control 
estas dos Unidades Reguladoras que, con los respetos que me merecen las exposiciones precedentes, no 
son nada claras desde el punto de vista de su naturaleza jurídica ni de su vinculación. 


Contestando al señor Diputado le digo que cuando procuramos hablar nada más que de vinculación 
administrativa lo hicimos con el sentido de enlace o canal de comunicación. No olvidemos que se trata de 
Unidades Reguladoras que son órganos desconcentrados pero con limitaciones porque, de acuerdo con la 
normativa vigente, el Poder Ejecutivo puede ejercer el derecho de avocación, lo que recorta tremendamente 
el carácter de desconcentrado. 


De todas maneras, dado que la fórmula sustitutiva no parece satisfacer a los señores Diputados de la 
oposición, les ofrecemos una nueva -que repartiremos de inmediato-, que incluya un tercer inciso con la 
siguiente redacción: "El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Ministros, en uso de las facultades que le 
confiere el artículo 174 de la Constitución, determinará la vinculación del organismo con el mismo, a los 
efectos previstos en los artículos 118 y 119 de la Constitución". 


Si esta fórmula tampoco los satisficiera, los invito a que encuentren una mejor porque, por ejemplo, no 
conozco en todo el derecho público uruguayo -a pesar de que no es una materia de mi especialidad- que haya 
organismos como los que el señor Diputado ve tan claramente, que se vinculen a través de dos Ministerios 
distintos según cuál sea la materia que se trata con el Poder Ejecutivo; debe ser un caso insólito en nuestro 
esquema institucional. 


Insisto: se trata de órganos desconcentrados que están en la órbita del Ejecutivo. Yo no sé exactamente qué 
quiere decir estar en la órbita del Ejecutivo en términos de derecho administrativo. Sí sé que se trata de 
órganos desconcentrados con desconcentración limitada o restringida por la potestad de avocación. 


Quiero dejar bien en claro a los señores Diputados que no hay ninguna apetencia especial por controlar estos 
órganos, mucho menos de parte de quien habla que, en todo caso, lo que quisiera sería alejarlos lo más 
posible de sí. 


Les estamos ofreciendo una nueva fórmula sustitutiva, surgida al calor de los planteamientos que se han 
formulado y, si tampoco fuere satisfactoria, quizás haya que consultar a algún especialista para que idee 
alguna mejor. 


SEÑOR ASTI.- Voy a formular una pregunta al señor Secretario de la Presidencia, porque se ha 
considerado la posibilidad de incluir un tercer inciso, pero como pienso que el segundo inciso del 
artículo 3” de la ley de creación de la URSEA sigue vigente, se podría hablar de que "El Poder 
Ejecutivo, actuando en Consejo de Ministros, en uso de las facultades que le confiere el artículo 174 de 
la Constitución, determinará la vinculación de la URSEA con el mismo a todos los efectos," -por lo 
tanto, también a los efectos administrativos- "inclusive, los previstos en los artículos 118 y 119 de la 
Constitución". 


Si el segundo inciso del artículo 3” de la ley_ de creación de la URSEA sigue vigente, lo único que habría que 
hacer sería extenderlo para la URSEC. La solución que acaba de plantear el señor Secretario de la 
Presidencia va en ese sentido; este inciso no sería necesario para la URSEA, sí para la URSEC. 


SEÑOR POSADA.- En primer lugar, quiero señalar que descarto cualquier intención de acaparar 
poder por parte del señor Presidente de la República y del señor Secretario de la Presidencia en cuanto 
a este tema. No es ese el cuestionamiento que estamos realizando. No estamos planteando un 
cuestionamiento de carácter personal. Estamos preocupados por tratar de que la solución institucional 
que se dé a la ubicación de la URSEA y de la URSEC esté en el marco que establece la Constitución de 
la República. Esa es nuestra preocupación, como lo era cuando esta ley se aprobó en el Parlamento - 
repito- con votos del Partido Colorado y del Partido Nacional, exclusivamente con votos del Partido 
Colorado y del Partido Nacional. Esa es la preocupación que tenemos. 


El señor Secretario de la Presidencia plantea ahora una solución alternativa. Me parece que tenemos que 
tomarnos el tiempo para estudiarla y ver si efectivamente puede ser la correcta. De todos modos, celebro y 
reconozco la actitud del señor Secretario de la Presidencia en cuanto a procurar una solución institucional que 
esté en el marco de la Constitución. Eso hace que estemos discutiendo sobre la misma base. No es una 
cuestión menor que cuando se plantean temas de carácter institucional el Poder Ejecutivo y el Poder 
Legislativo estén hablando sobre la misma base, con la misma preocupación. Me parece un hecho positivo y 
lo resalto. 


SEÑOR TROBO.- En primer lugar, quiero resaltar la actitud del señor Secretario de la Presidencia. 
Voy a ser frontal: no ha sido la actitud que hemos percibido hasta ahora en este Presupuesto. Es un 
elogio para el señor Secretario de la Presidencia, pero también es una constatación respecto a las 
demás autoridades que nos han visitado. 


En segundo término, la preocupación del señor Diputado Posada deviene en el origen de una cuestión 
esencial: las reguladoras son excepcionales. Esperamos que en el futuro estén dentro de la organización del 
Estado como instrumento de defensa de los usuarios y de los consumidores. Lo que pasa es que estamos de 
camino entre una concepción del Estado con una presencia absoluta en todas las áreas, cumpliendo estas 
funciones que mucho discutimos deba cumplir, y una dimensión hacia el futuro de un Estado más ciudadano, 
en el que los consumidores tengan mayor cantidad de derechos. 


No olvidemos que estas organizaciones tienen que rendir cuentas a los consumidores. Deben lograr que los 
prestadores de servicios brinden los mejores servicios, con la mejor tecnología y al precio más barato. Eso es 
lo que tiene que hacer una unidad reguladora y por ello, quizás, sea tan difícil encontrarle una ubicación que 
le dé independencia en la formación de la opinión técnica y también en la toma de decisiones para la 
aplicación de esa opinión técnica. Estamos hablando de una garantía que tiene que recibir el consumidor de la 
prestación de determinado tipo de servicio. Estas unidades están referidas a servicios postales, de agua 
potable, de saneamiento, de energía y de telecomunicaciones. Lo único que se puede buscar como objetivo es 
la eficiencia en la concepción más amplia de la palabra, en la que está incluido el derecho de los 
consumidores, sus garantías y las posibilidades de mejor desarrollo de la sociedad en general. 


Seguramente en las próximas horas, buscaremos nuevamente una fórmula que nos permita encontrar que ello 
esté garantizado. La concepción principal de este tema es la más amplia garantía a los consumidores. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Quizás por la cantidad de horas que llevamos acá, no hemos podido 
buscar con detenimiento el organigrama de la URSEA. Me interesaría saber cuántos funcionarios hay 
en cada uno de estos cargos. 


Veo que el criterio de la coalición de Gobierno es que las personas que tienen dedicación total o exclusiva 
perciban salarios muy buenos porque esta escala salarial, más que buena es súper buena. Va en contra de mi 
pensamiento y del del MPP que sostiene que nadie puede ganar más de $ 20.000. Vamos a ver si nos 
acompañan cuando presentemos un proyecto para topear los altos salarios. 


No sé cuánto ganan los Directores. Cuando recién se creó esta Unidad se hablaba de US$ 8.000; después el 
sueldo se fijó por decreto. 


Esta información para mí es importante y voy a decir por qué. Observo que se asigna una partida adicional de 
$ 38:000.000 para pagar una diferencia de salarios. Me preocupa saber de cuántos funcionarios estamos 
hablando porque en el día de ayer vimos que se pretende dar $ 29:000.000 al Ministerio del Interior para una 
compensación a dieciséis mil funcionarios. Al principio era para doce mil funcionarios, pero después se 
incluyeron otros y se terminaría dando algo más de $ 100 para cada uno. Acá estamos hablando de 

$ 38:000.000 a -supongo- unos treinta funcionarios, porque no creo que la Unidad tenga más que eso. Quizás 
sí. 


Sin duda, estas remuneraciones son altísimas respecto a lo que vimos en otros Incisos, o sea, si tenemos en 
cuenta lo que gana un profesor de liceo, un maestro, un director, un policía, o una persona con veinte o treinta 
años de carrera. Yo estoy convencido de que el Estado tiene que pagar sueldos más parejos. No digo que no 
haya algunos de $ 70.000, pero no puede haber de $ 5.000. Eso también lo ha expresado, con su forma tan 
especial, el actual Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca. Lo escuché también del ex Ministro 


Bordaberry cuando se le preguntó si un Ministro ganaba tan poco y expresó que había aceptado el cargo en 
esas condiciones y que no iba a pedir más cuando sabía que había policías y maestros que ganaban $ 5.000. 


Sin duda, esta escala salarial es desorbitadamente alta. ¿No les parece demasiado para un puñado de 
funcionarios? No comprometo el voto de mi Partido, pero el mío sí: esto no lo voy a votar. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- La remuneración de los Directores está fijada por ley. Surge del artículo 5” de 
la Ley_N” 17.598, por la que se crea la URSEA y por la que se fijan las remuneraciones de esta Unidad 
y de la URSEC, equiparándola a la de los Directores de los Entes regulados. Es decir que los Directores 
ganan lo mismo que el Presidente de UTE, de ANTEL, etcétera. Los otros Directores ganan lo mismo 
que los Directores de estos entes. Está fijado por ley. El sueldo es el mismo que el de los Ministros. 


(Dialogados) 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Cuando yo le pregunté, me refería a la cifra. Sé que eso estaba 
establecido pero no tenía tiempo para ir a buscar la ley; si la Directora me lo quisiera decir, bien, y si 
no, no importa, la buscaremos por otro lado y seguiremos con el número de funcionarios que tal vez es 
más importante que el sueldo de los Directores. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- En cuanto al fundamento para estas remuneraciones, quiero decir que las de 
los funcionarios de las unidades reguladoras están proyectadas tomando en cuenta de manera 
tendencial las de los funcionarios de las empresas reguladas. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Casaretto) 


——0 sea, del mismo modo en que el legislador equiparó los sueldos de los Directores de las unidades 
reguladoras a los de los Directores de las empresas reguladas, se está proyectando aquí las 
remuneraciones de los funcionarios de las unidades reguladoras tomando en cuenta de manera 
tendencial las remuneraciones de los funcionarios de las empresas reguladas. Es una tendencia porque, 
por ejemplo, el sueldo de Gerente General previsto aquí es muy inferior al sueldo del Gerente General 
de UTE, por ejemplo. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Voy a preguntar de nuevo, bien despacio, porque se ve que no se 
comprende. 


Quiero saber cuántos funcionarios tiene la URSEA. Si tiene treinta, cuarenta, doscientos, dos mil, veinte mil. 
Quiero saber la cantidad y nada más, sin ninguna referencia a nada. La señora Directora no me lo quiso decir 
porque no se acordará de cuál es el sueldo que cobra y el señor Lev, que recién entró, tampoco lo sabrá; de 
repente me mandan alguna fotocopia del sueldo o la buscaré. La buscaré. Pero la doctora, que ya está desde 
el Período pasado, debe saber cuántos funcionarios tiene esta Unidad y entre cuántos funcionarios se van a 
distribuir los $ 38:632.202 anuales; esa es mi preocupación. Cuando ayer -repito- se dieron $ 29:000.000 al 
Ministerio del Interior para 16.000 funcionarios, me preocupa saber para cuántos funcionarios es esta cifra. 
Un número le pido, nada más. Quiero que me diga si son catorce, dieciocho, veintiocho, cien, diez mil. Esa es 
mi pregunta concreta. 


SEÑORA VÁZQUEZ.- Como expliqué cuando me estaba refiriendo a estos artículos, en el año 2003 se 
aprobó la estructura de puestos de trabajo por decreto del Poder Ejecutivo. Esa estructura prevé 
noventa y nueve puestos de trabajo. En el momento actual, por la razón de que no se aprobó nunca 
una estructura de remuneraciones, la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua tiene como 
únicos funcionarios propios a sus Directores. El resto del personal se encuentra vinculado con la 
unidad por contratos en régimen de PNUD o son funcionarios que vienen a la unidad en Comisión. 
Esta también es otra de las razones que explica estas retribuciones. 


Como ustedes pueden comprender, ¿quién va a fijar normas y a controlar a GASEBA, Conecta, Gasoducto 
Cruz del Sur, UTE, OSE, ANCAP, sino personas que provienen de esas entidades? No se puede improvisar la 
calidad de regulador o fiscalizador en el sector eléctrico, en el sector de combustibles, etcétera. Yo pregunto 


qué funcionario va a renunciar a un sueldo de $ 85.000 o $ 90.000 en UTE para venir a cobrar $ 20.000 en el 
Órgano que va a regular y a controlar a UTE. Esa es la razón, entre otras. O sea que la razón es la 
exclusividad, la razón es la remuneración equivalente o de razonable equivalencia con las entidades 
reguladas. 


Hay una tercera razón, que no es menor, y es que estas unidades tienen un financiamiento propio que consiste 
en la tasa del marco regulatorio del sector. Por ello, los recursos que van a financiar estas remuneraciones y la 
actividad toda de las unidades no se saca de Rentas Generales. Si se lee el artículo que tiene que ver con la 
tasa, se puede ver que la tasa financia el presupuesto de la URSEA, y que si ese presupuesto no se utiliza 
debe devolverse a quienes están gravados por la tasa. O sea que aquí hay dos alternativas: creamos una 
unidad reguladora que realmente cumpla su tarea con funcionarios que saben lo que hacen y que, para ello, 
tienen que estar remunerados con una razonable equivalencia con aquellos a quienes regulan y controlan, o 
simplemente establecemos un presupuesto mucho menor y, por lo tanto, cobramos una tasa menor. Son dos 
opciones políticas y no depende de la Comisión Directiva de la URSEA definir cuál es, depende del 
Parlamento. Yo simplemente explico y pido racionalidad en la decisión. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Vamos despacito de nuevo. O yo no explico bien, o la doctora no 
entiende. Voy a suponer que yo no explico bien y que la doctora entiende, es capaz y puede ejercer ese 
cargo. 


Yo solamente quiero que me diga cuántos funcionarios tiene la URSEA y entre cuántos funcionarios se van a 
repartir los treinta y ocho millones de pesos. No discuto si deben ganar mucho, poco o regular; ese es otro 
tema, porque si entramos en eso también diríamos que el Presidente de la República gana poco, que el 
Secretario de la Presidencia ¡vaya si gana poco!, que el señor Ministro de Economía gana una miseria. De eso 
no hablamos; esa es otra discusión. Mi única pregunta, que he tratado de hacer bien y voy a hacer de nuevo - 
de repente me la contesta el señor Fernández que él me ha de entender-, es cuántos son los funcionarios de 
esta unidad para la que le estamos dando treinta y ocho millones de pesos al año para pagar diferencias. ¿Son 
treinta? ¿Son cuarenta? ¿Cuántos son? ¡Cómo no lo van a saber! Cuando usted establece $ 38:632.202, así, 
quebradito, es porque hizo un cálculo. Es porque dijo: "Bueno, tenemos treinta funcionarios que ganan 

$ 40.000 a los que hay que darles $ 40.223 y chirolas de aumento de diferencia", y eso es lo que le da los 

$ 38:632.202. 


Entonces, pido, exijo a Presidencia de la República que me diga el número de estos funcionarios. No puedo 
aceptar que se me siga dando dilatoria como me está dando la doctora hasta este momento. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- El señor Diputado ha formulado dos preguntas y las contesto por su orden. 


En primer lugar, si el salario que perciben los Directores es idéntico al de los Ministros de Estado y al del 
Secretario de Presidencia de la República y no tiene ningún descuento especial, va a consistir en $ 41.000; 
por eso yo estoy tratando de buscar un pase en comisión para otro lado. 


(Hilaridad) 


En segundo término, creo que la doctora Vázquez le especificó que hay un decreto que marcó la 
estructura funcional y que estos recursos son para cubrir noventa y nueve puestos de trabajo. 


SEÑOR BOTANA.- Voy a hacer una pregunta general. 


Se prevén gastos en proyectos productivos, programas de microfinanzas, de PYMES y de competitividad que 
están en el orden de los $ 74:000.000 a $ 84:000.000. En el caso de proyectos productivos, van variando en el 
Período y sustituyen, aparentemente, a los proyectos de Cuenca Arrocera, Lechera, desarrollo regional o por 
lo menos Cuenca Lechera Il. 


Después hay un programa de microfinanzas que para el año 2006 tiene destinados $ 23:000.000 y 

$ 52:000.000 en cada uno de los años 2007, 2008 y 2009, y otros de PYMES y competitividad, que tienen 
$ 23:000.000 en el 2006 y $ 52:000.000 en cada uno de los años restantes. Son asignaciones presupuestales 
importantes para el desarrollo de programas que, seguramente, se financien con endeudamiento externo y 


cuyas líneas queremos conocer. También deseamos saber el grado de avance en su desarrollo en la medida en 
que este tipo de programas, si tienen que ser desarrollados con endeudamiento externo y con financiamiento 
de organismos internacionales, seguramente tienen determinado grado de avance en la negociación con 
dichos organismos para su aprobación y ejecución. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Celebro la pregunta porque permite 
avizorar por qué hay algún incremento de cierta significación en los rubros de inversiones de la 
Presidencia de la República y, en particular, de los proyectos radicados en la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. 


En primer lugar, uno de los conceptos por los cuales la inversión aparece más nutrida es por el plan de 
desarrollo municipal que en el año 2004 tuvo una muy baja ejecución. Esta remonta significativamente en el 
año 2005 y retoma niveles que hemos podido graduar a partir de 2006 en adelante con la idea de poder 
aplicar el crédito que el Banco Interamericano de Desarrollo tiene acordado con el Gobierno Nacional para 
los planes de obras civiles, de infraestructura en las ciudades del interior del país y para fortalecimiento 
institucional de los Gobiernos municipales. 


Por lo tanto, ese plan tiene un incremento que marca bastante por qué suben las inversiones de Presidencia y 
creo que es un plan que significativamente va a mejorar la situación del interior del país en cuanto a su apoyo 
al sector productivo. 


Del mismo modo, estamos abocados a que los recursos que maneja DIPRODE en virtud de créditos que 
estamos gestionando con el Banco Interamericano de Desarrollo se apliquen a proyectos productivos en un 
momento en que constatamos que es necesario articular rutas de salida a una situación de emergencia social 
en la cual la generación de empleo válido y genuino para gente que está hoy en la marginación pueda ser 
viable y también para evitar que mucha gente que tiene un microemprendimiento y se encuentra en una 
situación limite no se traslade al sector de los indigentes. De ahí que el programa de microfinanzas y de 
articulación productiva tiene varios componentes. Uno de ellos es la asistencia técnica a pequeños 
productores; otro es la incorporación de personas que tienen microproyectos al área de la financiación para 
que puedan desarrollar ese pequeño emprendimiento; otro es el acceso de las pequeñas empresas al ámbito de 
la exportación; otro es la formalización de muchos sectores o empresas que, en este momento, se encuentran 
en situación de informal o, como dije recién, impedir que personas o empresas que ahora están trabajando 
formalizados, pero en situación límite, caigan en la informalidad. 


Estos son los emprendimientos que vamos a practicar desde el año 2006, sin perjuicio de experiencias piloto 
que cuanto antes las podamos concretar, será mejor, y estamos en vías de hacerlo con los recursos del Banco 
Interamericano de Desarrollo. 


Entonces, lo que está planteado en el planillado es lo que tiene que ver con los recursos previstos que ya 
estamos en vías de concretar, más la aportación nacional de la contrapartida que corresponda. Estos son los 
proyectos de microfinanzas, PYMES y apoyo a la competitividad de los sectores productivos. Pensamos que 
la Unidad Ejecutora va a ser DIPRODE, y por eso es que aparecen en esta instancia. 


Efectivamente, esto involucrará la actuación de muchos Ministerios. El Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social operará como una ventanilla para recepcionar proyectos de nuevos emprendimientos, de nuevas 
empresas o de recomposición de empresas que han cerrado y que tienen viabilidad para recuperar su 
actividad. Desde la Oficina de Planeamiento y Presupuesto vamos a poner en funcionamiento la unidad de 
preinversión que dispone de fondos para evaluar proyectos que puedan ser analizados en cuanto a su 
viabilidad. 


Creemos que este tipo de planteo en cuanto a inversión es algo positivo, que genera la expectativa de llegar 
con aspectos de reactivación económica a los verdaderos interesados. 


Por eso, me parece muy interesante que se haya formulado la pregunta que me ha permitido exponer este tipo 
de proyectos que se manejan desde la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Estamos convencidos de que 
muchos actores como la Cámara de Industrias del Uruguay, los Ministerios involucrados -de Industria, 
Energía y Minería y de Ganadería, Agricultura y Pesca- ya tienen mucha receptividad. Por ende, vamos a 
trabajar en conjunto con una multiplicidad de actores que puedan participar en esto. 


SEÑOR BOTANA.- Agradezco mucho la respuesta. Me parece completa, salvo en lo que refiere a si los 
proyectos productivos están sustituyendo a los de Cuenca Arrocera y Cuencas Lecheras 1 y Il. Allí hay 
unos proyectos de infraestructura que se vienen llevando adelante desde el pasado que han sido 
fundamentales para el desarrollo de la actividad productiva en los diferentes departamentos. 


Por supuesto que conozco el programa de desarrollo municipal. Es más: lo he ejecutado hasta el presente. Es 
lo que tuvimos oportunidad de formular desde el propio programa. Así que lo conozco con exactitud. 


Me gustaría saber en qué avance están las negociaciones con el Banco Interamericano de Desarrollo sobre los 
otros dos programas de asistencia técnica que se formulan bajo la égida de DIPRODE. Me estoy refiriendo al 
de microfinanzas y al de PYMES y competitividad. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Ibarrra) 


Por supuesto que comparto con el señor Director la preocupación por la mejora de la 
competitividad y el desarrollo de la producción en el país. 


SEÑOR VIERA.- Los planes de Cuenca Arrocera y Cuenca Lechera están por terminarse, solo quedan 
pequeñas partes que se seguirán realizando. Como algo residual hay un plan de electrificación rural 
muy importante, que abarca Rivera, Tacuarembó y Cerro Largo, que suma mucho dinero. 


En cuanto a los créditos con el Banco Interamericano de Desarrollo, debemos decir que el avance es 
importante. El BID tiene sistemas novedosos por los cuales el crédito tiene un adelanto para empezar a 
ejecutarse y después tiene un proceso de concreción mayor a medida que se van ejecutando las primeras 
etapas. De manera que no dudamos que en el 2006 podamos ir aplicando estos créditos. 


SEÑOR BOTANA.- La última pregunta refiere al programa de residuos sólidos, que lo aparté de los 
otros por la naturaleza diferente del gasto y del destino que, como públicamente se anunció, se va a dar 
a estos recursos. Este importante programa de residuos sólidos tiene recursos cero para los años 2007, 
2008 y 2009. La pregunta concreta es si los recursos de este programa se sacarán de aquí y serán 
destinados a la mejora del nivel de inversiones del sistema educativo del país. 


SEÑOR VIERA.- Está previsto que el programa de residuos sólidos tenga en 2006 la culminación de su 
etapa de estudio y evaluación. Esto significa gastar las sumas previstas en el planillado, es decir, 
$ 10:500.000. En los años 2007, 2008 y 2009 el programa podrá estar en condiciones de aplicarse. 
Estamos dudando si va a ser aplicado en las condiciones previstas o en otras y si se hará en el área 
metropolitana o a través del Gobierno Central. Como ya he expresado, las inversiones no son 
inversiones públicas solamente radicadas en el Gobierno Central. Las inversiones tienen que ser 
consideradas en su conjunto por la Administración Pública. Están también las inversiones que realizan 
las empresas públicas y los Gobiernos Departamentales. En tanto exista financiamiento externo, dicha 
inversión puede realizarse a través del Gobierno Central o a través de esas otras instituciones como 
empresas públicas y Gobiernos Departamentales. Acá está involucrada el área metropolitana, que 
seguramente sea un ejecutor del proyecto. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Correspondería ahora abocarse al análisis del último grupo de disposiciones 
que refiere a la URSEC, el organismo regulador de las comunicaciones. Entonces, haciendo la salvedad 
de que el artículo 77 -el cabeza de este Capítulo- iría con las correcciones que se quieran introducir -las 
fórmulas sustitutivas están repartidas-, me gustaría que el señor Director de la URSEC explicara este 
grupo de artículos. 


SEÑOR LEV.- El articulado que compete a la Unidad Reguladora refiere en primer lugar a la forma 
cómo esta se vinculará con el Poder Ejecutivo, manteniendo la autonomía técnica que establece la Ley 
N? 17.296 de 21 de febrero de 2001, según reza el artículo 77. 


El artículo 78 transfiere la totalidad de los puestos de trabajo ocupados y vacantes de la Dirección Nacional 
de Comunicaciones del Ministerio de Defensa Nacional. Acá quiero señalar que por primera vez, en mayo de 


2005, luego de más de tres décadas, las telecomunicaciones salieron de la órbita del Ministerio de Defensa 
Nacional para pasar a la órbita civil del Ministerio de Industria, Energía y Minería. Este organismo nació con 
la totalidad de los puestos de trabajo ocupados y vacantes. Según reza esta planilla de la Contaduría General 
de la Nación tiene 76 ocupados, 14 vacantes y dos funcionarios más. 


Justo es decir que inclusive en este artículo se plantea eliminar el cargo de Director Nacional de 
Comunicaciones, escalafón Q, porque actualmente la Dirección de este organismo está compuesta por tres 
miembros que somos los únicos funcionarios de la URSEC; los otros, hasta tanto no se apruebe este 
Presupuesto, pertenecen al Ministerio de Defensa Nacional o son pases en comisión de otros organismos. 


SEÑORA PAYSSÉ.- ¿Este cargo que se suprime es el mismo que aparece en el artículo 165? 
SEÑOR LEV.- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La pregunta es muy oportuna porque varios legisladores tuvimos dudas y 
hasta lo consultamos, pero no llegamos a una conclusión. Es importante que quede aclarado. 


SEÑOR LEV.- Tengan la absoluta tranquilidad de que se trata del mismo cargo que se suprime por el 
artículo 78 y por el artículo 165. Simplemente se menciona dos veces. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que la redacción quede más prolija, habría que mencionarlo una sola 
vez. 


SEÑOR LEV.- Se puede decir que se suprime por el artículo 165 de la actual ley. De esta manera se 
enlaza a los dos artículos y queda claro que se trata del mismo funcionario. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Estoy de acuerdo con enlazarlos, pero no al número del artículo, porque 
puede cambiar el articulado y va a quedar vacío de contenido. Eventualmente, habría que enlazarlo al 
Inciso o al Capítulo. 


SEÑOR LEV.- Por el artículo 79 el monto de las retribuciones personales como las cargas sociales 
serán reembolsadas a Rentas Generales con cargo a sus recursos. Debo decir que la estructura será 
concretada ciento ochenta días después de aprobado el Presupuesto, cuando sepamos con exactitud 
cuántos son los funcionarios de la Dirección Nacional de Comunicaciones que quedan en la Unidad y 
cuántos vuelven al Inciso 03, Ministerio de Defensa Nacional. Por eso el artículo 79 hace referencia al 
conjunto de retribuciones personales y cargas sociales que, con los recursos de la Unidad Reguladora 
de Servicios de Comunicaciones, será reembolsado a Rentas Generales de acuerdo con la afectación 
especial y mediante el procedimiento que establezca la Contaduría General de la Nación. 


Los artículos 80 a 84 refieren al servicio postal. El criterio que se establece es que el servicio postal universal 
es cumplido por la Dirección Nacional de Correos. El sexto párrafo del artículo 82 establece: "El servicio 
postal universal se define como aquel servicio que el Estado asegurará a sus habitantes en todo el territorio 
nacional en forma permanente y en condiciones de calidad y precios razonables". Nosotros proponemos que 
se elimine "hasta tanto no se implemente un mecanismo alternativo". Hoy esto lo cumple El Correo. Si 
mañana el Poder Legislativo estima que hay que establecer otro mecanismo, se hará, pero no corresponde que 
se ubique aquí cuando el Servicio Postal Universal hoy es cumplido por la Dirección Nacional de Correos. 


Entonces, el artículo establecerá: "El Servicio Postal Universal estará a cargo de la Administración Nacional 
de Correos y comprende la admisión, procesamiento y transporte [...]". Y terminará: "[...] por la demanda de 
servicios en el mercado". Simplemente se elimina la frase: "hasta tanto no se implemente un mecanismo 
alternativo". 


En cuanto al artículo 83, a los efectos de financiar el Servicio Postal Universal, se propone un porte postal a 
cargo de todos los operadores postales, cuyo monto máximo será de $ 2,5 por envíos -excluidos los 
correspondientes al Servicio Postal Universal-, que se reajustará de acuerdo con el Índice de Precios al 


Consumo. La URSEC establecerá el monto del porte con vigencia al 1” de enero de cada año y reglamentará 
su forma de percepción y contralor. 


El artículo 84 establece a la unidad ejecutora como el ente encargado de la recaudación -creando un fondo de 
servicio universal-, la que determinará anualmente el costo del servicio postal y reglamentará las condiciones 
de compensación de gastos y transferencias. 


Sobre el artículo 85 hay que decir que la Ley N* 17.820 estableció la tasa de control del marco regulatorio. 
Apenas me hice cargo de la Unidad solicité que se hiciera un comparativo en cuanto a sus ingresos, entre lo 
que cobraba como canon y lo que va a pasar a cobrar como tasa. 


Debo decirles que la reducción en cuanto a los ingresos de la URSEC pasa del 89% al 70% o 74%. La 
diferencia entre el canon que venía cobrando hasta el año pasado y la tasa que le fijó el Parlamento del tres 
por mil, significa una reducción de un promedio del 78%, con una parte importante de unidades reguladas 
que van a tener un abatimiento de esta tasa de más del 80%. En la medida en que hay un abatimiento tan 
grande, a pesar de que originalmente se planteaba que un 10% pasara a la Presidencia de la República, se 
propone que quede dentro de la Unidad Reguladora. 


Por lo tanto, solicitamos que se suprima el penúltimo párrafo, que dice: "El jerarca del Inciso 02, Presidencia 
de la República, comunicará a la Contaduría General de la Nación la desagregación del referido porcentaje en 
grupos y objetos del gasto". En la medida en que el 10% original se elimina, no tiene sentido que el jerarca 
del Inciso 02 tenga que comunicar algo que va a tener un contenido nulo. El resto continúa como está. 


De acuerdo con este proyecto, en cuanto a la política fiscal, tenemos que garantizar la continuidad, 
regularidad y universalidad de los servicios postales, el acceso a ellos en condiciones de igualdad, 
inviolabilidad y secreto de la correspondencia. Los cometidos de la URSEC son asesorar al Poder Ejecutivo 
para modificar la delimitación del Servicio Postal Universal en función de la necesidad de los habitantes, por 
consideraciones de política postal, evolución tecnológica o demanda de los servicios en el mercado. 


SEÑOR CARDOSO (José Carlos).- Queremos referirnos a la reaparición del porte postal, de acuerdo 
con el artículo 83. Consideramos poco ingenioso lo que vuelve a plantear el Poder Ejecutivo respecto a 
este porte postal, porque se establece otra vez un mecanismo por el que pagarán las empresas privadas 
-aunque definitivamente lo pagarán los usuarios- y no El Correo. Esto agrega una inequidad 
importante que afecta severamente el sistema global. 


El porte postal de $ 2,5 lo van a pagar los usuarios de las empresas privadas y no los usuarios de las empresas 
públicas. Es decir que cuando doña María manda una carta por un servicio postal privado va a pagar los $ 2,5 
que tiene asignados, pero no así si lo hace por El Correo. 


Acaba de terminar el Consejo de Salarios y allí se acordaron las reglas salariales del sector privado que 
trabaja en el área del servicio postal y se establecieron los marcos de los valores salariales que están 
calculados a partir del precio de una carta. Ahora hay que agregar este nuevo impuesto, que inevitablemente 
se va a transferir al consumidor, creando una inequidad respecto al Estado demasiado irritante. 


El Correo acaba de acordar con COFAC la distribución de 35.000 facturas. Esa distribución no va a llevar 
este porte postal. En cambio, la carta de un ciudadano común y corriente que se envíe por un sistema privado 
sí la va a llevar. En lugar de establecer para el sector privado una carga que aumenta las diferencias con el 
Estado -creo que esta tiene que existir y acompaño lo relativo al Sistema Postal Universal- ¿por qué no se 
hace pesar esto sobre el envío? Podríamos decir, por ejemplo, que todos los envíos jurídicos pagarán el porte 
postal. Eso sería dar mayor facilidad al envío postal de los ciudadanos, a diferencia del de los servicios 
jurídicos. No habría que hacer esa diferencia de exonerar al Estado y no al privado. El diferencial que se 
utilizó genera una enorme inequidad y agrega un costo adicional a un área que emplea gente y tiene actividad 
en el país, como el de los servicios postales privados, que acaba de terminar de regular sus salarios en 
función del precio de la carta. De acuerdo con la distribución que se hizo en el Consejo de Salarios, el costo 
de cargas personales por carta es de $ 3,65. 


¿Por qué no repensar esto, en lugar de decir que el Estado esté exonerado y que paguen los privados, como lo 
establece el artículo 83? ¿Por qué no se puede establecer que paguen el porte postal los servicios jurídicos, 


las tarjetas de crédito o los bancos, que obviamente van a utilizar El Correo porque no van a pagar el porte 
postal? El Correo le fijó un precio de $ 3,5 a COFAC. Esto genera una inequidad que no debiera manifestar el 
Estado tan irritantemente en el mercado postal del Uruguay. 


SEÑOR TROBO.- En la misma línea que el señor Diputado José Carlos Cardoso, quisiera saber, 
porque francamente de la lectura del artículo 83 no me queda claro, si El Correo además paga estos 
$ 2.50 por carta. Es evidente que va a ser beneficiario de este impuesto, de todos los envíos que haya a 
través de los "curriers”. ¿También va a ser beneficiario de lo que el usuario paga cuando contrata a El 
Correo y va a recibir todo ese dinero para financiar el servicio postal universal? Como no va a quedar 
claro de dónde sale y adónde va la plata, seguramente acá lo que hay es una medida de financiamiento 
extraordinario o un subsidio con el argumento de brindar un determinado servicio. O sea que El 
Correo no es capaz de brindar un servicio en determinadas condiciones y, para eso, tiene que 
financiarse con el resto del mercado. No queda muy claro y, sin perjuicio de razonar en la misma línea 
que el señor Diputado José Carlos Cardoso, agrego un elemento para la comprensión del tema. 


¿Quién lo paga? ¿Quién recibe por ese concepto ese impuesto? Además, ¿qué costos tiene El Correo para 
enviar este tipo de correspondencia? Porque fijamos una tasa, y ese impuesto puede llegar hasta tanto -no 
tengo ninguna duda que sea hasta tanto-, sin que ello esté vinculado razonablemente con el costo del servicio 
que tiene que brindar. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Quisiera agregar un elemento más para redondear el planteo y 
para que nos puedan responder. 


En el marco de las relaciones entre privados y públicos, en el viejo debate de la distribución de las facturas 
del Estado ha habido acuerdo. Los privados están de acuerdo y les parece bien que El Correo distribuya las 
facturas del Estado. ¿Esto no se consideró a la hora de pensar esta nueva realidad? ¿Se va a volver a plantear 
el asunto? ¿Está dentro de las ideas del Gobierno o está absolutamente descartado que El Correo distribuya 
las facturas del Estado como un elemento compensatorio de los ingresos de esa institución? Como se ha 
expresado más de una vez, esto definitivamente terminaría de financiar el funcionamiento de El Correo, que 
es un tema que no aparece acá pero obviamente está en la base de estos artículos. 


SEÑOR LEV.- Nosotros tenemos que garantizar efectivamente un equilibrio en el mercado postal. El 
Correo cumple el servicio postal universal, que significa transporte y distribución de envíos o 
productos postales sin valor agregado de hasta dos kilos. Debemos tener en cuenta que esto lo hace el 
servicio postal. 


Apenas llegué a mi unidad me plantearon que había una licitación de frecuencias para todo el país, que tenía 
que llegar a todas las localidades, y el único que se presentó fue El Correo, porque no era rentable. El Correo, 
por obligación lo tiene que cumplir. 


Estoy dispuesto a escuchar cualquier propuesta alternativa que ayude a cubrir estas responsabilidades que el 
Estado tiene con la ciudadanía. Brasil, que es un gran país, lo subvenciona públicamente. El Correo es una 
necesidad del Estado democrático y de todos los ciudadanos. Es más: nosotros tenemos responsabilidad, 
inclusive con los servicios diplomáticos, por convenios recíprocos, de repartir gratuitamente en la medida que 
en aquellos países repartan nuestro servicio diplomático. El Correo también tiene obligaciones. 


Como dije, estoy dispuesto a escuchar cualquier propuesta alternativa que realmente ayude a equilibrar las 
cuentas para que El Correo cumpla su función de servicio postal universal y garantice a todos los ciudadanos 
que llega a todos los rincones del país, sin excepción. Esta es una responsabilidad que nosotros asumimos. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Lamento que el señor Lev no haya respondido lo que yo le 
estoy planteando. Yo no estoy cuestionando el subsidio de El Correo ni la necesidad de que la empresa 
estatal asegure el servicio. Dije a título expreso que estoy de acuerdo. Lo que estoy diciendo es por qué 
no proponemos, en esta política de cambio, una idea distinta a volver a poner, lisa y llanamente, un 
impuesto a los privados y establecer un nuevo diferencial a las cartas. ¿No existe esa posibilidad? 
Según sus últimas palabras, parece aceptar la idea de que, por ejemplo, pagaran los envíos jurídicos y 


no los envíos personales. Entonces, ¿las treinta mil facturas de COFAC lo pagarían? Es una idea que 
estoy proponiendo. 


Recuerdo un viejo debate que se ha dado en los últimos años acerca de la distribución de las facturas del 
Estado. La distribución de COFAC, obviamente, no es el objetivo de El Correo para asegurar el servicio 
postal al último rincón del Uruguay. Estamos hablando de otra cosa. Me pregunto si a esa distribución no se 
le puede aplicar este impuesto que se crea. Además, quisiera saber su opinión sobre la distribución de las 
facturas del Estado. 


SEÑOR GANDINI.- Cuando llegué a El Correo como Director tuve que aprender bastante de este 
tema. En esa época no era una empresa pública sino una Dirección del Ministerio de Educación y 
Cultura. El organismo estaba bastante peor de lo que lo encontró ahora el Director de URSEC. En ese 
tiempo existía el porte postal. 


Lo que pido es que razonemos juntos. Frente a nosotros hay gente seria e inteligente y lo que planteo es que 
es una pésima solución, que ya estuvo vigente y no sirvió para nada. ¿Por qué? Porque reposa sobre la base 
de que el sector privado subsidia al sector público. Mientras el sector privado para hacer esta tarea tiene 
costos que integran el precio de su servicio, el sector público no tiene precio fijado por sus costos, sino que 
surge de lo que se le ocurre porque la diferencia es subsidio. 


En este Presupuesto estamos entregando $ 236:000.000 anuales -US$ 9:000.000- para subsidiar El Correo. 
Lo que tenemos que plantearnos es por qué El Correo no es la respuesta a la gente y por qué se usa otras 
cosas. Cuando digo la gente no me refiero a la ficción que planteó el señor Diputado José Carlos Cardoso, 
que conoce un poco menos que los que estamos en el tema de cómo funciona el mercado. Hoy no existe 
prácticamente mercado postal de personas que envían cartas a otras personas. Habrá alguna encomienda, 
alguna postal, pero cartas no manda nadie. En realidad, aun viajando, uno busca un "cyber". El mercado 
postal sigue siendo un gran negocio en el mundo, pero tiene otros clientes: las tarjetas de crédito, las facturas, 
los "mailing", la publicidad, la venta por correo, las revistas, los catálogos, la venta por catálogos, etcétera. 
Se trata de volúmenes infinitamente mayores a los del pasado, pero las personas no se mandan cartas entre sí. 
El Correo podría no tener sucursales, lugares de imposición y, prácticamente, no pasaría nada. Lo que El 
Correo necesita son carteros para que a la gente le lleguen las cartas; pero se imponen por cuentas corrientes, 
por grandes volúmenes. El buzón casi no tiene sentido, salvo para alguna promoción que se haga por 
televisión de algún producto que recorta de un diario y se pone; pero aun así, ese servicio lo paga la empresa 
que hace la promoción por una cuenta y un precio especial que fija con el prestador del servicio. El mercado 
cambió. 


¿Qué es lo que se pretende con esto? Que una parte de la pérdida que lleva adelante el correo estatal la pague 
el competidor. Eso no tiene sentido. El competidor hoy tiene costos de la propia actividad, paga impuestos -o 
debería pagarlos-, tiene ahora un laudo del Consejo de Salarios bastante alto y un mínimo de $ 7u $ 8 de 
costo; menos de eso no puede cobrar una carta. El Correo se presenta a los grandes clientes y establece 
cualquier precio, y aun así no logra captar algunos sectores del mercado, pero no por un problema de precios, 
porque a veces compiten $ 3 contra $ 15, sino por un problema de calidad, ya que el pilar básico en que 
reposa el negocio del correo es la seguridad. La carta tiene que llegar, y si no es así, el precio es carísimo. 


A veces, una tarjeta de crédito puede preferir una empresa privada, que le cobra más, porque de esa forma se 
asegura que el cliente reciba el estado de cuenta antes de que este venza. Si esto no sucede, el problema es 
tan grande que se va de la institución, privada o pública, que no cumple. 


Y ese es el tema de hoy. Imponer $ 2,50 al sector privado con la ficción de pagar la universalidad no tiene 
mucho sentido. La universalidad la estamos subsidiando todos, pero además lo hacemos de una manera 
insólita. 


Hay oficinas de El Correo en pequeñas localidades del interior del país que tienen 10, 12 y hasta 15 
empleados. 


Recuerdo que una vez concurrí a una y me encontré con 11 personas; observé que por mes había 42 cartas y 
uno a uno les pregunté qué hacían. ¡Era imposible! Había un cartero para el pueblo y usaba bicicleta. Con las 


preguntas llegué al último funcionario y me dijo: "Yo, Director, izo y arrío la bandera. Esa es mi tarea, pero 
mire que tengo que venir los feriados". 


¡Claro! ¿Saben por qué? Entre otras cosas, porque es de las pocas instituciones a la que van funcionarios 
redistribuidos de otras. El Correo terminó absorbiendo gente de AFE y de otros organismos porque son 
funcionarios públicos. En la capital departamental hay Banco de la República, liceo departamental, UTE y 
otras cosas; en cambio, en Paso del Cerro, punto ferroviario, no hay nada, pero sí Correo. Era uno, después 
fueron siete u ocho. 


La universalidad también es eso; hay que modernizar la universalidad: las comunicaciones y las formas de 
transporte han cambiado mucho. El Correo todavía tiene viejas estructuras, por lo que no me parece bueno 
que volvamos a un sistema que no funcionó, y ahora voy a explicar por qué. 


Cuando existe esto, paralelamente hay que crear un mecanismo de control muy rígido. ¿Cómo operaba en su 
momento el porte postal? 


El Correo envía un sello de papel equivalente al porte postal, que es el mínimo de una carta local; 
supongamos que hoy cueste $ 2,50. Cada carta tiene que circular con el sello pegado. Viene la empresa 
privada a la ventanilla y compra 10.000 sellos; los pega y las cartas que el particular puso en esa empresa 
circulan con ese sello. 


Después esto se fue modernizando y comenzaron las máquinas franqueadoras. Se compraba la máquina -que 
tenía un mecanismo de precinto-, se ponía el sello; después iba a El Correo, donde se verificaba, y pagaba lo 
que allí se marcó. Ahora, ¿cómo se encuentra a esa empresa que lo que tiene son carteros en la calle? ¡Es 
dificilísimo! Porque actualmente una empresa de correos funciona en un garage, sin cartel y sin RUC, y lo 
único que existen son carteros que salen de un garage. Basta que estas empresas tengan un cliente de 50.000 
cartas -que hay muchos- para que sea muy viable. 


A este cliente no le cobra el porte y, ya que estamos, como la empresa no existe para El Correo, tampoco 
existe para la DGI, el BPS ni más nadie. Esta es la changuita de algunos muchachos que salen a repartir 
cartas. 


¿Cómo se encuentra a esa empresa? Con un inspector que tiene que andar con un lazo en la calle, porque la 
única manera es encontrando al cartero; no hay otra. Y el impositor de grandes volúmenes termina 
transfiriéndole el riesgo a la empresa cuando le dice: "Yo te doy a vos las 50.000 cartas que tengo en mi 
cartera si vos no me cobras el porte". Ante esto la empresa dice: "Sí, pero si viene El Correo me multa", y le 
contestan: "¡Es tu problema!". 


De esta forma se termina generando un impresionante sector en negro, mucho más grande que el formal, que 
no solo no recauda sino que perturba a todo el mercado, inclusive, porque hay que crear un cuerpo inspectivo 
que siempre inspecciona a las mismas empresas que están instaladas. 


Por lo tanto, a la empresa privada se le genera un competidor, que es El Correo, que es el que la regula -el 
Estado es el que regula-, le compite sin precios y, además, le aparece un sector en el mercado que trabaja en 
negro, que también compite porque no tributa nada ni paga a El Correo. 


El mercado se enturbia, El Correo no recauda nada, y menos ahora que hay un organismo como la URSEC 
que deberá montar un sistema que le costará dinero y que no transferirá $ 2,50 a El Correo por la 
universalidad, sino que le va a traer la diferencia de lo que cueste recaudar los $ 2,50, porque tendrá costos. 
El resto es lo que pagará a El Correo. Por algo se eliminó. A través de una Ley de Presupuesto se creó la 
Administración Nacional de Correos, que dejó de ser la Dirección Nacional de Correos del Ministerio de 
Educación y Cultura, y pasó a ser una empresa para estar acorde con el mundo, con Brasil que tiene uno de 
los mejores correos del mundo, que hace de todo y tiene una red espectacular. 


Hace unos años ese correo tenía una publicidad que decía: "Y además, llevamos cartas". Hacía de todo con la 
red, como la que hoy tienen algunas empresas privadas; la red es la clave de todo. Esa red, comercialmente, 
en Brasil sirve para vacunarse, enrolarse en el Ejército, pagar facturas y hasta para enviar un auto de un 
Estado a otro. Esto funciona porque tiene una red impresionante. 


El Correo es el único que tiene esta red, pero no la explota empresarialmente. Tal vez el mercado es muy 
chico. 


¡Habrá que ir por ahí! No hay que reiterar lo que ya anulamos por ley porque no caminó, porque no 
recaudaba, enturbiaba mucha cosa y no ofrecía solución. 


Preferiría que buscáramos alguna otra forma, porque esto va a recaudar muy poco dinero para El Correo. Ya 
hay un subsidio de prácticamente US$ 10:000.000. 


Esto va a tirar para afuera a algunas empresas legales que se fueron formalizando cuando se eliminó el porte 
postal, va a perjudicar al mercado y no va a resolver el problema real de El Correo. 


Perdón por la extensión de mi intervención, pero creo que hay que entender de qué se está hablando; 
seguramente los visitantes lo sepan, pero quizás algunos compañeros no. Quería trasmitir mi vivencia en esta 
materia. 


SEÑOR BRENTA.- Por razones particulares conozco El Correo quizá desde el otro lado del que lo 
conoce el señor Diputado Gandini, y me animo a afirmar que en los últimos años ha sido la peor 
empresa del Estado. 


Es cierto que el negocio ha cambiado y también la forma de vincularse de la gente y, a pesar del bombo 
realizado en algunas oportunidades, El Correo no ha logrado adaptarse a la nueva realidad. También es cierto 
que ha recibido funcionarios de otras empresas públicas y que han entrado decenas y decenas de becarios que 
no provenían de empresas públicas y que ninguno ingresó por concurso. Me parece importante decir esto 
porque durante años escuchamos un discurso que tiene que ver con la eficiencia de las empresas públicas; 
discurso que en buena medida se sustenta en la inviabilidad de la gestión del Estado en algunas áreas de la 
actividad económica, que va asociado a la mala gestión. Poco se habla de la mala gestión, y mucho de las 
condicionantes que no se pueden modificar. 


Yo apuesto a que haya una renovación de El Correo, que encare la actividad en los términos en que está 
planteada hoy en la nueva realidad que vive el mundo y el Uruguay en particular, pero que debe estar 
complementada con una serie de demostraciones desde el punto de vista de la gestión de los Directores que 
tienen la responsabilidad política de dirigirlo -son cargos de particular confianza-, que tenga que ver, por 
ejemplo, con transparentar los mecanismos de ingreso, porque no se puede achacar a un organismo que es 
inviable y que hay que subsidiarlo. El Director ya habilitó el debate acerca de los mecanismos; es claro que 
se subsidia en todo el mundo, pero acá hay que hacerlo más, porque es uno de los lugares emblemáticos en 
los que se han desarrollado prácticas clientelísticas de un tono realmente grave. 


No pretendo reabrir un debate. Creo que todos coincidimos en que esto es así, ya que está sobradamente 
demostrado, al punto tal que en el período pasado la Intendencia Municipal de Montevideo, que tenía un 
boleto bonificado para los carteros a través de una boletera y que resolvió su eliminación junto a los llamados 
pases libres, se encontró con que el gremio y el Directorio de la época plantearon a la comuna la necesidad de 
encontrar alguna solución porque los carteros no podían salir a repartir cartas si la Intendencia no les 
subsidiaba el boleto. Finalmente, se encontró un mecanismo y se estableció que de allí en más El Correo 
pagaría a las compañías de transporte las boleteras que comprara, como hace cualquier empresa. 


Aún hoy El Correo mantiene una deuda de aproximadamente $ 6:000.000, porque ni siquiera era capaz de 
pagar el boleto a los carteros. 


Estoy convencido de que lo que manifiesta el señor Diputado Gandini es cierto, en cuanto a que hay 
funcionarios que están para izar la bandera; no es culpa de ellos, sino de quienes dirigimos. 


SEÑOR GANDINI.- El señor Diputado Brenta hizo algunas afirmaciones que comparto en cuanto a la 
situación de El Correo y a alguna de sus causas. 


Asimismo, quiero salvar -sé que no estaba en su ánimo- mi responsabilidad, ya que fui Director de El Correo. 
Los números están allí. Recibí El Correo con US$ 9:000.000 de deuda y lo dejé con US$ 4:000.000; a pesar 
de que quedó con déficit, en dos años y medio la deuda se achicó mucho. 


La empresa empezó a funcionar, y figuraba en el libro Guinness de los Récords, ya que llevaba siete meses 
de huelga, dato que no conocían quienes mandaban cartas desde el exterior. Cuando asumí el cargo hubo que 
repartir veintiocho camiones de cartas de avión que estaban en el aeropuerto y cuarenta y dos camiones de 
encomiendas que provenían del puerto con revistas y otros materiales. 


Después de esa larguísima huelga y de lograr un entendimiento con el sindicato, se pudieron hacer muchas 
cosas. 


En El Correo hay problemas muy viejos, estructuralmente viejos, porque no fue concebido como empresa, 
sino como una Dirección del Ministerio de Educación y Cultura. ¡Imagínense qué le podía importar a un 
Ministro de Educación y Cultura El Correo o qué especialidad tenía en la materia un Ministro en esa época! 


En ningún momento quise decir que el problema radica en los funcionarios. Creo que el sindicato tiene 
problemas y también existen dificultades en cuanto a la actitud de los funcionarios. 


Pienso que lo que hay es una herencia de muy mala gestión -ese sí es el problema— que veremos si se puede 
corregir. El Correo tiene dificultades estructurales, que no sé si será posible corregir si no se toman 
decisiones importantes como, por ejemplo, la entrega de facturas, lo que no se pudo obtener en el Gobierno 
pasado debido a una lucha de intereses corporativos. Después discutiremos este tema que ya fue planteado. 


Comparto la afirmación de que hubo problemas de clientelismo. En mi haber está el orgullo de haber 
inaugurado el sistema de becarios con el ex INAME y con el INJU, con plazos estrictos -seis meses, 
renovables por tres más—, y de haberme ido sin que un solo becario se quedara más de ese tiempo. Después 
las cosas cambiaron. No obstante, me quiero anotar esta. 


Llegué a hacer un convenio conmigo mismo -en esos contratos ficticios del mundo del Derecho— porque 

firmé como Director Interino del INJU y como Director de El Correo un convenio para tomar becarios del 
INJU; nadie creía en ese programa de primera experiencia laboral, y no había organismo que lo empezara. 
Entonces, yo instalé ese sistema como Director de ambos organismos. Este sistema dio muchos resultados; 
después, como todo, se degeneraron algunas cosas en El Correo como en otros lados. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Se han planteado argumentos sobre si la solución es imponer el porte postal, 
que tiene un enorme déficit en el marco de lo que es el control, o deberíamos ir a un sistema de canon. 
A mi juicio, esto amerita una reflexión más profunda, que conversemos un poco más con la gente, 
fundamentalmente de El Correo -esto tiene poco que ver, salvo en el caso de la URSEC, con el 
Inciso Presidencia de la República—, para aproximar alguna fórmula sustitutiva. 


SEÑOR POSADA.- Desde ya comparto los argumentos expresados fundamentalmente por los señores 
Diputados José Carlos Cardoso y Gandini. Me parece que es una preocupación y ahora, en virtud de la 
afirmación realizada por el señor Secretario de la Presidencia, por lo menos, se abre un ámbito de 
reflexión que es bien conveniente. 


No obstante, agrego que tenemos una clara definición en el sentido de que debe existir un servicio postal del 
Estado. Dicho servicio postal es subsidiado en todos los países del mundo. Es decir, existen diversos tipos de 
subsidios. 


Uno de ellos es que, por ejemplo, todo lo que tiene que ver con correspondencia del Estado lo debe hacer el 
servicio postal estatal, y no se admite -como en el caso uruguayo- la intervención de servicios postales 
creados por las propias empresas estatales, que terminan compitiendo con el propio Estado, lo que es 
absolutamente insólito. Han habido problemas de clientelismo y espantosas gestiones que se arrastran desde 
hace largo tiempo. Exceptuando la experiencia que le tocó vivir al señor Diputado Gandini al frente de esa 
repartición y también la posterior gestión, ya como Administración Nacional de Correos, del ingeniero 
Bracco, la experiencia de El Correo, y la más reciente debe ser de las peores, deja mucho que desear. 


Creo que si queremos dar verdadero sustento a la empresa debemos buscar economías de escala que, entre 
otras cosas, se genera con ese reparto de toda la correspondencia del Estado, de la Administración Central, 
empresas, entes autónomos y servicios descentralizados. Este aspecto debemos definirlo de una buena vez. 


En el período pasado presentamos un proyecto de ley en tal sentido, pero lamentablemente no fue aprobado 
en el Senado. La verdad es que creemos que es el único camino que dará sustento definitivo a la actividad de 
El Correo, por supuesto, partiendo de una buena gestión, que es lo que está en la tapa del libro de cualquier 
administración. 


SEÑOR LEV.- Hago mías las palabras del señor Secretario de la Presidencia. Vamos a reflexionar 
sobre las palabras vertidas en Sala y si es necesario procuraremos encontrar fórmulas de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás en la tarde de mañana les vamos a hacer llegar la versión taquigráfica 
de lo que se ha dicho aquí, no únicamente para que recuerden lo que se manifestó sobre este tema sino 
sobre la problemática en general. 


SEÑOR TROBO.- Tengo la obligación de trasladar al señor Secretario de la Presidencia de la 
República un recado que me pidió el Diputado por el departamento de Rocha señor José Carlos 
Cardoso respecto a un tema vinculado a la Presidencia de la República. 


Es intención del señor Diputado José Carlos Cardoso que el señor Presidente sepa el interés de la comunidad 
rochense de que el edificio, la casa que está reservada para el descanso presidencial en la Fortaleza Santa 
Teresa, que no se usa, pudiera ser destinada a alguna actividad vinculada al turismo o a la actividad recreativa 
en el Parque Santa Teresa. Es una casa muy bonita -recuerdo haberla visto hace unos cuantos años-; tiene 
comodidades que seguramente la hacen atractiva para que sea un lugar de disfrute como los que existen en el 
interior del país, estancias turísticas y demás. 


Me ha pedido que le traslade esa inquietud y que eventualmente se considere la posibilidad de que tenga ese 
destino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 21 y 25) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


